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Introducción 
 

En el presente trabajo de investigación, se concretarán las ideas, teorías, esfuerzos, 

gestiones, variables, investigaciones de derecho y análisis de acción en el tema de proyecto 

comparativo a desarrollar, como también se aportará una valiosa reflexión ante la premisa 

buscada en la perspectiva de comparación entre los sistemas de juicios orales entre México 

y Estados Unidos. 
En el año 2008 México realizó una reforma al Código Procesal Penal, partiendo con 

los estados de Chihuahua y Sonora. Para dicha reforma fueron necesarias modificaciones 

Constitucionales y la creación del nuevo Código Nacional de Procedimientos Penales, 

abrogando la legislación penal que existía desde 1934. 

 Si bien es cierto, “el juicio oral no es la solución a todos nuestros problemas, pero un 

cambio de esta naturaleza servirá para calmar las turbulentas aguas políticas y sociales.”1, 

en cuanto a que este nuevo desafío, buscará resarcir los problemas actuales que tenía el 

sistema de justicia penal mexicano. 

En ese tenor, para la reforma en comento, México tuvo influencia internacional “desde 

el siglo pasado, por apoyos recibidos de organismos financieros multilaterales como el Banco 

Mundial (BM), el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID)”.2 

Dicha reforma procesal penal, constituyó un tránsito del sistema inquisitivo a otro de 

carácter acusatorio, la cual tiene una influencia de la cultura jurídica anglosajona, en 

específico el Common Law. 

En la actualidad podemos decir que estudios respecto a este tema no han sido 

ahondados de manera tan específica, es por ello que es un campo poco explorado en 

variables de análisis teórica y práctica, en lo que concierne a esta investigación propiamente 

tal. 

 

                                                
1  Ortiz Romero, Juan Carlos, Manual del juicio oral (reforma judicial federal), México, Oxford University Press, 2016, p. 

11. 
2 Hernández, A., “Reforma penal en México ¿Mayor seguridad o mayor violencia?”, Revista de derecho, México, núm. 

16, 2017 , p. 7. 

http://www.scielo.edu.uy/pdf/rd/n16/2393-6193-rd-16-00137.pdf  
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Debido a lo anterior, el presente trabajo es un modesto aporte a esta área, ya que, 

especialmente, demuestra la relevancia en torno de la investigación específica de 

comparación de sistemas en juicios orales entre México y Estados Unidos, como también 

deja en claro cuál es el fin del proyecto, por lo que, en cuanto más claro es el esquema 

inicial, más exitosa y oportuna será la finalización de la investigación, de esta manera, es 

más probable que el lector comprenda cuáles son los aciertos del Nuevo Sistema de Juicio 

Oral de México. 

Aunado a lo anterior, en general el espíritu de los litigios en México como en los 

Estados Unidos, es que se resuelvan antes de llegar a instancias finales, porque en ambos 

países las costas procesales son extensivas, las partes deben pagar los honorarios y costas 

de sus propios abogados, y el litigio es un proceso es muy largo. 

Es por ello, que es de suma importancia la preocupación por mejorar los diversos 

procesos jurídicos de México en comento, tanto en perspectivas globales como más 

personales y específicas en todos los grados y niveles de acción. Es por ello que nace la 

necesidad de ahondar un poco más en el tema y descubrir diversas variables, tanto de ayuda 

como de realización para México. 

Debido a lo anterior, como se señaló estamos ante un campo donde 

desafortunadamente no existen suficientes investigaciones comparativas al respecto o que 

adviertan similitudes en los sistemas de juicios orales en México y Estados Unidos, estas son 

escasas y no ayudan a mejorar nuestro Sistema Procesal Penal Nacional. 

Bajo estas premisas, buscaremos diversas alternativas para encontrar soluciones de 

información relevante y concreta respecto de este tipo de perspectivas y así construir una 

línea positiva referente al proceso de juicio oral en México. 

El mundo se encuentra en un proceso de globalización constante (un fenómeno del 

derecho comparado), es asì que, como expresa Marcos Kaplan: 

 

El Estado nacional de los principales países latinoamericanos ha tendido siempre, y de 
manera crecientemente significativa, a la expansión, la autonomización y la 
supremacía, como aparato e institución, como encarnación de las élites públicas, 
como factor central de la sociedad. Este leviatán criollo, sin embargo, culmina al 
mismo tiempo que entra en una crisis, sufre una declinación y un desmantelamiento 
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que para algunos preludiaría el reglamento a un papel secundario y para otros incluso, 
su fin.3 
 

México, no fue ajeno a este fenómeno que se presentó en Latinoamérica y en ese 

sentido, cambiaron las instituciones que sufrieron crisis; tal como ocurrió con el sistema de 

justicia nacional, el cual dio paso a la reforma procesal penal en comento. 

Es así, que el regreso a los principios del sistema jurídico en México niega el proceso 

integrado del mundo en el tenor de la globalización, pero, al mismo tiempo, reafirma los lazos 

que unen lo buscado o expuesto en este tema de tesis, tanto con las personas, como 

sociedad a lo largo o durante el tiempo. 

Las fuentes bibliográficas provienen de años de investigación, en especial de análisis 

en informes de prensa, artículos web, libros, estudios ya realizados, internacionales como 

nacionales, tanto de forma práctica, referencial o conceptual especializados sobre el tema a 

desarrollar e indagar. 

 Esta bibliografía fue contrastada y verificada con la realidad en perspectiva pasada 

como presente respecto del tema que se aborda, para así generar una representación más 

profunda sobre las observaciones con la intención de alcanzar un interés real sobre este 

estudio y con este énfasis ser referentes en lo que concierne a la comparación de sistemas 

en juicios orales entre México y Estados Unidos. 

Por lo que, un punto importante a destacar es que también se generó un análisis en 

concordancia o en referencia con las preguntas realizadas y con los logros que se requerían 

encontrar respecto del cumplimiento de los objetivos, tanto generales como específicos 

buscados en la planificación del proyecto. 

Esto es, como eje principal un análisis de las comparaciones significativas entre los 

sistemas jurídicos de México y Estados Unidos, como paso de cambio y transformación 

continua en un sistema jurídico, tanto a grados de perfeccionamiento, superación y/o 

procesos en toda índole de acción, a niveles personales como colectivos, según 

corresponda. 

 

                                                
3 Wikter, Jorge, “Globalización, Estado y Derecho”, Revista Jurídica, México, núm. 82, 2011, 

http://historico.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/82/art/art15.htm 
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Para llevar a cabo lo anterior, la presente investigación se estructura en cuatro 

capítulos. En el primero, se abordarán principales aspectos que permitan entender al lector 

sobre que consiste este trabajo de investigación. En el segundo, se abordarán las estructuras 

de procedimiento penal para su exitosa comparación junto con sujetos procesales relevantes 

para este trabajo. 

 Aunado a lo anterior, en el tercero se abordará la etapa de investigación del proceso 

penal mexicano, para entender como funciona la acusación y poder relizar una comparación 

con EE.UU., sumado a como operan las medidas cautelares. Por último, en el cuarto  se 

abordarán la etapa intermedia  y la etapa de juicio oral, en la primera de ellas para poder 

analizar el desechamiento de la prueba y las soluciones alternas de controversia, y en la 

segunda etapa anteriormente mencionada, veremos los sujetos procesales como el juez y 

jury, en específico poder conocer como resuelven en sus respectivos procedimientos 

penales, para  finalmente terminar con una conclusión que gracias a todos los antecedentes 

descritos nos permitirá saber cuales son las principales falencias de nuestro sistema de juicio 

oral en lo penal, sumado a los aciertos que nos han permitido estar en el escenario actual 

que se encuentra México. 
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Capítulo 1. Introducción al procedimiento de Estados Unidos y México en lo penal 
 

En primera instancia, se presenta una pequeña introducción; como Capítulo 1 el “Marco 

conceptual”, con el fin de guiar al lector en todos los parámetros del trabajo de investigación, 

con el propósito fundamental de enmarcar un patrón de referencia en relación con el tema 

analizado de ambos países, las características generales y la metodología de derecho 

comparado usada para esta investigación. 

Por consiguiente, se analizan los diversos objetivos o fines fundamentales expuestos 

de manera ordenada, tanto a niveles generales como específicos, para poder facilitar el 

entendimiento de los principales límites y conceptos que engloban la presente tesis. 

Lo anterior, ayudará al lector a poder guiarse de manera correcta en relación con 

todas las variables y puntos de vista analizadas como propósito de esta indagación, en 

correspondencia con los análisis comparativos de ambos países, con el fin de presentar 

mejoras entre uno y otro de acuerdo con los temas relevantes. 

Por consiguiente, a modo de introducción y a fin de analizar los temas primordiales de 

este proyecto, se presentan generalidades de los sistemas jurídicos, para poder comprender 

la relación y cómo se componen actualmente. 

En ese tenor, observaremos dentro de esta sección una retroalimentación de este 

proyecto, los alcances y limitaciones del trabajo, como también un análisis generalizado de 

los antecedentes del juicio oral, para poder comprender cómo llegamos a dicho sistema en 

México y su papel en la sociedad. 

A modo de anticipación al siguiente Capítulo, se presenta una pequeña indagación a 

manera de resumen respecto del Marco Teórico desde diversas premisas de exposición, en 

la que se mostrarán los antecedentes necesarios para entender cómo se componen 

actualmente los sistemas de juicio oral en lo penal de ambos países. 

También veremos los puntos de reflexión sobre este tema en perspectiva, de acuerdo 

con las bases teóricas que logra en cierta forma validar, en relación con las proposiciones, 

definiciones, conceptualizaciones tanto pasadas como actuales, en referencia al sistema 

acusatorio. 

Lo anterior, permitirá que se den variables de análisis para generar puntos 

referenciales históricos, que nos ayudarán a comparar los sistemas de juicios orales entre 

México y Estados Unidos. 
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Por último, se exponen diversos elementos de orden, tanto normativo a nivel histórico 

y legislativo, como de forma presente y pasada con el propósito de generar una base legal 

respecto de este tema investigativo, a través de la explicación de la metodología de derecho 

comparado, aplicable al caso en concreto.   

Lo anterior, desglosado de la siguiente manera: las familias jurídicas de donde 

provienen México y EE.UU., es decir, mención al derecho romano y Common law 

respectivamente, panorama general del derecho procesal de ambos paises, y por último un 

desglose de la metodología de derecho comparado utilizado en el presente trabajo de 

investigación. 

 

1.1. Common Law  
   

Debemos señalar que no se puede entender el Derecho de Estados Unidos sin hacer alusión 

al Derecho inglés, ya que este último fue la influencia principal del primero a través del 

common law, y que hasta la actualidad es la inspiración del derecho que rige ambos países. 

 El common law, lo podemos definir como “el sistema jurídico derivado del que se 

aplicó en la Inglaterra medieval y que hoy día es utilizado en gran parte de los territorios que 

tienen o tuvieron su influencia británica. Se caracteriza por cimentar su estructura jurídica 

más en la jurisprudencia que en las leyes”.4 

 Es menester mencionar que hubo una serie de sucesos para que Estados Unidos 

llegara al proceso penal que tiene actualmente, y la causa principal reside en Inglaterra, 

donde debemos explicar que el sistema de precedentes y las instituciones jurídicas son 

efecto del sistema acusatorio que tiene actualmente ese país. 

 Enrique II, en Inglaterra “introdujo las primeras reformas legislativas que constituyeron 

el origen de la organización judicial inglesa. La Curia Regis o Consejo Real del monarca 

inglés, en materia judicial”5, dicho consejo, se encargaba de los juicios de la corona, que 

como su nombre lo dice versa sobre los delitos cometidos en contra del rey. 

 

                                                
4 Zárate Torres, Fermín y García Martínez, Francisco, “Common Law: una reflexión comparativa entre el sistema inglés y 

el sistema estadounidense”, Revista Alegatos, México, núms. 68-69, enero 2008, p. 73. 
5 Rabasa, Oscar, El derecho angloamericano: estudio expositivo y comparado del common law, México, Fondo de 

Cultura Económica, 1994, p. 78. 
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 Las cortes reales se limitaron a tres categorías: 

 

 1. Los asuntos de interés de finanzas reales que era la llamada Corte del Tesoro o 

 Corte Exchequer. 

 

 2. Los asuntos relativos a la propiedad de tierra que eran los tribunales y Cortes 

 de Causas Comunes o “Common Pleas”. 

 

 3. Para los asuntos criminales graves que interesaban a la paz del reino conocidas 

 como “King Bench” o tribunales de la banca del rey.6 

 

 Comenzaron a presentarse controversias entre terratenientes y tribunales feudales, 

organización que existía antes de este nuevo orden jurídico procesal que estaba naciendo, 

por lo que se dejaron de lado estos tribunales locales, para dar paso a los mencionados 

anteriormente, compuestos más adelante por profesionales jurídicos. 

 Asimismo, es importante mencionar que el jurado tiene su origen en el juicio 

inquisitorio que se desarrolló en dicha época en Inglaterra, donde en caso de juicio, las 

personas de un determinado sitio resolvían sus diferencias actuando, por una parte como 

testigos y también como jueces, para determinar si eran culpables o no.  

 En ello, vemos las primeras luces del jurado que existe hoy, claramente después se 

realizó una separación de los que conocían los hechos (testigos) y los que resolvían la 

culpabilidad o exoneraban a una persona sobre un delito (Gran Jurado y Pequeño Jurado). 

Pero, esta forma de resolución de conflictos, heredada de Inglaterra, subsiste hasta nuestros 

días en Estados Unidos. 

 En esa misma época, se introduce el indictment, que consiste en “una acusación 

formal por escrito presentada ante un Gran Jurado y bajo juramento ante un tribunal 

competente de jurisdicción”7. Es una gran institución jurídica que subsiste hasta hoy a cargo 

del fiscal, y resuelto por el Gran Jurado que determina si la acusación consta de elementos 

                                                
6 Torres Zárate, Fermín, op. cit., p. 75. 
7 Encyclopedia Britannica, 

https://theodora.com/encyclopedia/i/indictment.html  
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suficientes para realizar un juicio, al contener elementos suficientes para determinar la 

responsabilidad de un individuo. 

   

 En ese sentido, la aparación del Indictment generó lo siguiente: 

 

Por medio de sus grandes reformas legislativas, Enrique II organizó y unificó el 
anárquico derecho inglés, mediante la creación de una corte permanente de jueces 
profesionales; la misión desempeñada por los jueces ambulantes en todo el país 
administraban justicia, la institución de las primeras acciones reales como garantía 
para la totalidad de los propietarios feudales, la ampliación de la competencia de los 
jueces reales para substituir a los tribunales feudales o comunes, y la introducción de 
formas racionales de juicio, tanto civil como penal. En contraposición con los 
procedimientos bárbaros de las épocas anteriores.8 

 

 Lo anterior, resulta en el primer procedimiento procesal penal, como lo conocemos hoy 

en día en Estados Unidos, que fue una necesidad para las clases que se encontraban en 

desigualdad ante los grandes terratenientes y también necesidad de la Corona de ejercer su 

poder de forma que atrajo para sí el poder de administrar justicia. 

 Asimismo, debemos hacer alusión a la institución jurídica denominada king´s writ, que 

“a través de un documento pide a la autoridad real que conceda el derecho de accionar ante 

ella, lo que hace a través de un writ”.9 

  Por tanto, el rey gobernaba mediante estos decretos, los cuales más adelante dejaron 

de ser mandamientos para transformarse en acciones y recursos, además de mandatos de 

los jueces, lo que se traduce en una parte de lo que hoy conocemos como el derecho 

procesal de Inglaterra y más tarde de Estados Unidos. 

 En efecto, se va adquiriendo una confianza superior en el proceso instaurado por la 

Corona por sobre los tribunales feudales, pero como estos subsistían quedaron como 

tribunales de primera instancia, y algunas personas al no estar conformes con determinada 

resolución, acudían por iniciativa propia en busca de una segunda instancia, que era en el 

tribunal de la Corona porque lo consideraba más confiable. 

 

                                                
8 Rabasa, Oscar, op. cit., p. 80. 
9 Rubano Lapasta, Iris Mariela, “El Sistema del Common Law en el Derecho Inglés y el Derecho de los Estados Unidos 

de América”, Revista de la Facultad de Derecho, Uruguay,  núm. 18, 2000, p. 70. 
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 Hubo diversas reformas por parte de la Corona; lo que se buscaba era una atenuación 

del Common Law de la época anterior, por la rigidez en sus principios y costumbres y debido 

a que la sociedad iba evolucionando y no tenía las mismas creencias, ni confiaba en las 

mismas sanciones.  

 En ese sentido, nace el tribunal que aplica el derecho de equidad, con una dualidad 

entre el Common Law y Equity. La construcción del derecho anglosajón que evolucionó hasta 

hoy le da el valor histórico a este sistema jurídico, ya que es el más puro en el desarrollo del 

sistema jurídico inglés, en contraste con nuestra tradición jurídica-histórica que tiene como 

eje principal el derecho romano que presentó varias transformaciones, como veremos más 

adelante en el desarrollo de los sistemas continentales. 

 Ya vimos lo que era el Common law, también debemos saber qué es la Equity, la cual 

“nació como una rama complementaria del Common Law, para remediar situaciones que 

este último, debido a su carácter más rígido y forma, fue incapaz de resolver”.10 

 Por tanto, la competencia de la Equity era todo aquello que el Common Law no 

contemplaba, y este nuevo derecho se administraba en los Tribunales de la Cancillería 

(Court of Chancery) a diferencia del primero que se aplicaba en los Tribunales Reales, que 

como ya mencionamos son los que impartían justicia en nombre de la Corona. 

 En cambio, los Tribunales de la Cancillería “surgieron de la facultad inherente de 

Inglaterra para impartir justicia directamente en todos aquellos casos en que los primeros 

tribunales de derecho estricto, o Common Law no podían conceder a las partes recursos 

procedentes o eficaces”11, por lo que, podemos inferir que eran tribunales que ejercían una 

jurisdicción especial, en este caso aplicaban Equity.   

 En ambos, vemos el sistema de precedentes, ya que dichos tribunales especiales 

fueron generando resoluciones, que constituyen la jurisprudencia de Equity, mismo efecto 

que pasó con el Common Law que se convirtió en una disciplina compleja por la cantidad de 

resoluciones y técnicas, por lo que también tuvo que ser abordada por profesionales del 

derecho. 

 

                                                
10  Morineau Iduarte, Marta, Una Introducción al common law, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 

1998, p. 17. 
11 Rabasa, Oscar, op. cit., p. 95. 
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 El sistema de precedentes fue adoptado por Estados Unidos, a través del Common 

Law, en el cual se deben acatar los principios de decisiones que hayan sido tomadas con 

anterioridad, y si son de tribunales superiores, tiene una mayor preponderancia comparado 

con uno de menor jerarquía. 

 Por otro lado, la administración de justicia que realizaban los tribunales de la Corona, 

por medio de los jueces y estos a través de los writs, iban generando nuevas resoluciones a 

nuevos juicios que se iban presentando. 

 Estos son la base fundamental del derecho procesal penal que se conoce hoy, y 

cuando hacemos alusión a su carácter consuetudinario de las fuentes del derecho procesal 

penal, hacemos referencia a estas acciones, recursos y mandatos que pasaron de esta 

época en adelante y se materializaron en el derecho sustantivo. 

 El sistema de precedentes es lo que caracteriza al Common Law, por ser una forma 

de darle validez al derecho gracias al valor del tiempo, es el espíritu de los legisladores 

anteriores, como una herramienta para saber en qué sentido resolver los juicios que se 

susciten, y al mismo tiempo son directrices para el futuro que recogen el espíritu de la 

sociedad de la costumbre misma. 

 El Common Law y Equity más adelante se fusionaron gracias a la creación de la 

Suprema Corte de la Judicatura que vino a unificar el poder judicial del derecho Inglés, 

siempre teniendo en cuenta la supremacía del primero por sobre el segundo, y “se obliga al 

Tribunal de la Cancillería a dictaminar conforme a sus precedentes y se lo somete al control 

de la Cámara de los Lores. Además, el canciller deja de ser el confesor del rey y deja 

también, por tanto, estar calificado para estatuir en nombre de la ley moral, actuando como 

jurista”.12 

 Finalmente, la Equity había nacido como resultado de la insuficiencia del Common 

Law en aquellos casos que no conocía este último, pero inevitablemente se dio una 

complementación de ambas en una misma institución que se condujo a través de los 

precedentes. 

 Con este panorama, llegamos a Estados Unidos heredero por excelencia de la 

tradición inglesa, a través de la colonización, que por medio de los colonos buscaban 

“establecerse en el nuevo territorio, llevaron con ellos el derecho de Inglaterra que existía en 

la época de su asentamiento, esto debido al «Caso Calvino» que establecía el Common Law 

                                                
12 Morineau Iduarte, Marta, op. cit., p. 71. 
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de Inglaterra; los súbditos ingleses lo llevan consigo cuando se establecen en territorios no 

sometidos a naciones civilizadas”13, haciendo referencia a Estados Unidos.  

 Pero, la colonización mencionada tuvo detractores, además de que debió subsistir con 

otras familias jurídicas como lo son la neorromanista y la biblia, ya que resultó ser mucho 

más adecuado para ellos en algunos Estados en desmedro del Common Law, “Michigan y 

Wisconsin por la primera familia jurídica y Florida y Lousiana por la segunda y como veremos 

más adelante, existe una tendencia a la codificación que no se había visto en el Common 

Law”.14 

  

 Con el paso del tiempo, existió un mayor número de colonias y con esto:  

 

Francia reconoció la independencia de los Estados Unidos con los que firmó un 
tratado de comercio, amistad y alianza en 1778. Poco tiempo después, España y 
Holanda se adhirieron a este. Lo anterior tuvo como efecto que más países se 
adhirieran al reconocimiento e Inglaterra reconoce la independencia de Estados 
Unidos en 1783 con el documento “Paz de Versalles.15 

 

 En 1787, Estados Unidos adopta su Constitución federal, la cual será complementada 

en 1789 por los “Bill of Rights” para poder proteger y preservar los derechos fundamentales, 

esto se da debido a que pudo emanciparse de la autoridad que ejercían los ingleses. Para 

asegurar no pasar por lo mismo, los países que se independizaban emitían una ley suprema 

para su reconocimiento internacional y ordenamiento interno, para que no existiese un nuevo 

monopolio de la fuerza que ejercería los mismos abusos anteriores. 

 En ello, “los Estados Unidos decidieron alejarse del Common Law que habían 

heredado de Inglaterra, por considerar que ese derecho podía parecer un rezago abominable 

del estatuto colonia; querían un derecho nacional con tendencia a la codificación;” que 

significa plasmar en códigos las leyes que ordenaban la sociedad, dejando de lado las 

costumbres y tomando en cuenta solo a la sociedad y los legisladores. 

 Porque, como bien mencionamos pasando por un momento delicado, la codificación 

generaba seguridad jurídica, al tener las leyes plasmadas en un cuerpo único, para superar 

                                                
13  Sirvent, Consuelo, Sistemas jurídicos contemporáneos, 13a. ed., México, Porrúa, 2011, p. 100. citado de David, René, 

“Los Grandes Sistemas Jurídicos Contemporáneos”, trad. Pedro Bravo Gala, Aguilar, Madrid, 1973. 
14  Idem. 
15  Idem. 
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el tema de los precedentes y eliminar zonas grises, para lograr que esté claro el método de 

cómo proceder. 

 Pero ello no fue suficiente, y “finalmente los Estados Unidos terminaron por alinearse 

en el sistema del Common Law; la fuerza jurídica del precedente logró imponerse con 

algunas adaptaciones a la realidad del país; magistrados y jueces estaban muy 

acostumbrados a ese sistema como para sustraerse de él”.16 

 En ese orden, Estados Unidos, finalmente pertenece a la familia del Common Law, 

pero con distinto régimen de gobierno, ya que Inglaterra tuvo un sistema parlamentarista 

(hasta hoy), y Estados Unidos nace con un régimen presidencial organizado a través del 

federalismo. 

 

 El sistema parlamentarista hace alusión, a lo siguiente: 

 

Designa una forma de gobierno representativa en la que el Parlamento participa en 
forma exclusiva en la dirección de los asuntos del Estado. En ese sentido, en este 
sistema la formación del gobierno y su permanencia dependen del consentimiento de 
la mayoría parlamentaria y que no comparta con ningún otro órgano del Estado la 
dirección de los asuntos públicos.17 

 

 Estados Unidos tiene un régimen federalista, en este sentido : 

 

Es una unión basada en en el libre convenio y motivada por el servicio del fin común 
de la autoconservación, mediante la cual se cambia el sttus político de cada uno de 
sus miembros en atención al fin común. En tal sentido , un Estado Federal puede ser 
como un conjunto de estados autónomos, independientes y soberanos que por una 
determinada desición se unen creando a un ente con personalidad jurídica, al cual 
ceden parte de su soberanía para el ejercicio de ciertas competencias.18  

 

 Es así que, en el sistema federal, aun cuando existen estados que tienen sus propios 

ordenamientos internos, tiene en común un gobierno al cual todos se ordenan, y este es 

superior a sus partes. Además, el gobierno citado tiene facultad exclusiva sobre algunas 

                                                
16  Ibidem, p. 104. 
17 Espinoza Toledo, Ricardo, Sistemas parlamentario, presidencial y semipresidencial, México, Instituto Federal Electoral, 

2016, p. 23. 
18  Abolins Rojas, Daira, “ El Federalismo como forma de Estado, derecho comparado”, Revista Jurídica de la Sindicatura 

Municipal de Chacao, Venezuela, núm. 1, 2006, p. 429. 
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materias que se consideran de orden federal, lo que hace que los estados están obligados a 

aplicar el Common Law, aun cuando puedan existir diferencias, estas no pueden contravenir 

la ley suprema, ya que existe jurisprudencia federal por sobre la estatal, cosa que no vemos 

en el sistema jurídico inglés. 

 Esto es importante, para que entendamos que, en el caso de EE.UU., aún cuando por 

su ordenamiento existen tantos Estados como ordenamiento procesales penales posibles, 

todos tienen un proceso penal federal en común que los une, mismo que funciona como 

directriz de cada proceso que exista en cada Estado en particular.  

 En ese sentido, “la clave para entender el sistema federal de Estados Unidos es la 

división de poderes (checks and balances), o sea, la asignación de atribuciones, funciones, 

responsabilidades y prerrogativas a cada nivel de la administración pública, de forma tal que 

se logre equilibrio dinámico en el ejercicio del gobierno”.19 

 Lo anterior, es la clave para entender el sistema federal que tiene en la actualidad 

Estados Unidos, porque dicha separación de poderes permitió que existiera una unidad para 

proyectar una nación y que por otra parte los estados independientes no estuviesen en orden 

con este régimen superior. 

 Es por ello que Estados Unidos, aun cuando tiene un régimen distinto a Inglaterra, 

proviene de la misma familia jurídica, y es heredero de forma directa. Lo que solo trajo 

consigo una adecuación a la cultura, pero con el mismo principio de precedentes, que en 

resumen es el argumento principal del Common Law. 

 

1.2. Derecho Romano 
 
El Derecho Romano, “en México, del mismo modo que en el resto de América Latina, está 

unido a la aparición de nuestra Universidad Nacional, ya que ella se fundó en las cátedras de 

Cánones y de Instituta.”20 

 El Derecho Romano lo podemos definir como el “conjunto de los principios de derecho 

que han regido a la sociedad romana en las diversas épocas de su existencia, desde su 

origen hasta la muerte del emperador Justiniano.”21 

                                                
19 Flores Caballero, Romeo, “El Sistema Federal en Estados Unidos: Niveles de Gobierno”, Gaceta Méxicana, México,  

núms. 54 – 55, 1996, p. 21. 
20 Ledesma Uribe, José, et al., Derecho Romano 1, México, Porrúa, 2015. p. 8. 
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 Por consiguiente, debemos decir que es importante porque México tuvo directa 

influencia del Derecho Romano, ya que además de ser enseñados en nuestra máxima casa 

de estudios a través de textos de dicha procedencia, nuestro derecho nacional se basaba en 

esta corriente jurídica para la instauración de su sistema a través de instituciones y 

procedimientos. 

 Esto porque, “la formación humana del jurista mexicano de hoy, es fundamentalmente 

conocer de qué manera se forjaron los valores jurídicos y metajurídicos a lo largo de la 

prolongada experiencia romana y cómo fueron nutriendo y configurando las instituciones 

jurídicas.”22 

 México proviene de dicha cultura romana, en cuanto a la forma de entender el derecho 

que nos rige en la actualidad; aun cuando tenemos otras influencias jurídicas somos 

herederos por excelencia de esa cultura, razón por la que debemos comprender el aporte a 

nuestro país por la forma en que concebimos el derecho actualmente. 

 

 Es así, que llegó un momento en Roma, como lo explica Teodoro Mommsen : 

 

Se instituyeron los tribunales civiles, tanto en los municipios de Italia como en las 
provincias; se hizo extensivo a una y otras el procedimiento que en Roma se aplicaba 
a los delitos privados. Sin embargo, no sólo continuó reducido a la ciudad de Roma el 
empleo del procedimiento penal público de los Comicios con el magistrado, mientras 
este existió, sino que aun el procedimiento por quaestiones, con su sistema de 
jurados, se introdujo para conocer y fallar los delitos públicos; y se aplicó de una 
manera incompleta a las provincias.23 

 

 En Roma el derecho penal era para ciudadanos romanos, pero por el sistema de 

régimen que tiene y de acuerdo al derecho civil, se tuvo que aplicar de manera parcial hacia 

las provincias, así se produjo una masificación del derecho romano, no sólo civil. 

 Como ya mencionamos, para entender el derecho mexicano actual, sus instituciones, 

principios y valores jurídicos, tenemos que prestar atención al Derecho Romano, porque 

                                                                                                                                                                 
21 Bravo González, Agustín y Bravo Valdés, Beatriz, Derecho Romano primer curso, 26a. ed., México, Porrúa, 2009, p. 

30. 
22 Ledesma Uribe, José, op. cit., p. 8. 
23 Mommsen, Teodoro, Derecho Penal Romano, trad. de Dorado Montero, Pedro, Madrid,  La Españana Moderna, primera 

parte, 1905, p. 60. 
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somos el resultado de ello, con nuestros tintes y problemas propios que tiene nuestra 

sociedad. 

 “Frecuentemente en el derecho contemporáneo se alude en la terminología jurídica a 

dichos documentos, a su contenido y supervivencia en el mundo actual. Tal es el caso de las 

Instituciones, del jurista gayo, del siglo II y de la codificación de Justiniano, que se denomina 

Cuerpo del Derecho Civil Romano”.24 

 Dichos documentos, en específico son parte de la formación a través del tiempo del 

derecho civil, que de la mano del jurista Justiniano logró conformar como lo conocemos hoy, 

a través de un proceso denominado “codificación” que es plasmar las leyes en un cuerpo 

escrito. 

 El efecto del proceso de codificación fue gracias a que en el Derecho Romano se le 

dio prioridad a la ley escrita por sobre la costumbre, “fue una forma nueva y moderna de 

organizar el derecho en cuerpos jurídicos llamados códigos, diferente a las existentes; esto 

es a las compilaciones y las recopilaciones.”25 

 Es por ello, que ese es el apogeo y clave para entender el Derecho Romano, y cómo 

influye en México la ley escrita, al ser la principal forma de expresar nuestro derecho, a 

través de un sistema jurídico que busca plasmar de forma general las leyes que nos rigen y 

teniendo expertos en derecho que intentan aplicar al caso particular las leyes establecidas. 

 Somos herederos de este derecho, por ejemplo “aunque una persona no esté 

relacionada con el estudio de las ciencias jurídicas, vale la pena que conozca las 

instituciones de derecho civil romano (matrimonio, divorcio, patria potestad, personas libres y 

esclavos, tutela, sucesiones, etc.), ya que es precisamente ahí donde tiene sus antecedentes 

nuestro derecho”.26 

 Los conceptos anteriormente mencionados, se hacen familiares porque aún los 

usamos en la actualidad, para entender las nociones básicas del derecho, lo que se 

considera importante porque son los cimientos para percibir y poder resolver casos más 

complejos que se dan en la sociedad actual. 

 En ese sentido, las instituciones de derecho civil romano, tambien resultan 

importantes, ya que nos ayudan a entender parte del léxico jurídico actual que usan los 

                                                
24 Ledesma, José, op. cit., p. 11. 
25 Bernal Gómez, Beatriz, Historia del Derecho,  México, Nostra Ediciones, 2010, p. 163. 
26 González Roman, Hector, Derecho Romano,  México, Oxford University Press, 2016, México, p. 7. 
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profesionales del derecho, y conocer cómo fue que se formaron a través del tiempo los 

valores jurídicos y conceptos abstractos del derecho, un proceso que se da desde Roma 

hasta la contemporaneidad. 

 En el derecho romano también existió la analogía, las comparaciones para poder 

mejorar el derecho interno, como uno de los objetivos de la metodología de Derecho 

Comparado. Es así, que a través de semejanzas con otros derechos buscaron poder mejorar 

el propio, uno de los principios de la metodología, como veremos más adelante. 

 Esto nos resultará cercano, pero son los primeros indicios de la metodología de 

derecho comparado (desarrollado en el punto 1.5 del presente capítulo), donde vemos que 

los romanos para llegar a su perfección buscaron realizar comparaciones, no como una tarea 

netamente de ver semejanzas y diferencias de su derecho interno, sino, para ver en ella 

formas de mejorar el sistema jurídico que tenían hasta ese momento. 

 El ejemplo por excelencia de lo anterior, son las XII tablas y el Código de Justiniano, el 

primero de ellos al plasmar en ley escrita las costumbres que se tenían en la época y 

convertirse en un derecho común al ser aplicables a todos; para su proceso usó la analogía 

al ver instituciones del pasado y las recogió en un cuerpo normativo único. 

 Por su parte, el Código de Justiniano fue la compilación más importante que hubo en 

el Derecho Romano, conocido también como el Corpus luris Civilis, la que se componía de 5 

partes fundamentales, código viejo, código nuevo, digesto, institutas y las novelas. 

 Lo importante del Corpus Iuris Civilis, el cual, aunque no fue la obra perfecta, y tuvo 

más carácter de compilación que de codificación como tal, es que “Justiniano se propuso 

hacer una obra legislativa, aplicable al pueblo que estaba gobernando y no pensó en 

nosotros, no pensó que esa obra legislaría al mundo moderno”.27 

 El Corpus Iuris Civilis, es la obra más destacada de la época romana, que llegó a 

nuestros días, porque permitió avanzar en la técnica jurídica que fue el punto de partida para 

reformas jurídicas de toda Europa y el mundo contemporáneo, teniendo como base los 

conceptos que tenía dicho código. 

 Pero para llegar a nuestros días, el derecho común “se despliega desde que, a la 

caída del imperio romano occidental, las nuevas naciones de Europa siguieron su desarrollo, 

primero con las fuentes jurídicas de occidente y el derecho canónico de la Iglesia. Después 

                                                
27  Bravo González, Agustín, op. cit., p. 88. 
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con el derecho contenido en la codificación de Justiniano que, a pesar de la violencia 

suscitada en esos siglos, no desapareció completamente.”28 

 Por lo que, el derecho que conocemos si tiene tintes del Código de Justiniano es 

porque aun cuando tuvo repercusiones después de la caída de Roma, en Europa, América 

Latina y occidente en general, se usaron los textos para crear los cimientos, principalmente 

del derecho civil y procesal y México no fue ajeno a este fenómeno. 

 Es así, que el derecho común “como concepto formado en la historia es una verdadera 

plataforma de identidad para los sistemas jurídicos de ley escrita que por lo mismo, son 

herederos de la tradición romano-canónica. Se comprenden normas de derecho sustantivo y 

adjetivo, es decir principalmente civil y procesal”.29 

 Debido a lo anterior, podemos concluir que México es el heredero de este derecho que 

proviene de Roma en un principio, y sufre transformaciones en la Edad Media hasta nuestros 

días, que como ya comentamos lo importante de esta forma de un ordenamiento jurídico es 

que el mismo se expresa a través de la ley escrita. 

 En la actualidad, podemos señalar como veremos en el derecho comparado “se está 

desarrollando la idea de un “Derecho Uniforme” que busca la mayor armonización posible 

entre los derechos nacionales, con la finalidad de que casos semejantes de diferentes 

estados reciban soluciones igualmente semejantes. En esta labor, ciertamente el Derecho 

Romano tiene que cumplir una función de articulación muy importante”.30 

 Esto, porque el Derecho Romano tiene los cimientos del derecho comparado, además 

de tener la conexión cultural entre Europa y América Latina, lo que trae consigo fuentes 

similares y aunque existen desarrollos distintos, marcados por la historia de cada país, con 

dichos principios como conexión, existen las circunstancias para poder unificar el derecho. 

 Por otra parte, también es importante entender que la sociedad tiene constantes 

cambios y nuevos problemas que la aquejan, y para ello el derecho debe ir mutando a dichas 

necesidades, y esto no sería posible sin volcarse al Derecho Romano. 

 

 Lo anterior, se puede entender de la siguiente manera: 

 

                                                
28  Ledesma Uribe, José, op. cit., p. 27. 
29  Ibidem, p. 28. 
30  Idem. 
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La vuelta al Derecho Romano nos muestra que el secreto de la armonía jurídica no 
está en el exceso de la legislación, sino en la dinámica y primacía de la acción, es 
decir, en permitirnos que los particulares, colaborando con los tribunales en la solución 
de sus controversias, alcancen soluciones idóneas con fundamento en los 
lineamientos generales que el derecho legislado consagra.31 

 

 La importancia del Derecho Romano radica entonces en ser nuestro eje valórico para 

la creación de nuevas normas, es decir, una norma del derecho mexicano tiene directa 

influencia de la familia neorrománica en sus principios para crearla de manera escrita. 

 Pero, como mencionamos con anterioridad, una de las cosas importantes que nos 

dejó el Derecho Romano fue la ideología de la codificación, la cual se “manifiesta a través de 

un cuepo de leyes referentes a una rama especial y que representa un todo armónico y 

sistemático”.32 

 La sistematicidad y totalidad son dos elementos que se mantienen hasta la actualidad, 

ya que el primero nos muestra que es un derecho cerrado que se construye a sí mismo, sin 

tener que consultar externalidades para resolver sus incongruencias, lo que trae como efecto 

el segundo, que hace alusión a ser autosuficiente en sí mismo. 

 Esa sistematización, se da principalmente por la escuela Pandectística que buscaba la 

unificación del derecho en la codificación jurídica, a través de que el Derecho Romano se 

encontrara en los fenómenos de codificación que se comenzaron a dar con el código civil 

francés. 

 Es así, que “la penetración de la pandectística se dio sobre todo en las universidades. 

Pues no hay que olvidar que Savigny y sus seguidores eran investigadores, profesores, pero 

no juristas prácticos. Fue en Alemania donde adquirió carta de naturaleza en el mundo 

moderno la “Ciencia del Derecho” o “Derecho científico”.”33 

 Aun cuando, en México existieron pocas evidencias de dicha influencia, es innegable 

que sí hubo cierta herencia en cuanto a definiciones, clasificaciones y principios jurídicos que 

se plantearon por la pandectística, y en efecto el Derecho Romano en sí. 

  

                                                
31  Bernal, Beatriz, y de Jesús Ledesma, José,  Historia del Derecho Romano y de los derechos neorromanistas: (desde los 

orígenes a la alta Edad Media), 15a. ed., México,  Porrúa, 2015, p. 27. 
32 De la Puente y Lavalle, Manuel, “La Codificación”, Themis- Revista de Derecho, Perú, núm. 30, 1994, p. 30. 
33 Von Savigny, Friedrich Karl, Sistema del Derecho Romano Actual , Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2004, tomo 

I, p. 24. 
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Por lo tanto, Savigny consideraba el derecho de la siguiente manera: 

 

Se concibe el derecho como una exigencia natural, producto vivo de la cultura de cada 
nación que germina intuitivamente en la “conciencia común del pueblo” y cristaliza en 
lo que llama el “espíritu popular”. Estas ideas le llevan a otorgar preferencia por el 
derecho consuetudinario sobre el derecho legal. Por ello admira la jurisprudencia 
romana, prácticamente independiente de las leyes.34 

 

 Es decir, Savigny recoge el Derecho Romano, y da el carácter de científico a dicho 

derecho, además de recoger el espíritu del derecho, pero rescatando sus principios y 

esencia, lo que es la base de la actualidad para entender el derecho mexicano. 

 Con estos antecedentes a grandes rasgos, podemos señalar que venimos de la familia 

neorrománica, y se traduce en “cuál es el sujeto en cuyo seno tiene su realidad el derecho 

positivo, encontraremos que este sujeto es el pueblo. En la conciencia común de este, vive el 

derecho positivo, por lo cual puede ser llamado derecho del pueblo”.35 

 Esas individualidades de voluntades que crearon, de manera jurídica el Derecho 

Romano, es lo que conocemos como lo que se recogió en el derecho positivo, y con lo que 

nos sentimos identificados para crear el propio; es lo que los romanos conocían como “ius 

gentium”36, claro está con sus tintes porque también México buscó recoger la voluntad del 

propio pueblo. 

 Entonces, la importancia del Estudio del Derecho Romano, como ya se comentó es 

como llegamos a nuestros días, su utilidad se transmite a través de “que en las escuelas de 

derecho en que se ha eliminado la asignatura, sus profesionales carecen de criterio jurídico, 

que es uno de los grandes aportes que nos da la materia”.37  

En conclusión, México es un heredero por excelencia del Derecho Romano, tanto en 

nuestras técnicas de legislación como en nuestros principios rectores en gran parte de 

nuestro derecho nacional, lo que trae consigo una gran responsabilidad de no pasar por alto 

el Derecho Romano, porque entender dicha legislación es entendernos a nosotros mismos. 

 

                                                
34  Ibidem, p. XVIII. 
35  Ibidem, p. 29. 
36  El ius gentium era lo que los romanos, consideraban común a todas las naciones y era parte del derecho de cada nación, 

los elementos generales del derecho. 
37 Beltran Quebrera, Joaquin, Prontuario Elemental del Derecho Romano y sus fuentes, México, Porrúa, 2012, p. 7. 
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1.3. México, primer acercamiento a su derecho procesal penal 
 
En el año 2008, se realiza en México la reforma procesal penal, que trajo consigo un cambio 

significativo, al instaurar un proceso totalmente diferente al que tenía con anterioridad lo 

anterior, basados en compromisos internacionales y en la necesidad interna de un sistema 

que se adecuara y funcionara a la realidad de la sociedad mexicana. 

 Esta reforma busca, que el “sistema acusatorio sea una realidad insoslayable que sin 

duda beneficiará a nuestra justicia penal y, a partir de su evaluación y mejora, lo hará 

eficiente, eficaz, transparente y respetuosa de los derechos humanos”.38 

 Los Derechos Humanos son nuestro eje principal, y México los adoptó a través de 

diferentes compromisos con Organismos Internacionales, donde se ha comprometido a su 

protección, entre los que se encuentra el derecho al debido proceso. Los Organismos 

Internacionales a “nivel universal son la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y a 

nivel regional, para México, la Organización de Estados Americanos (OEA)”.39 

 La OEA, señala como misión la protección de la “democracia, derechos humanos, 

seguridad y desarrollo que se sustentan entre sí y se entrelazan transversalmente mediante 

una estructura que comprende el diálogo político, la inclusión, la cooperación e instrumentos 

jurídicos y de seguimiento que proporciona a este organismo las herramientas necesarias 

para llevar a cabo y maximizar su labor en el hemisferio”40, del cual Estados Unidos también 

forma parte. 

 Debido a lo anterior, México ha firmado diferentes tratados para asegurar el debido 

proceso, entre ellos está la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 

tratado que buscó después de la Segunda Guerra Mundial, que no se volviesen a cometer 

los mismos crímenes que se vivieron en esta guerra, y fue signada por este país el 7 de 

noviembre de 1945. 

                                                
38 Nader Kuri, Jorge, “Mitos y Realidades de los Juicios Orales en México”,  Revista del  Mundo del abogado, México, 

núm. 212, diciembre 2016, p. 53. 
39 Bardales Lazcano, Erika. et al., El sistema penal acusatorio y el juicio de amparo: casos prácticos, México, Ubijus   

Editorial, Instituto Nacional de Ciencias Penales, 2014, p. 37. 
40 La Organización de Estados Unidos Americanos. 

http://www.oas.org/es/acerca/que_hacemos.asp 
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 Cabe señalar que, “respecto a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 

Estado mexicano se obligó en el tema de la justicia, establecido en los artículos 10 y 11, y en 

el de impugnaciones, el artículo 8”.41 

 El artículo 8 citado en el párrafo anterior, protege la igualdad ante la ley, por su parte 

el artículo 9 de la misma Declaración, protege al principio de publicidad, imparcialidad entre 

otros y finalmente, el artículo 11 hace alusión al principio de inocencia y no retroactividad de 

la ley a grandes rasgos (derechos que se encontraban de manera aislada en nuestra 

Constitución). 

 Aunado a lo anterior, también México es parte del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos “a partir del 23 de marzo de 1981, se obliga a su cumplimiento y a los 

informes periódicos ante el Comité, sin excepción”42; dicho “pacto hace referencia a derechos 

como: economía procesal, prisión preventiva como excepción, control de legalidad, 

publicidad y sus excepciones, imparcialidad, presunción de inocencia, defensa adecuada, 

contradicción y no autoincriminación, así como el derecho que tiene el gobernado a recurrir 

ante el tribunal”.43 

 Lo anterior, cambió el paradigma nacional de cómo se entendía el proceso penal, no 

obstante, el “Estado sigue teniendo un papel de autoridad en todas las etapas procesales, su 

rol se ha matizado: el Ministerio Público sigue teniendo la función de investigar, pero ya no 

tiene la última decisión sobre el destino de la investigación, en virtud de que eso le 

corresponderá al juez de control”.44 

 De esta manera, ofrece garantías al poner al Ministerio Público al mismo nivel que el 

acusado, otorgando ejes rectores que permiten tener mayor confiabilidad en la transparencia 

del sistema. 

 Por último, es menester mencionar la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos de 1969, que se considera el eje rector de los países miembros, donde destacan 

los artículos 7 y 8, el primero de ellos hace alusión a la libertad personal y el segundo a las 

garantías judiciales.  

 
                                                
41  Bardales Lazcano, Erika, op. cit., p. 39. 
42  Ibidem, p. 42. 
43  Ibidem, p. 44. 
44 Gómez González, Aracely, Reforma penal 2008 – 2016, el sistema penal acusatorio en México, México, Instituto de 

Nacional de las Ciencias Penales, 2017, p. 35. 
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 Ahora, debemos entender que esta reforma de justicia penal es una “correspondencia 

entre el régimen político o forma de gobierno y el sistema de impartición de justicia. México 

no es la excepción en esta práctica, pues muchos países, que han transitado en los últimos 

años hacia la democracia, sobre todo en Latinoamérica, también han modificado su sistema 

de justicia penal”.45 

 Esto es una forma del Estado para reforzar su democracia; en ese sentido, México 

contrajo el compromiso internacional de respetar estos derechos humanos consagrados en 

estos tratados. 

 Por lo que, consideramos que para que se pudiese respetar el principio de inocencia y 

el debido proceso era menester tener un proceso que fuese oral y público, cosa que México 

ya venía proponiendo en una reforma procesal penal a través de diversos informes que 

entregaba (obligación para saber si un país cumplía con tener como principio de eje rector 

los derechos humanos). Informes que se entregaron en un periodo de 30 años 

aproximadamente. 

 Producto de lo anterior, se puede desprender que México tenía la intención de 

instaurar un sistema acusatorio oral en lo penal, desde hace un tiempo considerable, 

pensando en el debido proceso y la presunción de la inocencia. 

 Otra de las razones importantes, es que un sistema de oralidad y publicidad es más 

transparente que uno escrito. Porque en el primero se tiene certeza de lo que está pasando 

al ser público y este se presenta de manera oral, por lo que los oyentes advierten de primera 

fuente lo que está pasando, comparado con el segundo que en privado se analizan los 

hechos y se da una resolución solo con la lectura del juez al ser todo de manera escrita. 

 Con la instauración del proceso penal acusatorio y modificación constitucional 

correspondiente, se establecieron principios porque “son la herramienta fundamental para la 

valoración subjetiva de un juez, ya que la ley no puede considerar todo casuísticamente: 

aquellos que revelan el sentido de las normas y ahí se encuentra su verdadera 

importancia”.46 

 Es decir, el juez al momento de valorar las pruebas de la fiscalía y la defensa debe 

atender a los hechos en el sentido de la norma que tiene intención de apuntar a los 

principios, para poder resolver, en específico lo que señala el artículo 20 constitucional: 

                                                
45 Rabasa Gamboa, Emilio, La reforma penal de los juicios orales,  México, Nostra Ediciones, 2012, pp. 14-15. 
46 Bardales Lazcano, Erika, op. cit., p. 64. 
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Artículo 20: El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación”.47 

 

 Estos principios, como hemos visto son universales (suscrito tanto en Estados Unidos 

como en México, señalado anteriormente, en tratados internacionales), y es importante que 

el procedimiento acusatorio se rija por ellos, y se pueda cumplir con su respeto a cabalidad, 

lo que explicaremos más adelante. 

 Así, México da punto de partida a una era, donde busca que la sociedad confíe en su 

proceso penal para cuidar la paz de la sociedad y de las personas en su esfera particular, 

consagrar los derechos humanos en la ley suprema de la Constitución y alinearse con los 

estándares internacionales en beneficio de la humanidad. 

 

1.4. EE.UU., primer acercamiento al derecho procesal penal 
 

Solo a modo de recordatorio, el derecho procesal penal, es el conjunto de formalidades que 

se manejan en el proceso de castigar a personas que cometen delitos que se encuentran 

señalados en el código correspondiente, para impartir justicia y resarcir el daño a la víctima 

de dicho delito. 

Para ello, el Estado realiza esta tarea con una doble funcionalidad, la cual consiste en 

mantener el orden y la paz en la sociedad, y castigar a la persona que realiza un acto 

denominado delito, a través de una sanción. 

Estados Unidos, tiene un régimen de separación de poderes, en el que el proceso 

penal se encuentra depositado en el poder judicial de la nación, a través de los tribunales 

federales y estatales, que contienen sus propios sistemas penales, tribunales, fiscales y 

policía, que se subordina al ordenamiento federal. 

Para que los estados puedan aplicar el proceso penal, pensemos “que existieran leyes 

en las que se establecieran como ilícitas ciertas conductas, pero no hubiese policías, 

fiscales, ni cortes para aplicarlas”48. Se traduciría en que serían una ley muerta (al no poder 

                                                
47 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm  
48 Feinman , Jay M, Introducción al derecho de Estados Unidos de América, trad. de Enrique Cruz, México, Oxford 

University Press, 2004, p. 300. 
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ser aplicadas, por no existir entes que las hagan valer) y los delincuentes no serían 

disuadidos (uno de los fines por los que existen las leyes penales) de realizar actos ilícitos. 

También es cierto, que, si existiese una determinación sesgada de actuar con dureza 

ante los delincuentes, se buscaría castigarlos por todos los medios posibles, y no el 

verdadero fin que debe buscar un proceso penal, que es saber la verdad de lo ocurrido, para 

determinar si una persona es inocente o culpable de los cargos que se le imputan. 

Por lo que, es necesario que el proceso penal se contemple en su justa medida, es 

decir, para que sea válido debe “ser congruente con los valores y tradiciones de una 

sociedad libre”. Debe estar pensado en la realidad de un país y no ser ajena a ella. 

Un país que reprime a su gente, a través de la violación de los derechos humanos, 

como realizar un registro sin la orden correspondiente, con el argumento de que lo más 

importante es hacer justicia y, que el fin justifica los medios, no tiene un proceso penal, sino 

un sistema de transgresión a los valores principales que rigen a la sociedad. 

Es por ello, que el proceso penal contiene valores inherentes al mismo, como es la 

búsqueda de la verdad. “Este procedimiento debe identificar, aprehender y sancionar 

individuos que hayan delinquido, pero también exonerar a quienes no lo han hecho. La 

búsqueda de la verdad es un valor de la mayor importancia en cada una de las etapas del 

procedimiento penal”.49 

La verdad entonces es el valor principal que permite saber, qué decisión se debe 

tomar con los individuos, para sancionarlos o exonerarlos del delito por el cual tienen 

probable responsabilidad penal. 

 La verdad en el proceso se encuentra resguardada por las garantias procesales en 

EE.UU., como señala el Dr. Eric Tardif: 

 

Existen una serie de garantias procesales plasmadas en la Constitución federal 
(especialmente en las primeras diez enmiendas), así como desiciones de la Corte 
Suprema que han venido a establecer reglas adicionales en la materia. Aunque la 
Corte Suprema federal determina el nivel mínimo de debido proceso al que un 
acusado tiene derecho, los estados estan facultados para otorgar derechos más allá 
de la consagrados en la Constitución estadounidense, y la mayoría de los estados 
otorgan derechos adicionales por ley o como resultado de la interpretación judicial de 
la Constitución estatal.50 

                                                                                                                                                                 
  
49 Idem. 
 
50  Tardif Chalifour, Eric, Sistemas jurídicos contemporáneos, derecho comparado, 2a. ed., México, Limusa, 2018, p. 212. 
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En ese sentido, una de las garantías es la quinta enmienda que señala el derecho a 

no autoincriminarse, permitiendo que la persona imputada guarde silencio a cualquier 

pregunta que se le realice, con el objeto de resguardar su integradad y permitiendo a los 

Estados miembros otorgar mas derechos que los detallados en las primeras diez enmiendas. 

Lo anterior, es importante para el actuar de un fiscal que investiga y quiere conocer la 

verdad, sabe que su principal eje de acción no es castigar a una persona, sino el 

esclarecimiento de los hechos; si estos corresponden con la responsabilidad del individuo, 

buscará que se le sancione por ello, pero siempre que esté justificado su proceder, desde la 

verdad. 

Pero la verdad contiene la limitación de la eficiencia, que podemos entenderlo de la 

siguiente manera: 

 

El sistema penal ha de operar en forma satisfactoria para estar en condiciones de 
llevar a la práctica el derecho penal, considerando que dispone de recursos limitados y 
que, como en cualquier otro campo, también en éste es inevitable que se cometan 
errores. El sistema es imperfecto en razón de sus limitados recursos, pese a lo cual la 
policía está obligada a solucionar un razonable número de delito, y las cortes a no 
cometer demasiadas equivocaciones al condenar a quienes son llevados a juicio.51 
 

En la realidad, aun cuando son buenos los deseos de operar de forma eficiente, los 

recursos limitados son un gran problema, en especial en algunos estados o ciudades. Por lo 

que se hace aún más precario el poder impartir justicia, por tanto, se debe buscar una 

eficiencia a tal punto que es difícil la impartición de justicia, tanto por los tiempos en que son 

resueltos los juicios, como la capacidad de fiscales de poner énfasis en los casos, lo que 

genera una sobresaturación de casos que solo el tiempo podrá solucionar. 

En Estados Unidos, “el sistema de justicia penal permite una discreción considerable, 

dejando a los funcionarios públicos y otros la libertad de emitir juicios independientes sobre la 

disposición de los casos”52, con un poder superior al de México en cuanto a las funciones 

que posee, por ejemplo, un policía como tal, pero siempre salvaguardando el estado de 

derecho a través de leyes destinadas para eso. 

 

                                                
51 Feinman , Jay M, op. cit., p. 301. 
52 Titus Reid, Sue, Criminal Law, Oxford University Press, New York, 2007, p. 11. 
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Retomando la saturación de los tribunales, en México se ha intentado resolver con 

mecanismos alternos de solución de controversias, cuando se implementó su nuevo sistema 

de justicia penal; en el caso de Estados Unidos se puso énfasis en los recursos que se 

traducen en procedimientos abreviados. Estos mecanismos han ayudado a enmendar la 

sobresaturación, pero no ha solucionado el problema de fondo, que es acceso a la justicia 

pronta y expedita. 

Es decir, el espíritu del proceso es que no lleguen al juicio oral como tal, que es la 

última parte del proceso penal, sino que este se resuelva antes, por ejemplo, con una 

sentencia de conformidad, lo que significa que el acusado para su beneficio se declara 

culpable de los cargos, y el fiscal propone sanciones de menor grado de severidad, sentencia 

que más adelante se verá de manera más exhaustiva. 

Por otra parte, la finalidad es, aunque suene obvio, pero en la práctica no lo es, la 

prevención de condenas equivocadas, que “en los hechos puede ser cierto que un individuo 

investigado y detenido por la policía y acusado por el fiscal probablemente sea culpable, pero 

esta probabilidad es legalmente irrelevante en ese momento”.53 

Es así que es irrelevante, porque el proceso debe ser objetivo, el fiscal debe probar 

más allá de toda duda razonable, que el individuo investigado es culpable de los hechos 

constitutivos de delito que le imputa, por lo que es una garantía para el individuo que exista 

una posibilidad o probabilidad de que sea culpable. 

 Por otra parte, no podemos hablar de que exista un solo proceso penal en Estados 

Unidos, más bien se hace alusión a uno por estado, además del correspondiente al Distrito 

de Columbia y del federal, y de acuerdo con la norma de que “las 52 jurisdicciones no tienen 

la obligación de poseer procedimientos uniformes, si bien existen, como es entendible límites 

constitucionales, y más de un intento académico de propagar paradigmas con la esperanza 

de ser observados por la mayoría”.54 

 En este sentido, es menester mencionar que el presente trabajo de investigación al 

realizar la comparación en comento entre ambos paises, tomamos como referencia el 

sistema federal de EE.UU., siendo imposible para fines prácticos revisar la legislación de 

cada Estado miembro para realizar la comparación. 
                                                
53 Feinman, Jay M, op. cit., p. 302. 
54 Muñoz Neira, Orlando, Sistema Penal Acusatorio de Estados Unidos, fundamentos constitucionales. Panorama 

procesal. Principio de oportunidad. Juicios por jurado. Principales diferencias con el derecho colombiano, Colombia, 

Legis, 2006. p. 124. 
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Por otra parte, siempre cuando se encuentren dentro de los límites constitucionales, 

cada estado posee su sistema de justicia penal, los cuales poseen cosas en común, como 

son los principios que los rigen, donde uno de los más importantes es la presunción de 

inocencia, que como su nombre lo dice, la persona acusada de un delito no es culpable hasta 

que se dictamine mediante una sentencia. Por tanto, la presunción de inocencia y garantías 

en general realizan la siguiente labor: 

 

Priva el justificable temor de que en el procedimiento penal el gobierno haga un uso 
indebido de sus extraordinarias facultades, y en particular que las aplique con 
parcialidad. Policías, fiscales y cortes disponen de amplia discrecionalidad en el 
ejercicio de sus funciones, y en la historia de Estados Unidos abundan los casos en 
los que tales han sido desempeñadas en detrimento de los pobres, las minorías u 
otros grupos que no gozan del favor popular.55 
 

Cuando el fiscal persigue un delito e investiga los hechos, para ver si es constitutivo 

de delito y alguna persona es la probable responsable, cuenta con todos los recursos del 

Estado posibles para poder realizar su trabajo. Podemos decir, que es el Estado contra una 

persona, lo que suena desproporcional y en la historia fue tema de abuso por parte del 

primero en detrimento del segundo. 

Es por ello que, como veremos, existen algunas medidas para equilibrar la balanza y 

no existan estos abusos por parte del Estado y el sistema. En ese sentido, veremos a modo 

de ejemplo, que el fiscal se encuentra obligado a mostrar todas las pruebas que recopile 

durante la investigación, para poder acusar a una persona, a la contraparte o abogado 

defensor, aun cuando estas sean a favor del acusado, para que ambas partes cuenten con la 

misma información y la persona acusada se pueda defender en igualdad de condiciones. 

 Es menester mencionar que Estados Unidos, cuenta con un sistema adversarial, 

donde “un rasgo característico es el examen cruzado intensivo de los testigos de la defensa y 

de la fiscalía, para sopesar evidencia y tomar la decisión final en cada caso”.56 

 Como hemos señalado, el sistema en Estados Unidos es en favor de la búsqueda de 

la verdad, y siempre salvaguardando los principios e intentando evitar abusos por parte de 

las autoridades. 

                                                
55 Feinman, Jay M, op. cit., p. 302. 
56 Moak, Stacy C., y Carlson, Ronald L., Criminal Justice Procedure, 8a. ed., EE.UU., Elsevier, 2013, p. 4. 
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Estados unidos, con el logro de su independencia, intenta evitar las sanciones duras y 

crueles, las que no buscaban justicia, sino más bien, venganza y eran desproporcionadas 

para el delito cometido, a través de los Bill of Rights, que consisten en las primera diez 

enmiendas de declaración de los derechos fundamentales de la Constitución de los Estados 

Unidos de América. 

Lo anterior, es el principio rector del derecho penal de Estados Unidos, y tiene como 

fuentes principales “1) la Constitución; 2) los delitos de derecho común, tanto de Inglaterra 

antes de 1776 cuanto de los Estados miembros de la Unión de entonces a la fecha; 3) la 

legislación estatal; y 4) la legislación federal”.57 Mismas que sirven para entender el origen de 

dicho derecho denominado Common Law. 

Dentro de las fuentes en comento, se mencionan los delitos cometidos, lo que 

configura el sistema de precedentes, que desarrollaremos para entender el origen del 

sistema procesal de Estados Unidos, parte fundamental para entender la tradición 

consuetudinaria de dicho país, a diferencia de México que tiene una tradición sustentada por 

el Derecho Romano. 

 Aunado a lo anterior, podemos apreciar que, dentro de las fuentes mencionadas, 

existen dos ordenamientos jurídicos, federal y estatales, que de acuerdo a los principios 

modernos se puede distinguir qué crímenes se cometen en cada ordenamiento. Existen 

parámetros de competencia para saber si el delito es federal o estatal y por ende dónde debe 

ser procesado. 

 En efecto, cualquier crimen que no se ubique dentro de los parámetros estatales, 

resulta ser de jurisdicción de carácter federal, lo que se traduce por sobre los estados, con 

una preponderancia mayor a uno estatal, es decir, el procedimiento que se realiza es el 

procesal penal federal. 

 En cuanto a la imputabilidad del individuo que haya cometido un supuesto crimen, 

existen premisas que se enumeran de la siguiente manera: 

 

Las premisas fundamentales de la culpabilidad en el derecho anglosajón exigen (en 
diversa medida según la jurisdicción de que se trate) que el fiscal pruebe por lo menos 
estos cuatro elementos: 1)  actus reus (acto culposo u omisión); 2) mens rea (estado 

                                                
57 Ursúa- Cocke, Eugenio, Elementos del sistema jurídico anglosajon, México, Porrúa, 1994, p. 150. 
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de ánimo o intención criminal); 3) concurrencia en el tiempo de los dos elementos 
anteriores; y 4) resultado dañino causalmente demostrable.58 

 

 Como mencionamos anteriormente, son garantías y requisitos para el fiscal, y así el 

acusado tenga un debido proceso, y no exista un abuso por parte del Estado en contra de 

una persona, que no se encuentra en igualdad de condiciones de forma evidente. 

 Es por ello, que el fiscal debe probar que existe un acto u omisión (voluntario) 

estipulado en la ley que se considere ilícito; es conditio sine qua non la subsistencia de 

ambos, y que realice un daño real, objetivo y que sea demostrable, es decir, haya 

transformado la esfera jurídica de la víctima dejándola en una situación peor que si este 

hecho no hubiese ocurrido. Lo anterior, en líneas generales; existen excepciones no objeto 

de la presente investigación. 

 En conclusión, el derecho procesal de Estados Unidos ha buscado que la sociedad 

tenga confianza en el proceso para someterse a él; para ello, más adelante se detallará 

cómo es el proceso citado para entender mejor por qué tiene estos parámetros para culpar o 

exonerar a una persona de un hecho considerado delito. 

 

1.5. Derecho Comparado 
 
La Dra. Marta Morineau entiende el derecho comparado como: 

 

El conocimiento sistemático de uno o más derechos nacionales es esencial para quien 
pretenda dedicarse al derecho comparado, así como tambien ayudará al abogado 
postulante cuyo trabajo tenga pretensiones supranacionales, tanto como al legislador 
que busque modificar su propio derecho, con la esperanza de mejorarlo.59 

 

 El contraste entre ambas familias jurídicas, este caso en particular, como hemos 

mencionado es para analizar el sistema de juicio oral en lo penal de México en contraste con 

el de Estados Unidos, proveniente del derecho angloamericano, en beneficio de la mejora del 

primero. 

 

                                                
58 Ibidem, p. 155. 
59 Morineau, Marta, “El Derecho Comparado”, en González, Martín, Nuria (coord.), Estudios Jurídicos en Homenaje a 

Marta Morineau, México, Unam, Instituto de investigaciones Jurídicas, 2016, t. I, p. 26. 
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 Podemos agregar que es una disciplina que busca, en este caso, mejorar el 

ordenamiento jurídico interno de un país, a través de la metodología de derecho comparado 

con otro sistema jurídico. Esto, aunado a la situación que “también los juristas sucumbieron a 

este influjo: interpretar y elaborar sus propios sistemas dejaron de ser una tarea 

satisfactoria”.60 

 Es por ello, que los juristas tuvieron la necesidad de recoger ordenamientos 

internacionales, que sean sujeto de análisis, y así poder buscar mejorar el propio sistema 

jurídico. Si esto no se realizara, nos encontraríamos con un límite evidente, este sería que el 

parámetro es el propio ordenamiento interno, lo que genera una limitación que los juristas 

notaron y buscaron resolver con la metodología de derecho comparado. 

 

 Aunado a lo anterior, el Dr. Zweigert y el Dr. Kotz señalaban que: 

 

El derecho comparado debía resolver las accidentales y diversas diferencias en los 
sistemas jurídicos de los pueblos que se encontraran en etapas de desarrollo cultural y 
económico similares, así como reducir la cantidad de divergencias en materia legal, 
que podían atribuirse no tanto a las características políticas, morales o sociales de los 
diferentes países, cuanto al accidente histórico o a circunstancias temporales o 
contingentes.61 

 

 Como lo señalamos anteriormente, países en desarrollo tuvieron que realizar esta 

práctica para poder mejorar su derecho interno, y alinear con los derechos humanos 

universales que se debían respetar. Es así, que el derecho comparado es la práctica que 

ayuda a mejorar el ordenamiento interno y tener un derecho más evolucionado, tanto 

internacionalmente, como para las necesidades de la sociedad. 

Por tanto, el espíritu de la universalidad de la metodología es la de unificar el derecho 

para que sea tanto internacional como nacionalmente el mismo (en lo cual aún seguimos en 

proceso), y lograr con los derechos humanos, un único principio procesal que permitiría una 

confianza mayor en el sistema de justicia, y así tener el derecho más puro posible. 

Dicha unificación enriquecería intercambios internacionales en diversas materias, y el 

estudio de leyes internas al tener más formas de interpretar una ley para su mejor uso y 

                                                
60 Zweigert, Konrad, y Hein Kotz, Introducción al derecho comparado, trad. de Arturo Aparicio Vázquez, México, Oxford 

University Press, 2002, p. 3. 
61 Ibidem, p. 4. 
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composición, lo que nos daría distintas soluciones para un mismo problema, teniendo la 

facultad de adecuar la mejor posible, al caso particular. 

Aunado a ello, podemos señalar que “la comparación jurídica incrementa y amplía 

nuestro conocimiento del Derecho; trasciende el simple cotejo o contraste de las 

instituciones, permitiéndonos conocer mejor los ordenamientos normativos positivos, pues 

fomenta el descubrmiento de modelos para prevenir o resolver conflictos sociales.”62 

Lo anterior, nos denota la importancia de conocer nuestro derecho nacional, en 

específico el el procesal penal, para que así podamos ver que aspectos son los que 

debemos mejorar y cuales acertadamente hemos instaraudo en la cultura jurídica nacional. 

 Otra de las ventajas de esta metodología, es que “si nos aporta el derecho comparado 

donde nuestras razones e instituciones tienen un sustento, no son mejores ni peores por 

alguna razón desconocida, sino que al contrastarlas podemos nosotros descubrir cómo las 

instituciones funcionan en otros países y cuáles son las razones para que en esos otros 

países haya esas instituciones”.63 

 Con la metodología señalada, es posible comparar derechos procesales, en este caso 

el penal, que conlleva saber si un proceso tiene realmente acceso a la justicia, se están 

respetando los principios rectores para su construcción, o se puede tener una justicia efectiva 

de verdad a partir de dicho proceso, entre otras variantes posibles, gracias a esta 

metodología. 

 En efecto, esta metodología tiene como características principales la relatividad y 

experimentalidad, al no tener una fórmula como tal, sino que se debe adaptar a lo 

comparado, y por ello que “no sólo expone la vacuidad de dogmatismo y de los sistemas 

legales, sino en virtud de que se obliga a sí misma a abandonar las doctrinas nacionales para 

enfrentar directamente las demandas de principios adecuados y reales, da lugar a un sistema 

inédito y particular relacionado con dichas exigencias”.64 

En vista de lo anterior, el método comparado resulta importante, ya que es una 

disciplina que busca el perfeccionamiento del ordenamiento interno, como en el caso de 

México que se inspiró en los Estados Unidos para cambiar su derecho procesal penal. Al 

darse cuenta que existía una mejor manera de impartir justicia, cosa que no hubiese sido 
                                                
62 Tardif Chalifour, Eric, op. cit., p. 34. 
63 González Oropeza, Manuel, “La protección de los derechos políticos en los Estados Unidos y México desde una 

perspectiva del Derecho Comparado”, La Revista del Instituto de la Judicatura Federal, México,  núm. 46, 2008, p. 68. 
64 Zweigert, Konrad, op. cit., p. 38. 
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posible de no ser por esta disciplina, lo que hace que nos encaucemos en la misma dirección 

del respeto de todos los derechos fundamentales. 

Vemos entonces, que el objeto del derecho comparado es “el análisis de una 

pluralidad de ordenamientos, no únicamente para estudiarlos por separado, sino para 

confrontarlos entre sí e inferir sus analogías. Esto no sólo resulta útil para las investigaciones 

históricas, filosóficas, y de teoría general del derecho, sino que también contribuye a mejorar 

el conocimiento del derecho nacional y comprender con mayor claridad el derecho de los 

pueblos extranjeros, lo cual puede ayudar a mejorar las relaciones internacionales.”65 

Para poder realizar dichas analogías, debemos ver materias que tengan la misma 

función en distintas realidades sociales, pero se enfrentan a distintos retos internos, lo que 

trae consigo la comparación, y así saber qué forma es la manera más favorable para llegar al 

fin deseado, teniendo mayor relevancia el fin por sobre el medio, es decir, cosas que no 

cumplan las misma función o fin, son incomparables por su naturaleza. 

 El derecho comparado entonces “nos ayuda a entender el derecho como una creación 

natural y, por otro lado, proporciona una base intelectual para la interpretación y el análisis de 

distintos sistemas jurídicos y ello, sin lugar a dudas, ayuda a entender e interpretar el sistema 

jurídico propio.”66 

 Es importante identificar nuestros problemas, y en caso de no encontrar una solución 

análoga, se desprende que la funcionalidad no es la misma, o no logramos identificarla, lo 

que representa una limitación a la vez, porque para entender esta metodología es obligación 

desprenderse del sistema propio para poder analizar de forma objetiva la solución, hasta 

identificar el contexto en que se desenvuelve el derecho comparado en dicha materia, para 

poder identificar sus fuentes, cultura y visualizar la dirección de ello. 

 Una vez que tenemos los ordenamientos jurídicos seleccionados, en este caso los 

sistemas de juicio oral en lo penal, en Estados Unidos y México debemos realizar un informe 

separado, el cual no debe ser una mera recolección de datos, sino más bien una crítica a 

cada uno para ver lo que tienen y de lo que carecen, para entender el panorama general de 

lo que se está comparando. 

 

                                                
65 Sirvent Gutiérrez, Consuelo, “La Importancia del Derecho Comparado en la Elaboración de Leyes”, Quórum legislativo,  

México, núm. 94, 2008, p. 150. 
66 González Martin, Nuria,  Sistemas Jurídicos Contemporáneos, México, Nostra Ediciones, 2010, p. 18. 
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 No está de más señalar que es un paso previo para conocer aquello que se va a 

comparar, por lo que no debemos dejar de elaborar un informe general, necesario para 

realizar el verdadero método de derecho comparado. 

 Después de que se tiene el panorama de los sistemas, materia o instituciones 

comparables, se realiza una construcción sistemática, es decir la creación de un lenguaje 

único que permita el entendimiento de ambos, porque deben existir puntos que conectar para 

poder ver su desenvolvimiento en la materia objeto de análisis. 

 Esto, es que “el sistema del derecho comparado debe contar con una categoría que 

incluya la “forma”, la “causa” (en una de sus proteicas acepciones), la “consideración”, y el 

mero pronunciamiento social”.67 

 Por lo que debemos limitar lo que se entiende por equis acepción, cómo funciona y 

qué busca solucionar, e identificar su símil en el otro sistema sujeto de comparación, 

tomando en cuenta como ya comentamos el “índice de funcionalidad” que nos permitirá no 

caer en la ambigüedad de conceptos vacíos y que no signifiquen nada en otro contexto. 

 En definitiva, con todos los pasos comentados, podemos dilucidar qué fue lo que se 

descubrió (teniendo en cuenta las suposiciones, donde el investigador debe contar con 

creatividad para ponerse en un supuesto jurídico para luego ver un resultado posible en otro 

sistema jurídico), y así construir este nuevo ordenamiento con base en lo comparado. 

 

 En resumen, la disciplina metodológica tiene por finalidad: 

 

1. La comparación de los procesos y métodos generales del derecho en los 
diferentes ordenamientos o familias jurídicas –comparación macro–. 

2. La comparación de las instituciones jurídicas particulares de diferentes 
ordenamientos o familias jurídicas –comparación micro o institucional–; 

3. La comparación de las normas jurídicas con base en su función práctica y social – 
comparación funciona– y; 

4. La comparación de normas jurídicas para la solución de casos prácticos –derecho 
comparado aplicado–.68 

  

 Es menester mencionar que no son excluyentes entre ellas, y muchas veces se 

combinan para llegar al resultado deseado, que no sería posible sin dicha metodología, 

porque como ya mencionamos, la evolución del derecho interno se debe realizar mirando al 

                                                
67 Zweigert, Konrad y Hein, Kotz, op. cit., p. 49. 
68 Rojas Amandi, Víctor, Fuentes del Derecho al Sistema Jurídico Angloamericano, México, Porrúa, 2005, p. 9.  
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otro derecho, en este caso de distinta familia jurídica, para poder entender de mejor manera 

el propio y ver resultados distintos, donde cabe la posibilidad que sean mejores. 

 Como ya hemos mencionado, en esta investigación confrontaremos las familias 

jurídicas Neorromanista y Common Law, en específico México y Estados Unidos, en su 

sistema acusatorio para mejorar el primero, con recomendaciones y ventajas que se puedan 

sacar del segundo. 

 La familia Neorrománica señala que “los países que pertenecen a esta familia han 

construido su sistema jurídico con base en el Derecho Romano, gracias fundamentalmente al 

esfuerzo de los estudiosos de las Universidades de Europa Continental. La doctrina jurídica 

se interesa más por la norma tal, como se encuentra expresada en las leyes y otros 

ordenamientos jurídicos, que en su administración y aplicación”.69 

 Como bien lo comentamos en párrafos anteriores, de allí proviene la codificación y las 

instituciones jurídicas que vemos hoy en el derecho mexicano, en particular en el área civil y 

penal, donde la norma tiene ese carácter general, que por medio de la interpretación debe 

adecuarse al caso en particular. 

 Por otro lado, la familia del Common Law como ya mencionamos, se integra por el 

sistema de precedentes que se ha dado a lo largo del tiempo por el actuar de las 

instituciones jurídicas a través de los jueces y las resoluciones que dan el sentido de 

costumbre que se debe aplicar en el tiempo. 

 Ponemos énfasis en que, el derecho comparado permite un mejor estudio de las 

diferentes familias jurídicas que existen, a través del “análisis comparativo surgen 

coincidencias, semejanzas y diferencias que deben ser tenidas en cuenta, en distinta medida 

y en función de las exigencias de quien los realice”.70 

 Todo lo que surja de nuestra aplicación del método nos servirá para que podamos 

sacar en limpio aquellas cosas que queremos resaltar de nuestro sistema de justicia oral en 

lo penal mexicano, para poder cumplir uno de los objetivos planteados en la reforma procesal 

sintetizado como un mejor sistema de justicia para nuestro país. 

 En conclusión, el derecho comparado será nuestra metodología para poder dilucidar 

qué similitudes y diferencias tenemos con el sistema de juicio oral de Estados Unidos, para 

                                                
69 Ibidem, p. 11. 
70 González Martin, Nuria, op. cit., p. 20. 
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poder resaltar aquellas cosas que nosotros podemos mejorar y en qué estamos siendo 

asertivos con este nuevo ordenamiento en lo penal. 

 

Capitulo 2. Generalidades del proceso y etapa de investigación 

 

El proceso de juicio oral en México se compone de tres fases: la etapa de investigación, 

etapa intermedia y etapa de juicio oral (tema que no es igual en Estados Unidos ya que se 

compone principalmente de dos), las que serán las directrices para la comparación que se 

realizará, y que marcarán la pauta para los tres Capítulos que se presentan a continuación. 

En el Capítulo 2, se mencionarán los parámetros que rigen el sistema de juicio oral 

mexicano, con esto para ver qué justificación tienen en el nuevo proceso penal que instaura 

México en comparación con los ya establecidos con anterioridad en EE. UU., que permiten el 

correcto funcionamiento del procedimiento en comento. 

En ese sentido, se abordan los principios que rigen el nuevo sistema de juicio oral en 

México, y también las estructuras de ambos países, tal como mencionamos con anterioridad; 

para lograr entender porque son importantes y la trascendencia más allá del proceso mismo 

cosa que nos importa porque impacta directamente en la sociedad. 

 Aunado a ello, se hará un análisis de la estructura general mencionada con 

anterioridad del derecho procesal penal mexicano, esto para deslumbrar porque existen las 

etapas que esta contiene y la diferencia con las etapas instauradas en EE. UU. 

Con ello, entender como en el caso de México existe la etapa de investigación, 

intermedia y juicio oral, por otra parte, en EE. UU., solamente son dos Investigation y Trial, 

para poder ver si existe alguna justificación o es mera burocracia de alargar el procedimiento 

objeto estudio del presente trabajo de investigación. 

Para terminar el segundo capítulo mencionaremos sujetos procesales que nos parece 

relevante resaltar por su notoria diferencia entre ambos países, y sus roles en cada de uno 

de los sistemas objeto estudio comparación. 

 En ese sentido, revisaremos los sujetos procesales denominado víctima y asesor 

jurídico, este último como un agregado solamente en el sistema de justicia penal mexicano, 

con el objetivo de ver su papel preponderante en el sistema nacional, que no se da de la 

misma manera que en el derecho norteamericano y cómo influye en México las pretensiones 

del sujeto en comento en cuanto se persigue un delito. 
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 Otro sujeto procesal importante para este trabajo de investigación es la policía, que 

realiza las investigaciones de los delitos que susciten en ambos países, y así ver cuales son 

límites de sus funciones, especializaciones de estos y sus respectivas relaciones con el 

Fiscal o Ministerio Público. 

 Es decir, el dos se organiza de la siguiente manera: mención de los principios que 

rigen el sistema de juicio oral, las estructuras de los procedimientos de juicio oral penales de 

México y EE. UU., y por último un análisis de los sujetos procesales llamados víctima y 

policía. 

 

	 2.1. Principios del proceso penal acusatorio	
 
Ambos procesos se rigen por los mismos principios en sus respectivos sistemas acusatorios, 

por lo que se realizará una revisión de cada uno de ellos para entender por qué se cumplen 

dichos principios en el nuevo sistema que tiene México para la impartición de justicia. 

 

 Es así que, el artículo 20 Constitucional señala:  

 

“El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación”. 

 

 Estos principios, con la llegada del nuevo procedimiento que adoptó México son los 

rectores para el desarrollo de este proceso, lo que pasaremos a detallar a continuación. 

2.1.1. Publicidad 
 
El primero de ellos es el de publicidad, que se define como “la posibilidad de tener acceso a 

la comunicación procesal sin necesidad de permisión del tribunal”71, es decir, tener acceso al 

tribunal que esté procesando cualquier caso, sin la necesidad de formalidades jurídicas, sino 

que es posible entrar a ver cualquier juicio que se encuentre en desarrollo. 

 

                                                
71 Martínez Bastidas, Eduardo, Manual para Litigantes del Procedimiento Nacional Acusatorio y Oral, 3a ed, México, 

Raúl Juarez Carro, 2015, p. 39.  
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 También puede ser definido como “la entrada del público a los debates judiciales o en 

la facultad de las partes o de sus defensores y de todo el que tuviere interés legítimo en su 

exhibición para manifestar lo que a su derecho convenga”.72 

 Esto se encuentra consagrado en dos partes en la Constitución, la primera de ellas es 

en el artículo 6, fracción primera, que señala: 

 

Artículo 6:  
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 
organismo federal, estatal y municipal es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público en los términos que se fijen las leyes; 
en la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 
publicidad.73 

 

 Esto era claramente imposible en el proceso anterior, porque no es factible poder ver 

lo que está pasando en un proceso de carácter escrito, por lo que el cambio a este 

procedimiento fue la oportunidad de poder respetar este principio que permite el control 

social de que los juicios se lleven a cabo acorde al debido proceso. 

 Pero, dicho principio hace alusión a la transparencia, no en cuanto al asistir solamente 

a todos los juicios que se desarrollasen, sino que también señala el acceso a la información 

que podemos tener, ya que, contando con los datos del proceso, podemos saber en qué 

estado se encuentra y lo que ha pasado en su desarrollo. 

 Aunado a lo anterior, en su acepción del artículo 20 Constitucional, en el apartado B, 

fracción V, señala: 

 

B. De los derechos de toda persona imputada: 
V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o un tribunal. La publicidad sólo 
podrá restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de 
seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y menores, 
cuando se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos, o cuando el 
tribunal estime que existen razones fundadas para justificarlo.”74 

 

                                                
72 Tocora, Fernando, Principios Penales Sustantivos, Bogotá, Temis, 2002, p. 24. 
73 CPEUM 

  
74  CPEUM 
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 Pero, existe una excepción a este apartado, ya que cuando exista interés mayor se 

puede suprimir parcialmente dicho principio; el artículo 64 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales señala lo siguiente: 

 

Artículo 64: el debate será público, pero el órgano jurisdiccional podrá resolver 
excepcionalmente, aun de oficio, que se desarrolle total o parcialmente a puerta 
cerrada, cuando: 
I. Pueda afectar la integridad de alguna de las partes, o de alguna persona citada para 
participar de él; 
II. La seguridad pública o la seguridad nacional puedan verse gravemente afectadas; 
III. Peligre un secreto oficial, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea 
punible; 
IV. El órgano jurisdiccional estime conveniente; 
V. Se afecte el Interés Superior del Niño y de la Niña en términos de lo establecido 
por los Tratados y las leyes en la materia, o 
VI. Esté previsto en este Código o en otra ley”.75 

 

Pero estas excepciones no pueden ser arbitrarias, ya que debe existir una motivación 

y fundamentación en los actos del órgano jurisdiccional para suprimir este derecho, que es 

todo acto público, a menos que concurra algunos de los casos anteriores. 

 Lo anterior, trae consigo algo más fuerte para México, porque es un cambio cultural 

donde las personas se encuentran más cerca del procedimiento que imparte justicia en su 

país, por lo que este principio tiene una doble funcionalidad como tal. 

 La primera es que las personas puedan asistir a un juicio es un punto importante, 

como ocurre en Estados Unidos que se encuentra acostumbrado a esto, pero es distinto un 

país que no es así, ya que debe concurrir primero el interés de las personas por acudir a 

dichos procesos y segundo, que este acto no sea una molestia para las personas que son 

sujetas del proceso penal. 

 Es así, porque es una especie de fiscalización que es parte de un cambio cultural que 

tiene que realizar México en pro de que este principio sea efectivo, y esto nos lleva a la 

segunda función, la cual consiste en que esas personas que asistan entiendan el debate que 

están “fiscalizando”. 

 Por eso que es un deber social educar sobre la impartición de justicia, no solo los 

profesionales del derecho deben estar al tanto de lo que está pasando en el procedimiento 

                                                
75 CNPP 
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en cuestión, también las personas que tengan este interés legítimo, porque es la única forma 

de que exista transparencia como ocurre en Estados Unidos. 

 

2.1.2. Contradicción 
  
Dicho principio, “se sustenta en la garantía de audiencia, o sea, «ser oído y vencido en 

juicio», según un método dialéctico”76, es decir, es una contraposición de ideas de las partes, 

a través de la forma oral, donde se busca tener la verdad para sí, en desmedro de la 

contraparte. 

 De forma práctica, podemos señalar que el proceso de juicio oral “implica que las 

partes podrán debatir los hechos y argumentos jurídicos con la contraparte, así como 

controvertir cualquier medio de prueba durante el juicio”.77 

 Poder debatir las pruebas es una herramienta importante para las garantías 

probatorias de las partes, las cuales sustentan las pretensiones que cada parte sostiene 

sobre el hecho en cuestión, susceptible de ser un delito y que busca señalar responsable a 

una persona. 

 El principio “se trata de un elemento que coadyuva a que las partes tengan garantía en 

cuanto a derecho de defensa, después de ser informadas de sus derechos, puedan impugnar 

hechos, ofrecimientos de pruebas, intervenciones de la contraparte, en definitiva una forma 

de garantizar entre las partes la igualdad ante la ley”.78  

 En ese sentido, se desprende que existe una igualdad procesal de las partes, (fiscalía 

y defensa) y esto genera que ellas no puedan perder de vista los intereses por los que están 

velando, debiendo existir una concordancia entre lo sostenido y lo que es susceptible de 

evidencia para poder darle veracidad a esa versión de los hechos. 

 Pero, existe una diferencia que veremos más adelante, el tercero imparcial en el caso 

de México es el juez que dirime qué parte tiene la razón y en el caso de Estados Unidos, es 

un Jurado, como mencionaremos personas comunes que guiados por un juez los dota de 

derecho para dirimir si una persona es culpable o inocente. 

                                                
76 Martínez Bastidas, Eduardo, op. cit. p. 39. 
77 Bardales, Erika, op. cit., p, 69.         
78 Salazar Quiñones, Ariadna, “El derecho de Defensa y el Principio de Contradicción como Elementos para la Garantía de 

un Debido Proceso”, Inter Criminis Revista de Ciencias Penales, núm. 16, enero 2017, p. 132. 
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 Atendiendo a lo anterior, México tuvo que cambiar la lógica de los abogados porque 

estos de manera oral deben realizar juicios de lógica para poder expresar su postura, muy 

distinto a hacerlo de forma escrita, porque la primera de las formas exige espontaneidad, 

concordancia y estructura mental, comparado con la segunda que requiere una técnica 

escrita. 

 Al igual que el primero de los principios mencionados, la contradicción se encuentra 

consagrada en el artículo 20 Constitucional, que señala: 

 

Artículo 20 de los principios generales: 
V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora, conforme a lo que establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad 
procesal para sostener la acusación o la defensa, respectivamente; 
VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con cualquiera 
de las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo momento el principio 
de contradicción, salvo las excepciones que establece esta Constitución.79 

 

  Lo anterior, es fundamental para el desarrollo del sistema de juicio oral, porque “sirve 

para garantizar la veracidad de la prueba rendida, ya que las partes tienen el derecho de 

aportar las pruebas conducentes a fin de justificar su interés; a su vez, los demás actores 

tienen el derecho de replicar, es decir, de interrogar y aceptar, en su caso, la veracidad de 

las pruebas que desahoguen”.80 

 Lo que se traduce, en la igualdad procesal que señalamos; en esto, ambas partes 

tienen la misma oportunidad procesal para poder ofrecer pruebas y poner en duda la calidad 

de pruebas presentadas por la contraparte, lo que produce como efecto las contradicciones 

que se susciten entre las partes. 

 En efecto, “el cambio de modelo de justicia entraña no sólo de manera en cómo se 

desarrolla el procedimiento, sino la forma de actuar de los sujetos procesales; en particular, 

en el actuar del defensor, quien deberá garantizar que el imputado esté en posibilidades de 

defenderse adecuadamente, sobre la base de una apropiada contradicción procesal”.81 

 

                                                
79 CPEUM 
80 Bardales, Erika, op. cit., p. 71. 
81 Gómez González, Arely, op. cit., p. 154. 
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 En el caso de México, el juez tiene una mejor visión del caso para poder tomar una 

decisión, ya que no solamente tiene la postura de cada parte, sino que realiza un análisis (en 

diferentes etapas del proceso) lo que le permite contrastar de mejor manera lo desahogado, 

porque no es lo mismo la valoración del juez en un proceso de manera escrita, que en la 

oralidad del nuevo proceso. 

 Por lo que, “este principio es sumamente transcendental porque puede tener múltiples 

aplicaciones. En general, debe traducirse en que el proceso sea una verdadera contienda 

argumentativa, en que sea refutable cualquier elemento discursivo o probatorio y que no se 

favorezca la pretensión de una de las partes sin demostrarse por qué la contraria no lo 

supera”.82 

 Por ejemplo, en el juicio oral como ya lo mencionamos es en la última parte del 

sistema acusatorio mexicano donde ocurre el fenómeno de poder realizar preguntas, tanto a 

un testigo presentado por él mismo, como a uno de la contraparte, lo que permite depurar y 

desahogar una prueba, dando dos puntos de vista sobre la misma persona, lo que trae 

consigo el principio de contradicción. 

 En el plano internacional, también tiene su fundamento en la Convención Americana 

de Derechos Humanos, en su artículo 8.2 Garantías Judiciales, letra f que indica: 

 

Artículo 8.2 Garantías Judiciales: 
f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos.83 

 

 Como ya lo mencionamos, proporciona esa igualdad procesal que se necesita para un 

juicio justo, al permitir las mismas oportunidades que tiene el Estado a través de un fiscal, a 

la defensa para poder realizar las acciones anteriormente descritas. 

 Entonces, el principio de contradicción en un sistema de carácter oral es el método de 

conocimiento para poder esclarecer no sólo el apoyo a las posturas de las partes, sino 

también la verdad en sí misma. Por lo que es la medida justa entre lo expuesto por la parte 

acusadora y la defensa a través del debate de ambos, que tendrá como efecto el 

conocimiento del tercero imparcial para poder dirimir sobre la controversia. 

                                                
82 Ferrer Mac Gregor, Eduado, El juicio de amparo y el sistema procesal penal acusatorio, México, Setec, 2011, p. 27. 
83 Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 8.2, letra f. 
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 Lo que podemos deducir, es que el CNPP a través de este principio intentó establecer 

una igualdad procesal entre las partes como ya lo comentamos, dando la misma oportunidad 

para poder contravenir los medios de pruebas presentados por la contraparte en una etapa 

intermedia, y los alegatos que se den en un juicio oral. 

 Lo vemos en la práctica, a través de “la revelación de los datos de los testigos, antes 

de la audiencia, resulta indispensable para obtener un interrogatorio eficaz. De acuerdo con 

este análisis, negar el acceso material a esta información afecta indefectiblemente el derecho 

a la contradicción al impedir al defensor elaborar una estrategia para utilizar durante el 

contrainterrogatorio a un testigo protegido”.84 

 Benefició a México este principio, porque ahora los abogados deben litigar de verdad, 

expresar sus posturas en tribunales y desarrollar la técnica de la oralidad, pero no solamente 

con el fin de exponer sus ideas, sino poder hacer el ejercicio de poder debatir las ideas del 

contrario, que lo obliga a tener la capacidad de sintetizar las ideas exhibidas por la 

contraparte. 

 Por ello, el principio de contradicción es importante para la búsqueda de la verdad, y 

para que la persona imputada de un delito pueda tener un procedimiento justo, por el hecho 

de ser oído y en su caso vencer o ser vencido, es decir, existe una igualdad procesal en todo 

su esplendor. 

 

2.1.3. Principio de Concentración 
 
Este principio significa que “en la medida de lo posible se ventila todo en un acto procesal”85, 

esto hace alusión, a que el desarrollo del procedimiento se busca realizarlo en una sola 

audiencia y en el caso que esto no sea posible deberá existir una continuidad del mismo y 

realizar dicho procedimientos en el menor número de audiencias posibles. 

 Además, dicho principio “es propio de los procedimientos orales, porque en un solo 

acto procesal se oponen todas las excepciones, se plantean todas las cuestiones accesorias, 

                                                
84 De la Rosa, Paola, “La defensa y su derecho a conocer la información de los testigos del adversario para un debido 

ejercicio del principio de contradicción en el sistema acusatorio adversarial”, Letras Jurídicas Revista Jurídica de 

Derecho, México,  núm. 15, 2012, p. 20. 
85 Bastidas, Eduardo, op. cit., p. 40. 



 47 

se reciben las pruebas y se formulan alegatos, y por regla general en la sentencia se 

resuelven todos estos problemas, sin que pueda suspenderse el curso del proceso para darle 

previa solución a uno de ellos”.86 

 En efecto, es posible que se realicen todas las diligencias en un mismo acto procesal  

en un procedimiento de carácter oral por la naturaleza del mismo, y busca, en el caso de 

México, una agilidad procesal, tanto para el órgano jurisdiccional, como para la persona 

interesada que se resuelva dicho juicio. 

 

 También, apoya lo anterior el artículo 8 del CNPP, el cual menciona que: 

 

Artículo 8: Las audiencias se desarrollarán preferentemente en un mismo día o en 
días consecutivos hasta su conclusión, en los términos previstos en este código, salvo 
los casos excepcionales establecidos en este ordenamiento. Asimismo, las partes 
podrán solicitar la acumulación de procesos distintos en aquellos supuestos previstos 
en este código.87 

  

 Lo anterior, busca excluir que se prolongue en el tiempo de forma innecesaria un 

procedimiento que puede realizarse sin problemas en el caso contrario sensu, lo que tiene 

como objetivo eliminar todas aquellas impugnaciones que formen etapas anteriores que no 

sirven de nada. 

 Por otro lado, en Estados Unidos siempre ha sido de esta manera por lo que tienen 

menos congestión en sus tribunales, sumado a que el procedimiento es más corto en sí, 

como lo veremos más adelante, lo que trae como consecuencia directa la motivación de los 

fiscales para, por una parte, perseguir los delitos y por la otra, realizar una defensa adecuada 

debido al tiempo que este conlleva. 

 Otra de las características, es que “con este principio se procura, por un lado evitar 

que el fraccionamiento de los actos de debate deforme la realidad con la introducción de 

elementos extraños, y por otro, asegurar que los recuerdos perduren en la memoria de los 

jueces en el momento de la deliberación y de la decisión que es la actividad que encierra la 

tarea de síntesis de todo el juicio“.88 

                                                
86 Echandía, Devis, Teoría general del proceso, 2a. ed., Editorial Universidad, Buenos Aires, 1997, p. 66. 
87 CNPP 
88 Reyes Villatoro, Nidia y Reyes Villatoro, Delmy Clementina, “La oralidad como una garantía para el debido proceso 

penal”, El salvador, Tesis Universidad Politécnica del Salvador, 1998. 
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 Por tanto, anteriormente era imposible tener este principio por la naturaleza del 

procedimiento penal, pero, ahora se trata de que todo, en lo posible se realice en una sola 

audiencia, desde evitar elementos que obstaculicen el proceso hasta que las partes intenten 

desahogar las pruebas, exponer conclusiones y el juez dictar sentencia. 

 El principio de contradicción se encuentra consagrado en la Constitución en los 

artículos 17 párrafo primero, segundo y tercero y 20, apartado A, fracción X, que mencionan 

lo siguiente: 

 

Artículo 17: Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia 
para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales 
Siempre que no afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso y otros 
derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades 
deberán privilegiar la solución del conflicto sobre formalismos procedimentales.89 

 

 El Estado reclama el monopolio de la fuerza para sí, se compromete a que esa justicia 

que se va a impartir se hará de forma pronta y que no existirán obstáculos para ello fijando el 

principio de concentración, sin plazos fijos para el desarrollo de una audiencia, pero sí el 

espíritu de realizar todos los actos procesales en ese momento. 

 

Artículo 20: El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
A. De los principios generales 
X. Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las audiencias 
preliminares del juicio.90 

 

 En ese tenor, dicho principio busca la rapidez del proceso, por ejemplo, en la etapa de 

juicio oral, buscaría el desarrollo de alegatos de apertura, desahogo de pruebas, alegatos de 

clausura y la sentencia en una sola audiencia. Lo que dará la oportunidad al juez de resolver 

                                                                                                                                                                 
http://www.csj.gob.sv/BVirtual.nsf/1004b9f7434d5ff106256b3e006d8a6f/64825eb2236913b606256b3e00747bba?Open

Document  
89 CPEUM 
90 CPEUM  
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en la misma audiencia, por existir el desarrollo y prontitud que permite tener más fresco qué 

fue lo que pasó en el caso en concreto. 

 Entonces, la concentración “ayuda a los jueces a tomar una decisión, ponderando 

conjuntamente y casi al mismo tiempo las pruebas presentadas por las partes. Si las pruebas 

se presentaran poco a poco a lo largo de varios días, meses o años, al juez o al tribunal le 

costaría mucho trabajo llegar a una conclusión, siendo posible que diera referencia a las 

últimas pruebas presentadas.”91 
 Al contar con información más fresca, tiene una doble función, por una parte, agilizar y 

facilitar la tarea del juez debido a un panorama actual que le permite poder resolver, y la 

pronta justicia para las partes, al saber cómo se va a resolver. 

 En un proceso de carácter escrito es posible que el juez lleve más de un caso al 

mismo tiempo, lo que no le permite una clara y expedita justicia; sin embargo, el 

procedimiento oral concentra toda la atención del juez en el caso que esté llevando. 

 Es un cambio positivo para México el poder realizar en primera instancia todos los 

actos procesales en una audiencia, porque permite resolver más asuntos, descongestionar 

tribunales, mejores resoluciones y un verdadero acceso a la justicia en menor tiempo, lo que 

permite resolver conflictos poniendo énfasis en recursos estatales en un mayor número de 

casos. 

 

2.1.4. Principio de continuidad 
  
Dicho principio de continuidad se “refiere expresamente a que la audiencia de juicio oral se 

desarrolle en forma continua, aunque se pueden dar excepciones, pero siempre que 

constituyan sesiones sucesivas que tengan verificativo lo más pronto posible”.92 

 Lo anterior, va de la mano con el principio de concentración, esto porque se busca 

además de una cohesión de los actos procesales, su continuidad en el tiempo, en la medida 

de lo posible, siempre y cuando no existan impedimentos para ellos, que van más allá del 

radio de los sujetos que componen el proceso. 

  

                                                
91 Valadez Díaz, Manuel, et al., La defensa adecuada en el juicio oral, México, Flores Editor y Distribuidor, 2013, p. 144. 
92 Bardales, Erika, op. cit., p. 75. 



 50 

 El artículo 7 del CNPP, son casos que escapan de un juicio que se desarrolla con 

normalidad, pero que pueden afectar este proceso, mismo que señala que: 

 

Artículo 7: Las audiencias se llevarán a cabo de forma continua, sucesiva y 
secuencial, salvo los casos excepcionales previstos en este Código.93  

 

 Es así que, en el caso de México, el espíritu es la no interrupción de audiencias, salvo, 

como ya mencionamos, en contadas excepciones. Esto aunado al principio anterior busca 

que las resoluciones jurisdiccionales se puedan dar inmediatamente terminado el debate 

(principio de contradicción) de las partes, para que el juez dirima sobre el caso en concreto. 

 Debido a lo anterior, es posible evitar dilataciones procesales que solo obstaculizan el 

proceso en sí, y no sean de vital importancia para poder llevar a cabo el juicio y por efecto, 

se imparta justicia para las partes. 

 Es por ello, que el principio de continuidad “está estrechamente ligado al de 

“concentración”; sin embargo, mientras que el principio de concentración busca evitar la 

disgregación de actos procesales, el de continuidad procura que los actos procesales se 

realicen de manera constante, en una sola audiencia o en casos excepcionales en sesiones 

encadenadas hasta su conclusión.”94 

 Por lo que ambos son causa efecto, ya que mientras uno busca unificar los diferentes 

actos procesales en una única audiencia, el segundo persigue que esos actos procesales 

sean realizados de forma continua mientras sea posible, salvo excepciones expresas que lo 

impidan. 

 Como un ejemplo de ello, en el Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca, en 

su artículo 323 se consagra lo siguiente: 

 

Artículo 323: El debate será continuo, durante todas las audiencias consecutivas que 
fueren necesarias hasta su conclusión. Se podrá por única vez y por un plazo máximo 
de días corridos cuando: 
I. Se deba resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, 
resolverse inmediatamente; 
II. Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso cuando 
una revelación inesperada torne indispensable una investigación suplementaria y no 
sea posible cumplir con los actos en el intervalo de dos sesiones;  

                                                
93 CNPP 
94 Urosa Ramírez, Gerardo, El juicio oral penal, Manual Teórico Práctico, 2a. ed., México, Porrúa, 2017, pp. 33-34. 



 51 

III. No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una nueva 
citación y sea imposible o inconveniente continuar el debate hasta que ellos 
comparezcan, incluso coactivamente, por intermedio de la fuerza pública;  
IV. Algún juez o el acusado, se enfermen a tal extremo que no puedan continuar 
interviniendo en el debate; 
V. El defensor, la parte coadyuvante, su representante o el Ministerio Público no 
puedan ser reemplazados inmediatamente en caso de que enfermen gravemente, 
fallezcan, o presenten incapacidad que impida su participación en el debate.  
VI. El Ministerio Público lo requiera para ampliar la acusación o el defensor lo solicite 
una vez ampliada la acusación, siempre que, sin variar los hechos, se modifique su 
resultado, y que, por las características del caso, no se pueda continuar 
inmediatamente; o 
VII. Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario torne imposible su continuación.95 

              

Estas son causas que deben estar fundadas y motivadas, ya que no es posible un 

aplazamiento de las audiencias de forma arbitraria por parte del juez, lo que da seguridad 

jurídica de que a menos que exista una causa mayor, el procedimiento se desarrollará con 

normalidad. 

 Aunado a lo anterior, podemos señalar a modo de ejemplo que, en caso de ausencia 

de alguno de los intervinientes del proceso, que trae como consecuencia la suspensión del 

procedimiento, se busca reanudar lo más pronto posible con su reemplazo. 

 En ese sentido, se establece que “en el sistema acusatorio se pretende que, salvo 

casos excepcionales, el mayor número de diligencias posibles se realicen en una audiencia 

pública, de manera aglutinada, estando presentes los testigos, peritos y con la intervención 

libre de las partes, ya sea para refutar los cargos o ratificar la acusación correspondiente;”96 

 Uno de los objetivos del procedimiento es acercar a la gente al procedimiento como 

hemos comentado y que sea posible la agilidad de este a través de sus participaciones 

continuas, pudiendo desahogar todo lo que se deba y resolverlo al instante. 

 De esta forma, se le facilita al juez la resolución del caso, porque se entrega 

información de calidad para ello, y al tener más fresca las audiencias sucesorias sobre lo que 

aconteció en el proceso, permite realizar mejores decisiones al encontrarse presente dicho 

órgano jurisdiccional. 

 Podemos concluir que el principio de continuidad es una parte del principio de 

concentración, debido a que es una relación de causa efecto, donde existe una 

                                                
95 Cfr. Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca, artículo 323, 2011. 
96 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., p. 34. 
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concentración de los actos procesales y estos se deben desarrollar en el tiempo a través del 

principio en comento. 

 

2.1.5. Principio de Inmediación 
 

El principio de inmediación se debe tomar en dos sentidos: 

 

 1. El juez debe actuar en contacto personal con las partes y los demás sujetos que 
intervienen en el proceso, sin intermediarios, relatores, asesores, que sea él 
quieninterrogue a las partes, y oiga sus alegatos y declaraciones, etc. 

 2. En el axioma: el juez que recibe las pruebas es el que debe resolver el fondo del 
litigio.97 

 

 La primera de las acepciones hace referencia a que el juez debe estar presente de 

forma física en el desarrollo de la audiencia, sin intermediarios entre él y las partes, y no es 

posible delegar la presencia que sitúa al juez como tercero imparcial. 

 La segunda de las acepciones hace referencia a que, si este tercero imparcial es el 

que estuvo presente en una relación personal con las partes, donde de primera fuente recibió 

la información, es el mismo quien debe resolver sobre el asunto de fondo. 

 

 El artículo 9o del CNPP señala en este principio que: 

 

Artículo 9: La audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del órgano 
jurisdiccional, así como de las partes que deban de intervenir, con las excepciones 
previstas en este Código. En ningún caso, el órgano jurisdiccional podrá delegar en 
persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración de las pruebas, ni la emisión 
y explicación de la sentencia respectiva.98 

 

 Tenemos entonces elementos que deben converger para que se respete dicho 

principio, lo que se traduce en la presencia del juez ante las partes o sujetos procesales, y es 

                                                
97 Alfredo Dadug Kalife, “El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal al Amparo de los principios 

informadores del proceso penal”, en Mercedez Peláez Ferrusca y Miguel Ontiveros Alonso (coords.), La influencia de la 

ciencia penal alemana en Iberoamérica, en Homenaje a Claus Roxin, Instituto de Ciencias Penales, México, 2003, p. 

204. citado por Bardales Erika Bardales, op. cit., p. 77. 

  
98 CNPP 
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quien conoce las pruebas de primera fuente desahogadas por las partes y que el tercero 

imparcial que conoció del litigio sea la persona que resuelva y dicte sentencia. 

 

 Por otro lado, no debemos confundir inmediación e inmediatez, “el primero de ellos se 

refiere al contacto del juez sin intermediarios con la prueba y los sujetos procesales para 

poder juzgar, el segundo, a la rapidez con la que debe el Ministerio Público practicar las 

diligencias necesarias para la investigación.”99 
 
 Como antecedente, mencionamos la rapidez con la que debe actuar el Ministerio 

Público en un tiempo sensato, es decir, no realizar investigaciones que vayan más allá, que 

generen gasto de tiempo y recursos públicos que no sean justificadas con un debido actuar, 

esto para poder asegurar la recolección de pruebas que permitan que se realice una tarea 

satisfactoria por el perseguidor, y que no se dilate innecesariamente un proceso sin mayor 

justificación. 

 El principio de inmediación tiene una doble funcionalidad, primero, su finalidad es la 

relación entre las partes, generando confianza en el proceso judicial y segundo como control 

social por parte de la ciudadanía. 

 También, queda claro que “no es posible admitir sustitución de la declaración de un 

testigo o perito con las declaraciones, informes o dictámenes periciales que se hayan 

registrado por escrito durante la fase de investigación”.100 

 En este sentido, genera confianza en el proceso al cultivar una relación de carácter 

intima entre las partes con el conocedor del litigio al ser de manera oral, por la interacción 

constante que existe durante el desarrollo del procedimiento dando objetividad al mismo y 

humanizando el caso. 

 Aunado a lo anterior, al ser público y testigos directos de esta relación que se genera 

en el tribunal de forma personal, también funciona como control social de la ciudadanía, lo 

que permite la transparencia y participación ciudadana en el proceso. 

 

                                                
99 Bardales, Erika, op. cit., p. 77. 
100 Decap Fernández, Mauricio, “El juicio oral y los principios de inmediación y contradicción”, Revista del Instituto de la 

Judicatura Federal, México, núm. 26, enero 2014, p. 72.  
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 La inmediación, por tanto, tiene una utilidad en el proceso, porque al requerir la 

presencia física de las partes, estas se encontrarán capacitadas para realizar contradicciones 

que tengan sobre los testigos, pruebas que incriminen al acusado por medio de la defensa, o 

actos y diligencias procesales, entre otras cosas. 

 

 Ahora, si no fuese obligación que algunas de las partes se deban encontrar presentes 

físicamente, por ejemplo: 

 

Si el juez o el tribunal sólo tiene conocimiento de un testimonio por el acta que se 
redactó, estará perdiendo la posibilidad de observar cómo declaró el testigo, sus 
gestos, miradas, reacciones, su lenguaje corporal, y su actuación psicológica; sin la 
observancia directa y personal, el juez o el tribunal no podrá saber, a ciencia cierta, si 
el testigo miente o dice la verdad, situación que influye de manera determinante en la 
comprobación de la credibilidad.101 

 

 La presencia física de las personas involucradas y que tengan un interés en el 

procedimiento humaniza el proceso, permite que este principio se desarrolle y le da una 

confiabilidad al sistema que no se tendría de no ser así, al no existir garante de lo 

mencionado en el párrafo anterior, en caso de ausencia de alguna de las partes no se sabría 

con exactitud si una persona miente o no. 

 La inmediación es el medio a través del cual se le da fiabilidad al proceso, al existir 

esta comparecencia que debe apremiar a los sujetos procesales para el correcto desarrollo 

de la audiencia (como requisito mínimo) y que proporcione resultados objetivos al deseo de 

una verdadera impartición de justicia. 

 

2.1.6. Las conclusiones de los principios 
 

Cuando México adoptó el nuevo procedimiento acusatorio, tuvo que adoptar también los 

principios que hemos detallado, teniendo como musa inspiradora al procedimiento existente 

en Estados Unidos entre otros países. 

 

                                                
101 González González, Jesús, “Los Juicios Orales en México: su debida impartición de justicia”, México, editorial Trillas, 

2015, p. 142. 
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 En efecto, existen dos elementos principales por los cuales gira el sistema acusatorio 

mexicano: oralidad y publicidad, los cuales, para que funcione se hace alusión a los 

principios que hemos comentado y que son la base de todo el sistema procesal penal en 

comento. 

 Lo anterior, proviene del sistema anglosajón heredado por Estados Unidos, como 

señalamos en el capítulo uno del presente trabajo de investigación, lo que sirvió como 

experiencia cercana para poder implementar nuestro sistema, y en ese sentido fue necesario 

adoptar los principios mencionados anteriormente. 

 En tal sentido, el principio de publicidad es el que nos genera la transparencia que 

debe tener el proceso para que funcione, dándole la legitimación porque esta característica 

permite que la sociedad pueda observar el desarrollo del proceso a través de la actuación 

que tienen las partes y el juez en ello, cautelando el correcto funcionamiento del sistema 

acusatorio. 

 Aunado a lo anterior, el principio de contradicción es el corazón del sistema acusatorio 

al permitir que las partes aporten al proceso que les compete toda la información que 

consideren de calidad para que el juez pueda resolver la litis planteada ante él, lo que tiene 

como efecto, como comentamos, la igualdad procesal de las partes para plantear su punto 

de vista al debate que converge sobre los hechos susceptibles de delito. 

 Entendamos que la igualdad procesal es en la medida de la posibilidad de las partes, 

para poder aportar las pruebas que consideren pertinentes para defender su punto de vista, 

lo que trae consigo que se encuentren en un orden horizontal en cuanto al tribunal, esto al 

nivel de comunicación que tienen las mismas oportunidades para poder realizar su labor 

dentro de las audiencias, de escuchar y ser oído. 

 El principio de continuidad es el que tendrá por objeto proporcionar la celeridad al 

procedimiento en la justa medida que esto sea posible, para realizar lo más pronto las 

actuaciones procesales hasta llegar a una resolución, y así evitar el alargue innecesario en el 

tiempo que proporcionaría una situación perjudicial para las partes, tanto para la víctima 

como para el imputado. 

 Lo anterior, busca resolver un problema existente, que se traduce en que se alargue 

en el tiempo de forma indefinida el procedimiento lo que es perjudicial para las partes, tanto 

para la víctima como para el imputado, porque aun cuando se encuentren en un órgano 

jurisdiccional de confianza buscando la solución pertinente a la litis planteada, no es una 
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situación agradable y es imposible no estar en una actitud constante de tensión hasta que 

este se resuelva. 

 El principio de concentración nos proporciona esta característica de permitir la 

unificación de los actos procesales en una sola audiencia, lo que trae consigo una 

optimización de recursos y celeridad, y que como comentamos, va de la mano con el 

principio de continuidad. 

 Mencionamos la optimización de recursos al realizar en un menor número de 

instancias los actos procesales predeterminados por ley para su correcto funcionamiento, lo 

que se traduce en que el órgano jurisdiccional pueda revisar un mayor número de casos en 

un menor tiempo, es decir, contribuye a la “economía procesal”.102 

 Esto va de la mano con el principio de continuidad, debido a que existe un espíritu de 

realizar lo más pronto posible todos los actos procesales que competan a una audiencia 

(celeridad), y que se resuelva rápidamente dentro de la unificación que busca este principio. 

 Por último, el principio de inmediación nos da la certeza jurídica de que el tercero 

imparcial se encontrará presente en cualquier momento dotado de facultad para resolver no 

sólo una resolución final como tal, sino que para resolver cualquier recurso o incidente que 

se dé durante el desarrollo del procedimiento. 

 Por lo que dicho principio se concentra en la fiabilidad y confianza que da la presencia 

física del juez en cada acto procesal y ergo audiencia, esto para poder ver de primera mano 

cada prueba desahogada que le ayudará para tomar las decisiones que se requieran, lo cual 

confirmará el correcto funcionamiento del sistema. 

 Es un gran acierto por parte de México tomar como modelo a Estados Unidos para 

establecer los principios rectores que buscarán ser los engranajes que permitan el 

funcionamiento del sistema acusatorio. 

 

                                                
102 Definición: “Este principio establece que se debe tratar de lograr en el proceso los mayores resultados posibles, con el 

menor empleo posible de actividades recursos y tiempos. Esto exige, entre otras cosas, que se simplifiquen los 

procedimientos; se delimite con precisión el litigio; solo admitan y practiquen pruebas que sean pertinentes y relevantes 

para la decisión de la causa.” 

 Ovalle Favela, José, Teoría General del Proceso, 7a. ed., México, Oxford, 2016, p. 220. 

 http://diccionariojuridico.mx/definicion/economia-procesal. 
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 Ésta es la clave para entender por qué es posible el desarrollo de la oralidad, ya que 

anteriormente México tenía un sistema inquisitivo donde todo se desarrollaba en forma 

escrita. 

 En cambio, Estados Unidos, siendo parte de la familia jurídica anglosajona siempre 

tuvo esta característica de oralidad en el desarrollo de sus juicios, lo que México entendió y 

adoptó para que el sistema acusatorio tenga una base de sustentación a través de estos 

principios, con el fin de garantizar la correcta impartición de justicia para la sociedad. 

 Es importante mencionar, que los sistemas penales que van hacia el futuro deben 

tener como eje central la oralidad, que es la única forma de poder aspirar a la perfección de 

un sistema acusatorio, en desmedro de lo engorroso de los sistemas de carácter escrito. 

 Esto, por la burocracia que genera un sistema acusatorio no oral, es decir, escrito, ya 

que no permite tener esta humanización y acercamiento al proceso penal que se necesita 

para que funcione correctamente y se traduce en un letargo, sumado a tribunales 

sobrepasados por la naturaleza de un procedimiento escrito, al no ser posible físicamente 

resolver tantos juicios en el mismo tiempo como si ellos fuesen orales. 

 Por tanto, la oralidad es la solución y el futuro para descongestionar tribunales, 

simplificar la tarea de los jueces y proporcionar a la sociedad soluciones expeditas que 

permitan un real acceso a la justicia, ciertamente lo consideramos un punto de partida que 

México adoptó para poder llegar al ideal de justicia planteado desde la antigüedad hasta 

nuestros días. 

 Pero, que un procedimiento sea oral no es suficiente para que este aspire a un ideal 

de perfección de impartición de justicia, por eso, que se encuentre dotado de principios es lo 

mínimo para garantizar su funcionamiento. 

 Sumado a lo anterior, es importante que se encuentre provisto de una estructura que 

permita llevar a la realidad los buenos deseos que se tiene por parte del Estado a través del 

procedimiento acusatorio y de esta forma, se pueda acceder a la justicia que la sociedad 

espera tener en su poder judicial. 

 

	 2.2. Estructura del procedimiento acusatorio 
 

2.2.1. México 
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Es cierto que México realizó una reforma procesal penal en el año 2008 lo que trajo consigo 

muchos cambios significativos que son objeto del presente trabajo de investigación, también 

es cierto que aun, cuando tuvo de inspiración al modelo procesal penal de Estados Unidos, 

este no es un fiel reflejo de aquel y menos en cuanto a su estructura, ya que es más extenso 

que el último mencionado. 

 

 En cuanto a México, el artículo 20, apartado A en su inciso primero, nos señala que: 

 

Artículo 20:  
A. De los principios generales: 
I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el 
delito se reparen.103 

 

 En tal sentido, es importante esclarecer que todo lo que se hace en el procedimiento 

penal tiene ese espíritu y es con esa mentalidad que tenemos que entender el sistema 

acusatorio. Fue así que México levantó los cimientos de lo que habla este trabajo.  

 México, no sólo tuvo como inspiración a Estados Unidos, sino que también miró a 

otros países latinoamericanos que habían adoptado la oralidad en un sistema acusatorio, y 

es por ellos que viene de otra corriente que vamos a denominar la corriente latina-europea 

del sistema procesal penal. 

 En ese tenor, México no quedó ajeno a dicho fenómeno de lo que es considerada la 

gran revolución de las reformas procesales penales que se dio en Latinoamérica, pasando de 

un sistema inquisitivo a uno acusatorio, donde este último es la esperanza y solución a los 

problemas de confianza y eficacia que tenían los países en sus sistemas como Chile, 

Colombia y nuestro país. 

 Como bien mencionamos en el capítulo anterior, se hará la comparación con base en 

el sistema acusatorio adoptado por México, es así que la primera fase es la etapa de 

investigación la cual se define como “aquella que busca reunir los elementos de convicción, 

de cargo y descargo, que permitan al fiscal decidir si formula o no acusación y, en su caso, al 

imputador preparar su defensa”.104 

                                                
103 CPEUM 
104 Chorres Benavente, Hesbert, y Pastrana Berdejo, Juan David, El Juicio Oral Penal, Técnica de Litigación Oral, México, 

Flores editor y distribuidor, 2009, p. 15.  
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 Es decir, es el punto de partida del proceso acusatorio, cuando existe un acto u 

omisión determinado como ilícito, y este se encuentre plasmado en el Código Penal, se 

buscará que el individuo responsable de dicho acto sea llevado ante el órgano jurisdiccional 

competente para que proceda una sanción y exista una reparación del daño hacia la persona 

que fue dañada en su esfera de derechos, denominada víctima. 

 Por otro lado, existió un fenómeno en Latinoamerica respecto a las reformas de 

procedimientos penales que se puede entender de la siguiente manera: 

 

Los países continentales europeos han experimentado con códigos acusatorios al 
menos desde 1808. Pero los países latinoamericanos no adoptaron códigos 
acusatorios hasta la década de 1990. Este intervalo de tiempo habla en contra de una 
fuerte identificación con Europa continental -o con Estados Unidos que presentó un 
sistema acusatorio incluso antes que Europa continental- por lo que fue una 
importante fuerza impulsora de las reformas.105 

 

 Es así, que teniendo como antecedente lo anterior, México se declina por ese estilo 

europeo continental que se acomodaba más a la realidad que tenía nuestro país, y la 

revolución latinoamericana se decantó por ese tipo de estructura diferente a la corriente 

anglosajona. 

 En ese sentido, México aun cuando tuvo como inspiración a Estados Unidos, no fue el 

único y declinó por una estructura europea, quienes también tenían una estructura del 

sistema acusatorio distinto al del país anglosajón como es el caso de Italia o Alemania, 

países que como ya apuntamos, tenían antecedentes de un sistema de dicha naturaleza, 

desde mucho antes. 

 Ahora, la estructura del sistema acusatorio mexicano se consagra en el artículo 211 

del CNPP, que señala lo siguiente: 

 

Artículo 211: “El procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 
I. La de Investigación que comprende las siguientes fases: 
a)Investigación inicial, que comienza con la presentación de la denuncia, querella y 
otro requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a disposición del Juez 
de control para que se le formule la imputación, e 

                                                
105 Langer, Máximo, Revolución en el Proceso Penal Latinoamericano: difusión de ideas legales desde la periferia,   

Centro de estudios de justicia de las Américas, Vol 55, 2007, p. 55. 

 http://www.biblio.dpp.cl/biblio/DataFiles/5312-2.pdf  
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b) Investigación complementaria, que comprende desde la formulación de la 
imputación y se agota una vez que se haya cerrado la investigación; 
II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la formulación 
de la acusación  hasta el auto de apertura del juicio, y     
III. La del juicio, que comprende desde que se recibe el auto de apertura a juicio 
hasta la sentencia emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

  

 Veremos de qué tratan dichas etapas, desarrolladas en un sentido amplio por ahora, 

para entender la justificación de por qué se tiene cada fase en el procedimiento actual, lo que 

se traduce en el sistema acusatorio que tanto hemos mencionado, producto de años de 

evolución de la impartición de justicia en México. 

 Lo anterior, denota que el procedimiento penal mexicano consta de 3 fases bien 

delimitadas en su sentido amplio donde la primera de ellas es una etapa donde se realiza 

una investigación de un hecho que se configura como un delito. 

 La etapa de investigación es para “determinar si hay fundamento para abrir un juicio 

penal en contra de una o varias personas mediante la obtención de la información o 

recolección de los elementos que permitan fundar, en su caso, la acusación y garantizar el 

derecho a la defensa del imputado.”106 

  Es decir, busca determinar si existen elementos suficientes por parte del Ministerio 

Público para, por una parte, determinar que existen elementos suficientes donde un hecho se 

configura como delito y segundo, saber quién es la persona responsable de haber cometido 

dicho acto delictual. 

 Posterior a ello, viene una etapa intermedia, donde “el Ministerio Público realiza la 

acusación por escrito y el juez de control da vista a la contraparte con el curso respectivo, las 

partes ofrecen pruebas por escrito ante el juez de garantía, también la oportunidad de salidas 

alternas de solución de controversias, y el juez de garantía realiza dicha audiencia donde 

dicta auto de apertura a juicio oral o la niega”.107 

 Es, por tanto, para depurar las pruebas, es decir, aquellas que sirven para dilucidar la 

verdad del asunto, por sobre las que solo dilatan el proceso y no le aportan nada nuevo, 

además de su procedencia y saber si serán objeto de contradicción por la parte no oferente 

en un supuesto juicio. 
                                                
106 González Obregón, Diana Cristal, “La importancia de la teoría del caso en el Procedimiento Penal Acusatorio Mexicano, 

Foro jurídico, México, núm. 98, noviembre 2011, p. 36. 
107 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, Introducción a los Juicios Orales en Materia penal, apuntes sobre el pasado, 

presente y futuro enjuiciamiento criminal en México, 2a. ed., México,  Editorial Porrúa, 2014, p. 67. 
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 Existe también la posibilidad de que el procedimiento culmine ahí, “la etapa que se 

identifica como intermedia inicia cuando el fiscal presenta la acusación ante el Juez de 

Control. En esta etapa se pueden presentar excepciones, acuerdos probatorios, se admiten o 

rechazan pruebas,  y termina cuando el Juez de Control envía el auto de apertura a Juicio al 

Tribunal de Enjuiciamiento”.108 

 En dicha etapa, se puede optar por esos acuerdos reparatorios o suspensión 

condicional del proceso que permitirá que tanto el imputado como la víctima hayan quedado 

satisfechos y, por tanto, se extinga la acción penal. Pero, en el segundo no se extingue la 

acción civil al culminar el proceso de forma anticipada, y es posible desde la etapa de 

investigación, en específico desde el auto de vinculación a proceso hasta antes del auto de 

apertura a juicio oral. 

 Aunado a ello, existe el procedimiento abreviado, el cual permite una pena menor a 

cambio de la aceptación del delito que se le imputa a un individuo, al cual se le reduce la 

pena y se le otorgan otros beneficios; el procedimiento lo solicita el Ministerio Público, quien 

tiene la oportunidad procesal desde la vinculación a proceso hasta el auto de apertura a 

juicio oral. 

 Por último, una tercera fase es el juicio oral, donde “las partes procesales ante el juez 

o Tribunal de Juicio Oral, empezará el juzgador por individualizarlas y dar a conocer 

públicamente el contenido del auto de apertura, los acuerdos probatorios, las pruebas 

admitidas, y dará uso de la voz al fiscal para que exponga los hechos y las pruebas que 

corresponden a su teoría del caso”.109 

 Se da entonces la instancia para que se vierta todo lo fijado en la etapa anterior, y se 

controvierte el hecho de que exista un delito y si este es imputable a una persona más allá de 

toda duda razonable, dando al final una resolución del juez que está a cargo del asunto en 

cuestión. 

                                                
108 Iglesias Gutiérrez, Estrella A, “Perspectivas del Derecho”, García Ayala, Esperanza de Jesús y Reyes López, Aracely 

(coord.), Etapas del Nuevo Sistema Acusatorio Adversarial,  México, Vlex, 2017, p. 407. 
109 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., “Introducción a los Juicios Orales..., p. 105. 
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 También, podemos señalar que el juicio oral citado es “a cargo del juez de instrucción, 

ante cuya presencia se desahogarán las pruebas en forma oral y pública, se deberá resolver 

al poco tiempo de terminada la audiencia, con base en lo que escuchó y vio.”110 

 Es decir, es una audiencia donde las partes exponen sus puntos de vista para que 

finalmente el tercero imparcial, dirima una vez culminada la audiencia, ya que se encuentra 

con todos los elementos que le permitan emitir un fallo. 

 Así, se configura a grandes rasgos el sistema acusatorio de México; lo que podemos 

ver es que consta de una etapa donde se realiza una investigación para determinar qué fue 

lo sucedido y si es constitutivo de delito, lo que deberá ser probado y refutado a través de 

medios de prueba, que se desahogarán con posterioridad en un juicio oral. 

 

2.2.2. Estados Unidos de América 
 

Estados Unidos no ha tenido ninguna reforma sustancial en su sistema acusatorio a 

diferencia del caso de México, y tiene en el fondo el mismo procedimiento de siempre, pero 

con variantes al no ser universal para todo el país, sino que cambia dependiendo del Estado, 

debido al régimen federalista que mencionamos con anterioridad, por lo que para la materia 

que nos compete, debemos entender que de manera general o federal es como describimos 

dicho procedimiento. 

 Aunado a lo anterior, también debemos entender que existen distinciones en el 

proceso según la escala de gravedad de la falta en relación con la pena posible por el delito 

que se esté imputando a una persona, es por ello que se intentará describir en términos 

generales cómo se desarrolla el procedimiento en cuanto a las cosas comunes que es propio 

de él. 

 Por lo que debemos entenderlo como una serie de actos procesales que conforman el 

sistema acusatorio de Norteamérica, la cual se puede dividir en dos fases, una etapa de 

investigación y una del juicio como tal. 

 La primera de ellas, además de investigación desformalizada y formalizada, contiene 

mucho más como es la posibilidad de negociación entre las partes y dependiendo de la 

gravedad del delito, tiene algunas salvedades si es uno u otro. 

                                                
110 Juárez Cacho, Ángel, El Amparo y las Audiencias, en el proceso Penal Acusatorio y Juicio Oral, México, Raúl Juárez 

Carro, 2010, p. 41. 
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 Así, las investigaciones que se realizan en esta etapa pueden ser proactivas o 

reactivas, y el Gran Jurado tiene la posibilidad, en las dos primeras, de llevarlas a cabo el 

fiscal o “prosecutor” como tal a través de la policía, y en el segundo, un grupo de personas 

denominadas, como fue mencionado. En ese sentido, podemos inferir lo siguiente respecto a 

las investigaciones: 

 

Los estudiosos del proceso penal clasifican usualmente los procedimientos policiales 
de investigación previa y, distinguen entre investigaciones dirigidas a resolver 
crímenes concretos ya cometidos (descritas comúnmente como investigaciones 
reactivas), e investigaciones dirigidas a actividades criminales presentes o futuras 
desconocidas, pero previstas (descritas comúnmente como investigaciones 
proactivas).111 

 

 Dichas investigaciones son realizadas por la policía, con posterioridad entregan lo 

indagado a un fiscal quién será el que realice la formalización del caso, si así cree que es 

posible con las pruebas obtenidas, para lo cual trabajan en conjunto estos dos organismos 

en la persecución de delitos. 

 El tercer tipo de investigación es a través del Gran Jurado con ayuda de un 

prosecutor; esta institución jurídica que como vimos proviene del derecho medieval inglés, en 

específico del Tribunal del Canciller (como se desarrolló en el capítulo 1) en donde se 

aplicaba la equity. 

 Las investigaciones anteriormente mencionadas, son llevadas a cabo por fiscales en el 

sentido que “para cierta clases de delitos, la mejor herramienta de investigación es la citación 

judicial, por medio de la cual un tribunal ordena directamente a una persona que comparezca 

en un trámite particular, con el fin de testificar y presentar pruebas físicas específicas (por 

ejemplo, documento) que tenga en su poder.”112 

 Lo anterior, para que se entienda que no es el Gran Jurado el que investiga como tal, 

sino un fiscal que se encuentra a cargo y dirige a esta institución jurídica, ya que, al no ser 

expertos en investigaciones criminales, es el prosecutor el que hace posible que estas sean 

efectivas, aun cuando son las menos usadas. 

                                                
111 Israel, Jerold H. et al., Proceso Penal y Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica, casos destacados del 

Tribunal Supremo y texto introductorio, Valencia, Tirant lo Blanch, 2012, p, 52. 
112 Ibidem, p. 56. 
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 Con posterioridad a la investigación, estamos ante el charguing, donde “un fiscal 

presentará la evidencia a un grupo imparcial de ciudadanos llamado Gran Jurado. Se puede 

llamar a los testigos para que testifiquen, se muestran pruebas y se presenta un resumen del 

caso a los miembros del Gran Jurado”.113 

 Como veremos en el capítulo 3, este tiene la capacidad de acusar si se cree contar 

con elementos suficientes para suponer que se encuentran en presencia de un delito 

cometido por un individuo, pero se ha aclarado que usar un Gran Jurado es sólo para 

algunas clases de delitos, en otras acusa un prosecutor de manera particular. 

 Con posterioridad, existe el denominado Initial Hearing, “en la audiencia inicial, un juez 

(por lo general un juez de instrucción) le notifica al acusado de las acusaciones radicadas en 

su contra, decide si el acusado debe quedarse en detención preventiva pendiente al juicio 

oral y público y decide si existe “motivo fundado” para suponer que se ha cometido un delito 

y que el acusado fue quien lo cometió.”114 

 Al acusado se le asigna un abogado defensor que puede ser nombrado por él mismo, 

o de oficio por el Tribunal competente y se toman los resguardos necesarios para asegurar la 

comparecencia al posterior juicio oral y público que puede llegar a esta etapa. 

 Antes del juicio, existe una instancia denominada Plea Bargaining, que es una 

“negociación entre el abogado defensor y el fiscal. Por lo general, en la negociación de la 

declaración de culpabilidad, el acusado acepta declararse culpable a cambio de una 

reducción de cargos o reducción de sentencia.”115 

 Dicha negociación, para ratificarse, debe ser presentada ante un juez quien verá que 

no existe inconveniente y todo se encuentra conforme a derecho, aunque no se contempla la 

gravedad de la pena, y solamente si se encuentra dentro del marco normativo legal tiene el 

fiscal para sí, el poder de fijar la sanción. 

                                                
113  United States Department of Justice, Offices of the United States Attorneys,  

https://www.justice.gov/usao/justice-101/charging. 
114 Oficina Administrativa de los Tribunales de los Estados Unidos, “El sistema Federal Judicial en los Estados Unidos, 

presentación para jueces y personal administrativo del ramo judicial en países extranjeros”, Thurgood Marshall Federal 

Judiciary Building, Washington, D.C, 2000, p. 24. 

https://photos.state.gov/libraries/argentina/8513/faqUSA/fedjudsistema.pdf 
115 The Process of Criminal Justice, 

https://www.cliffsnotes.com/study-guides/criminal-justice/the-criminal-justice-system/the-process-of-criminal-justice  
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 Con ello, termina la primera etapa que denominaremos investigation, pasando a la 

segunda etapa en caso de que el acusado no se declare culpable denominada Trial, la cual 

será fijada por el juez que conoce del caso para su posterior celebración que será pronta en 

el tiempo. 

 Aunque son los menos casos que llegan a esta instancia, al igual que en México, 

viene la etapa del juicio, donde se “examina la evidencia para decidir si «más allá de una 

duda razonable», el acusado cometió el delito en cuestión. Un juicio es la oportunidad del 

gobierno para argumentar su caso, con la esperanza de obtener un veredicto de 

«culpabilidad» y una condena del acusado.”116 

 Por lo que, podemos establecer que se compone de dos etapas como lo son 

investigación y juicio, de manera federal con las particularidades que tiene cada Estado, pero 

en el fondo, estos son los dos pasos que debe atender todo proceso de Estados Unidos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
116 Criminal Trial Overview,  

https://criminal.findlaw.com/criminal-procedure/criminal-trial-overview.html  
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2.2.3. Comparación de las estructuras de procedimientos penales 
 

De los procedimientos explicados anteriormente en específico la estructura de los sistemas 

procesales de México y EE.UU., y con un el ejercicio de confrontación entre ambos países 

como hemos señalado que haremos, podemos inferir los siguientes tópicos: 

 

Criterio México Estados Unidos 
Tipo de procedimiento Mixto Acusatorio 
Desarrollo Oral Oral 
Etapas Investigación, intermedia 

y juicio oral 
Investigación y juicio 

Investigación Se divide en una no 
judicializada y 
judicializada 

Durante toda la 
investigación se tienen las 
mismas facultades 

Sujeto acusa Fiscal Fiscal o Gran jurado 
Prueba Existe fase de depuración 

de esta 
Todo es posible verterlo en 
un eventual juicio 

Negociación No existe una 
obligatoriedad en esta 
materia 

Plea Bergaining 

Desarrollo del Juicio  Alegatos, interrogatorios y 
sentencia 

A diferencia de México 
contiene también una 
instrucción a un jurado que 
decidirá sobre el asunto 

Influencia del 
procedimiento 

Europeo Inglés 

 

 
La diferencia sustancial que podemos ver entre estos dos procedimientos es la cantidad de 

etapas que tiene cada uno, pero esto no necesariamente representa calidad y no parece algo 

importante de destacar, porque a lo que debemos poner atención es a las funciones que 

realiza cada uno para ver sus distinciones. 

 En ello, México tiene un procedimiento universal y bien definido que es igual en 

cualquier parte del país, cosa que no es así en Estados Unidos, ya que cada Estado tiene la 

potestad para poder realizar reformas al procedimiento que considere pertinente para su 

eficacia. 
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 Lo que trae consigo un desapego a la universalidad del procedimiento acusatorio, 

aunque esto en la práctica no se da tanto por venir todos de la misma familia jurídica y tener 

las mismas costumbres que los constituye como país, hace que de cierta forma exista una 

cohesión, entendido que no existe ningún Estado que tenga un proceso de 3 etapas como 

México. 

 Podemos ver también que ambos tienen procesos con una etapa de investigación 

como tal, pero en Estados Unidos es más amplia en cuanto a la cantidad de funciones, a 

diferencia de México, donde existe otra etapa posterior que realiza alguna de las funciones, 

como el auto de apertura a juicio oral. 

 Ello trae consigo una agilidad procesal en el primero, pero esto se da porque México 

prefirió agregar otras funciones que no están contempladas en el primero, como una amplitud 

de esta, como vemos en el tema de las pruebas, con la finalidad de hacer más ágil la tercera 

etapa del juicio oral. 

 En efecto, es un tema de compensación, porque mientras Estados Unidos privilegia 

que en un eventual juicio se desahogue todo aquello que fue investigado, México prefiere 

tener una especie de filtro que se compensará, por lo mismo, en un juicio de menor duración. 

 No consideramos ninguno mejor en este sentido, sino más bien es un tema de 

preferencia jurídica en la cual no es una mejor o peor, sólo podemos pensar que son 

distintos, pero que buscando la justificación de una u otra nos parece que es como se piensa 

que existe una pronta y expedita justicia para cada uno y de mejor manera. 

 También Estados Unidos tiene más funciones en su etapa de investigación, ya que  

esta parte engloba la etapa intermedia que tiene México, lo que nos hace pensar que lo que 

realmente importa es la cantidad de funciones y si estas son positivas para el proceso de 

nuestro país. 

 Dichas funciones, se verán en el capítulo 3 y el 4 del presente trabajo de investigación, 

lo que podemos dilucidar aquí es que las estructuras, al tener la misma inspiración de un 

sistema acusatorio son efectivas como tal, porque se basan en los mismos principios y 

buscan la verdad empírica basadas en la oralidad y publicidad. 

 Como ya fue tratado, son las bases de los dos procedimientos las que nos permiten 

pensar que, estos constituyen la clave para que ambas estructuras se consideren válidas a la 

hora de pensar en procedimientos acusatorios, es que no consideramos uno mejor en 

desmedro del otro, sino que simplemente uno es norteamericano y otro europeo - 

Continental, pero alineados en la misma línea jurídica que los hace efectivos para nosotros. 
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	 2.3. Sujetos procesales 
 

2.3.1. Víctima y Asesor jurídico  
 

	 2.3.1.1. La Victima y Asesor jurídico en el sistema procesal penal de México 
 

La victima es uno de los sujetos procesales que interviene en el sistema acusatorio 

mexicano, es decir, es la persona que recibe en su esfera jurídica una afectación que es 

susceptible de ser un delito por lo que es la persona denominada víctima. 

 En otras palabras, “se le vincula con el sujeto pasivo del delito, que corresponde al 

titular del bien jurídicamente tutelado que ha sido dañado; sobre él repercuten las 

consecuencias de la conducta típica, razón por la que también, se le identifica bajo la 

expresión “víctima”.117 

 Es decir, la conducta típica que recae sobre dicha persona que se encuentra detallada 

en nuestro código penal como un delito, el cual debe ser perseguido y castigado por el 

Estado a través de la institución jurídica creada para ello como lo es la policía y el Ministerio 

Público. 

 Por tanto, dicha conducta que recae sobre este sujeto pasivo debe cumplir dos 

requisitos, por una parte, ser un acto que se encuentre descrito en el Código Penal como un 

delito y que exista una afectación a la esfera jurídica de la persona denominada víctima. 

 Aunado a lo anterior, hay que distinguir entre víctima y ofendido ya que como 

mencionamos “se considera como víctima a la persona que ha sufrido directamente el daño 

provocado por la acción u omisión de un hecho delictivo. En cambio, el ofendido es la 

persona que resiente indirectamente el daño sufrido por la víctima ante un hecho delictivo; 

generalmente, los ofendidos son los parientes consanguíneos, políticos o civiles de la 

víctima”.118 

 Es así, que la “Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito para el Distrito 

Federal” realiza una distinción entre ambos sujetos procesales señalando lo siguiente: 

                                                
117 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., El Juicio Oral Penal..., p. 51. 
118 Valadez Díaz, Manuel. et al., op. cit., p. 212. 
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Artículo 7: Se entiende por víctima a la persona que haya sufrido daño, como 
consecuencia de acciones u omisiones realizadas en su contra, tipificadas como delito 
y sancionadas por la legislación penal. 
Artículo 8: Se entiende por ofendido al titular del bien jurídico lesionado o puesto en 
peligro que asume la condición de sujeto pasivo del delito.119 

 

 Aunque existe una diferencia sustancial entre los dos conceptos es también menester 

mencionar que generalmente dicho sujeto es la misma persona, ya que sobre quien recae el 

daño tipificado como delito es la persona que recibe la afectación de un bien tutelado. 

 La aclaración mencionada, es para que situemos que la víctima en un caso en 

particular es aquella que recibe el daño de forma directa de una acción mencionada como 

delito en nuestro código y ofendido, en cambio, es sobre quién recae esa afectación que 

realiza la acción en su esfera jurídica. 

 Este sujeto jurídico es importante, porque no es solo la persona que recibe el daño de 

forma directa en su esfera jurídica, sino que también es parte de la acreditación que se 

necesita para que una persona sea culpable de un delito; es también la persona que puede 

realizar la denuncia frente al organismo competente para ello. 

 

Es por ello, que respecto a una facultad de la víctima podemos entender lo siguiente: 

 

La víctima o el ofendido son las personas que pueden denunciar, directamente, la 
comisión u omisión de un hecho delictivo que les afecte en sus bienes jurídicos, ante 
el Ministerio Público, el cual tiene la obligación de investigar todo lo concerniente a ese 
hecho delictivo; si no lo hiciese como corresponde, la víctima o el ofendido podrán 
solicitar ante el juez competente o ante el Procurador General de Justicia, la revisión 
de la negativa del Ministerio Público para investigar el caso denunciado.120 

 

 Por lo que, además de ser la persona afectada en su esfera jurídica, en los delitos, en 

especial de querella es el principal actor, ya que este es un derecho que se traduce como 

que los sujetos procesales son los únicos que pueden realizar la denuncia ante el órgano 

competente para poner en funcionamiento el sistema judicial. 

 Ello, es importante para la persecución de delitos por parte del Estado a través de su 

institución competente para dicha función, ya que sin esa denuncia sería imposible investigar 

algunos delitos de dicha naturaleza, o más bien sin el interés de la víctima sería de dificultad 

                                                
119 LAAVD 
120 Idem. 
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extrema el resolver casos por parte del Ministerio Público al no contar con el punto de partida 

que los faculte para esa función. 

 Pero, esa no es la única función que tiene y nos interesa sobre la victima u ofendido, 

no debemos perder de vista que “el delito es una conducta que causa daño a la víctima y a la 

sociedad, de modo que la solución se busca estableciendo responsabilidades y obligaciones 

para la persona que delinquió, con mira al futuro, entre ellas, la de reparar el daño para que 

la conducta delictiva no se repita”.121 

 Es decir, la víctima u ofendido están no sólo para realizar una denuncia sobre lo que 

sucedió y que tenga como resultado una investigación, aunado a ello buscarán ser 

compensados si es que no se pudiese reparar como tal, si se puede reparar que se realice o 

por último una restitución, buscando el más viable en cada caso en particular. 

 Ello, se realiza en el mismo procedimiento y es una de las cosas que se deben 

resolver como parte de la litis en cuestión, pero no lo realiza directamente la víctima u 

ofendido, sino que se hace por medio de un sujeto procesal denominado asesor jurídico. 

 El asesor jurídico tiene fundamento en nuestro CNPP en el artículo 110, el cual 

menciona lo siguiente: 

 

artículo 110: “En cualquier etapa del procedimiento las víctimas u ofendidos podrán 
designar a un asesor jurídico, el cual deberá ser licenciado en derecho o abogado 
titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el inicio de una intervención 
mediante cédula profesional. Si la victima u ofendido no puede designar uno 
particular, tendrá a uno de oficio. 
(...) 
La intervención del asesor jurídico será para orientar, asesorar o intervenir legalmente 
en el procedimiento penal en representación de la víctima u ofendido. 
En cualquier etapa del procedimiento las víctimas podrán actuar por sí o a través de 
su asesor jurídico, quien sólo promoverá lo que previamente informe a su 
representado. El asesor jurídico intervendrá en representación de la víctima u ofendido 
en igualdad de condiciones que el defensor.122 

 

 Se traduce en que el asesor jurídico será el encargado de velar por los derechos de la 

víctima u ofendido y en específico que estos sean subsanados en el procedimiento 

                                                
121 González Torres, Mónica, “Justicia Restaurativa: una mirada a las necesidades de la víctima, la parte ofensora y la 

comunidad”, Ciencia Jurídica, México, Universidad de Guanajuato, núm. 15, 2019, p. 95.  
122 CNPP 
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acusatorio que se encuentren, como se señala en el párrafo anterior actuando siempre 

conforme a los intereses de la víctima u ofendido y con previa autorización. 

 El asesor jurídico, es un sujeto procesal distinto del Ministerio Público, ya que mientras 

el primero se dedica a tutelar por el bien jurídico afectado por su representado, el segundo se 

dedica a la persecución de delitos y que sean castigados por parte del Estado para preservar 

la seguridad social, sin tener en cuenta los intereses de la víctima u ofendido. 

  

 En ese sentido, el objetivo es: 

 

Con este sujeto procesal se pretende un mayor equilibrio a favor de la víctima u 
ofendido, al fungir como un profesional que puede representarlo, con facultades para 
intervenir al mismo nivel del defensor, y que, en su caso, puede solicitar la efectiva 
reparación del daño o proponer la solución a conflictos mediante acuerdos 
reparatorios equitativos, entre otras funciones de coadyuvancia que puedan surgir a lo 
largo del procedimiento.123 

 

 Lo anterior, permite tomar en cuenta a este sujeto procesal, porque en el caso de no 

existir dicha figura procesal, cómo se podría velar por los intereses de la víctima u ofendido, 

la respuesta inmediata sería el mismo, pero al no ser un experto del derecho como sí lo es el 

asesor, queda en desventaja en cuanto al equilibrio procesal que se busca, al no contar con 

las mismas posibilidades de solucionar el conflicto, porque no conoce el alcance del sistema 

acusatorio, por lo que es importante la ayuda del sujeto procesal para realmente velar por los 

bienes jurídicos tutelados afectados de dicha persona. 

 Con ello, es posible pensar que “en el sistema acusatorio haya una aproximación al 

criterio de igualdad, el asesor jurídico de la víctima debe contar con la posibilidad de poder 

indagar e investigar materialmente en las mismas condiciones que lo hace el fiscal”.124 

 Y así, exista un efectivo cuidado de los intereses personales de la víctima, y no sólo 

en desmedro de los intereses que tenga la sociedad para la restitución del daño que cometió 

en una persona. 

 

                                                
123 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., El Juicio Oral Penal..., p. 54. 
124 Hernández Aguirre, Christian Norberto, “Derecho de defensa y asesoría jurídica, su garantía para el imputado y víctima 

en el sistema penal acusatorio mexicano”, Alegatos, México, núm. 90, mayo/agosto 2015, p. 275. 
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	 2.3.1.2. La Victima en el sistema procesal penal de EE.UU. 
 

Por otra parte, en Estados Unidos, hay que señalar que “la víctima u ofendido no tiene rol 

formal procesal, sin que pueda observar, presentar testimonio en caso de ser llamado por el 

abogado fiscal o defensor y, en algunos estados tiene además que ser notificado de los 

pasos procesales principales”.125 

 Siendo así, esta es una de las primeras diferencias entre ambos países al no ser parte 

del proceso como tal, sino más bien un participante pasivo con un interés para que se 

resuelva dicho juicio, pero sin ser este principal interés del individuo, ni menos el 

resarcimiento del daño. 

 Es por ello, que “para la víctima u ofendido, no hay equilibrio procesal en Estados 

Unidos, porque no se considera parte del proceso. El fiscal está encargado de cuidar los 

intereses de ellos. Sin embargo, este encargo puede entrar en conflictos con los intereses de 

la sociedad o de la misma institución fiscal”.126 

 El fiscal de primer orden debe castigar al acusado por el delito que haya cometido por 

sobre los intereses de la víctima, es decir, lo primero es la seguridad de la sociedad y 

después los intereses del particular, por lo que es la sociedad por sobre el individuo y en 

caso de un conflicto entre ambos, el fiscal está obligado a decantarse por el primero por 

sobre el segundo. 

 En este sentido, el fiscal tiene para sí la decisión de acusar, donde la víctima es 

tratada como un testigo más y sólo es importante cuando sea requerida por el sujeto, 

entendiendo que no es parte como tal en el procedimiento como lo comentamos 

anteriormente, para pasar a ser solamente un testigo más, pero que tiene la particularidad 

que fue la persona sobre quién recae el daño de la acción u omisión, denominada delito. 

 Aunado a ello, “la víctima, lesionada en su persona, queda en la sombra o tras el 

Ministerio fiscal y puede también presentar su denuncia como parte civil, en el proceso penal 

                                                
125 Cassel, Douglas, “El sistema procesal de Estados Unidos”, en Storme, Marcel y Gómez Lara, Cipriano (coord), XII 

Congreso Mundial de Derecho Procesal, México, Universidad Nacional Autónoma de México, vol IV: Sistemas de 

enjuiciamiento penal y sus órganos de acusación,  2000, p. 354. 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1655/10.pdf 
126 Ibidem, p. 360. 
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iniciado por el fiscal”127, lo que se traduce en que la víctima para velar por sus intereses 

particulares deberá realizar el trámite vía civil, porque por la vía penal será el fiscal el 

protagonista y velará por los intereses generales por sobre los particulares. 

 Una posición marginal comparada con México, que ha buscado darle un protagonismo 

mayor dentro del proceso acusatorio como tal, y que llega incluso a su reconocimiento como 

sujeto procesal, que permite también velar por su bien tutelado afectado dentro del proceso y 

que sea tomado en cuenta para su posterior resarcimiento del daño. 

 Esta diferencia es fundamental, porque el enfoque de la parte activa es distinta al 

considerar prioritarios los intereses de la víctima u ofendido, dentro de lo que se debe 

subsanar en el proceso, distinto de la tarea del fiscal de Estados Unidos, donde lo más 

importante es preservar la paz y seguridad social, y castiga a la persona que transgrede las 

leyes penales. 

 Es así, que el Federal Rules of Criminal Procedure en su regla 60, numeral 6 que 

habla sobre los derechos de la víctima en el proceso criminal federal, en su última parte 

señala lo siguiente: 

 

Regla 60: 
(6) Sin nuevo juicio. El hecho de no permitirle a la víctima ningún derecho descrito en 
estas reglas no es motivo para un nuevo juicio.128 

  

 Lo que denota la importancia que tiene la víctima dentro del procedimiento, el cual es 

de segundo orden y no prioridad para asegurar un debido proceso; esto es lo importante para 

el fiscal como lo hemos mencionado a través de párrafos anteriores, castigar al probable 

responsable por el delito que se le esté imputando. 

 En tal sentido, podemos señalar que, en Estados Unidos, “las víctimas no 

desempeñan actualmente ningún papel formal en la decisión de acusación. Los estatutos 

que autorizan el enjuiciamiento no mencionan a las víctimas, ni las directrices internas 

                                                
127 Peters, Tony, “La Policía y las víctimas del delito”, en Beristain, Ipiña, Antonio y de la Cuesta Arzamendi, José Luis, 

Victimología: VIII Cursos de verano en San Sebastian = VIII Udako Ikastaroak Donostian, España, Universidad del 

País Vasco,  1990, p. 30. https://dialnet.unirioja.es/servlet/libro?codigo=8609 

https://www.ehu.eus/documents/1736829/2030810/05+-+Policia+y+victimas.pdf 
128  Federal Rules of Criminal Procedure, 

 https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_60 
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emitidas por el poder ejecutivo. Cuando las víctimas han recurrido a los tribunales para 

impugnar al fiscal acusando la decisión, no han recibido ningún alivio”.129 

 Nos parece un acierto por parte de México, hacer parte del proceso acusatorio a la 

víctima u ofendido, porque si buscas castigar a una persona debe ser también para poder 

subsanar un daño que haya hecho sobre aquella que fue quien recibió dicho 

desencadenamiento de acciones que hicieron una afectación en su bien jurídico. 

 En esa línea, es importante “solucionar directamente el problema entre la víctima y el 

autor, esto vale más que una solución penal. En este caso se toman distancias respecto del 

proceso penal en cuanto mecanismo de solución válido para la resolución de los problemas 

que se plantean entre la víctima y el autor”.130 

 El procedimiento acusatorio debe tener esta dualidad para nosotros, que nos permita, 

por un lado, castigar a aquellas personas que realizan una acción u omisión que esté 

tipificada como delito y que se resarza el daño a la víctima u ofendido, que es uno de los 

principales interesados en que se resuelva dicho juicio. 

 Aunado a ello, también creemos que el Estado debe ser el principal benefactor sobre 

las víctimas de un delito, el que “tiene un derecho fundamental a un servicio especial que 

comprenda tanto la acogida, acompañamiento y, si es preciso, la asistencia en todas sus 

facetas, así como el derecho a una compensación por los daños sufridos”.131 

 Lo anterior no lo desconoce Estados Unidos, pero creemos que dicha tarea la realiza 

un asesor jurídico en el proceso penal, figura existente en México y que permite a plenitud 

que dicha situación ocurra, donde el Estado se hace cargo de su deber, y reconoce entonces 

que las victimas también son partes de un proceso penal. 

2.3.2. Policía 

	 2.3.2.1. La Policía en el sistema procesal penal de México 
 
En México, el Ministerio Publico es el encargado de dirigir y administrar todos los actos que 

realiza la policía de investigación, pero en los actos de flagrancia, por la propia naturaleza, 

los policías actúan de iniciativa propia. 

                                                
129 Welling, Darah N, “Victims in the Criminal Process: A Utilitarian Analysis of Victim Participation in the Charging 

Decision”, Arizona Law Review, Vol. 30, 1988, pp. 94 - 95. 
130 Peters, Tony, op. cit., p. 32.  
131 Idem. 
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 Es así que el CNPP en su artículo 132 señala: 

 

Artículo 132: Obligaciones de la Policía, 

El Policía actuará bajo la conducción y mando del Ministerio Público en la 

investigación de los delitos en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución.132 

 

 Queda claro que la policía actúa bajo las órdenes del Ministerio Público encargado de 

realizar la acción penal, y conduce en cierta forma la investigación en todo momento, por lo 

que es un trabajo en conjunto para poder dilucidar la verdad de los hechos que le competan. 

 

 Pero, la policia es un agente importante para descubrir la verdad: 

 

Las policías tienen una responsabilidad muy importante en el sistema acusatorio, 

puesto que tienen que coordinarse de manera horizontal con peritos y agentes del 

Ministerio Público en la investigación y para el adecuado esclarecimiento de los 

hechos. Las Policías tienen mayores funciones de iniciativa propia para la adecuada 

preservación del lugar de los hechos y para evitar que se pierdan y contaminen los 

medios prueba.133 

 

 En tal sentido, aunque se establezca una relación horizontal parece más de carácter 

vertical por esta subordinación de la policía hacia el Ministerio Público en los actos de 

investigación, cosa que pareciera que al final solo es un mero recolector de pruebas para que 

dicho sujeto procesal pueda realizar la acción penal. 

 Otra característica es la recolección de pruebas producto de la no contaminación y 

que no se extravíen, lo que es muy importante porque será la herramienta para que el 

Ministerio Público pueda probar sus pretensiones en el procedimiento que lleve a cabo, lo 

                                                
132 Urosa Ramírez, Gerardo, op. cit., p. 50. 
133 González Obregón, Diana, Una nueva cara de la justicia en México: aplicación del código nacional de procedimiento 

penales bajo un sistema acusatorio adversarial, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2014, p. 75. 
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que se traduce en que la policía debe tener una técnica impecable para dichos actos de 

recolección, debiendo tener un nivel de profesionalismo importante, ya que es una pieza 

clave para que se pueda ejercer con éxito la acción penal. 

 Las acciones de investigación a las que nos referimos para recolectar pruebas son 

“preservar el lugar de los hechos para garantizar la integridad de los indicios; recolectar y 

resguardar objetos relacionados con la investigación de los delitos; entrevistar a las personas 

que pudieran aportar algún dato o elemento para la investigación”134, entre otras labores. 

 Lo que requiere un nivel de profesionalismo que vino con la llegada del nuevo sistema, 

porque tuvo que haber un cambio de habilidades de lo que la policía era capaz de realizar, ya 

que ella es una pieza clave para la recolección de información, lo que permitirá saber qué fue 

lo que pasó y sostener dicha teoría en el tiempo, pero esto siempre bajo el tutelaje del 

Ministerio Público.“Para iniciar un proceso penal, en lugar de averiguación previa, se llevará 

a cabo una investigación para establecer que el delito ocurrió, y acreditar el cuerpo del delito 

para culpar al acusado, donde se demostrará su posible participación.”135 

 Esto pareciera un juicio a priori, pero si no se encuentra convencido el Ministerio 

Público a través de la policía de que una persona es culpable de cierto delitos, no se puede 

ejercitar la acción penal, lo que parece acertado, es decir, pensar que la persona llevó a cabo 

el delito y se cuenta con pruebas que demuestran aquello, sin existir una versión posible 

distinta a contrario sensu. 

 Por tanto, a la policía “le corresponde iniciar e integrar la investigación, cuando así 

proceda, practicando las diligencias inmediatas procedentes cuando se desprendan indicios 

de la comisión de conductas delictivas, a partir de las declaraciones de los testigos 

presenciales; además deberán practicarse peritajes, cuando sea necesario, para reforzar las 

declaraciones de los testigos oculares”.136 

 Todas las funciones de la policía son parte de la cadena de custodia, la cual trata de 

preservar correctamente hasta que se desahogue la prueba en un juicio; lo contrario puede 

resultar hasta en el desechamiento de pruebas por mala preservación o hasta asegurar el 

éxito del Ministerio Público por un correcto desempeño de la policía en la recolección de 

pruebas, que permita sustentar la teoría de este en un eventual juicio. 
                                                
134 Urosa Ramírez, Gerardo, op. cit., pp. 59 – 60. 
135 Congreso de la Unión, Reforma Constitucional de Seguridad y Justicia, Guía de consulta de México, julio de 2008, p. 3. 
136 González González, Jesús, Los juicios orales en México, su debida impartición de justicia, editorial Trillas, México, 

2015,  p. 181. 
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	 2.3.2.2. La policía en el sistema procesal penal de EE.UU. 
 
En Estados Unidos, la policía realiza la misma función en cuanto a lo descrito en párrafos 

anteriores, en ese sentido “la primera fase en el proceder de lo que eventualmente puede 

acabar en una acusación por delito más grave y grave es, muy frecuentemente, la 

investigación previa a la detención realizada por la policía”.137 

 En ese sentido, la policía realiza una detención en cuanto cree tener los indicios 

necesarios para pensar que un individuo es probable responsable de un delito que se haya 

cometido, lo que es una investigación previa que realiza solo la policía en Estados Unidos. 

 Pero, como se mencionó anteriormente, la policía realiza tipos de investigaciones 

como lo son las reactivas y las proactivas, donde las primeras son las que más se llevan a 

cabo en primera instancia, porque estas son las más comunes para accionar el aparato 

policial. 

 Las investigaciones reactivas son las comunes, en cuanto al proceder de la policía, 

“recibe una llamada de que se ha cometido un crimen o está en progreso, envían oficiales a 

la escena. Los oficiales pueden atrapar al criminal justo en la escena. Luego, lo arrestarán y 

llevarán a la estación de policía o la cárcel de condado para procesarlo”.138 

 Aunado a ello, preservará la escena del crimen, tomando todos los resguardos, desde 

fotografías, peritajes, etc., sin la necesidad de un fiscal que se encuentre detrás de ellos, y 

entrevistas a posibles testigos de lo que haya ocurrido. 

 En efecto, en investigaciones previas la policía realiza una labor independiente, 

comparada con la policía mexicana, donde dicho sujeto procesal con sus expertos realiza 

una labor de recolección de pruebas, aunque va más allá de eso. 

 También es cierto que, “existen límites significativos sobre las tácticas que los oficiales 

pueden usar para investigar la actividad criminal. La Cuarta Enmienda asegura que los 

oficiales de policía no pongan las investigaciones de presuntos delitos por encima del 

derecho de un individuo a tener una vida privada libre de la interferencia del estado”.139 

 

                                                
137 Israel, Jerold, op. cit., p. 52. 
138 FindLaw, How do the Polices Investigate Crimes. 

https://criminal.findlaw.com/criminal-law-basics/how-do-the-police-investigate-crimes.html  
139 Davies, Roth, Step1- Investigation- How do the police investigate a crime?, 

https://www.copleyroth.com/criminal-defense/police-investigate-crime/ 
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 La policía desempeña un papel importante, porque permite que se pueda tener un 

razonamiento lógico-jurídico del porqué es posible determinar la culpabilidad de una persona, 

proporcionando pruebas suficientes y facilitando la comparecencia del supuesto autor y de 

los testigos a un eventual juicio, pero siempre respetando los límites de los bill of rights. 

 Las diligencias que realiza la policía, mencionadas anteriormente, aun cuando son 

bastantes comunes, son de ratio propio, sin que para su realización tengan que depender de 

autorizaciones por parte de algún tribunal u órgano judicial, debido a que su regulación no se 

contempla en leyes constitucionales o estatales. 

 Es así, que la policía se encuentra facultada plenamente, sólo con contadas 

excepciones como el “careo” para realizar lo que estime conveniente para poder desempeñar 

sus funciones y poder entregar al fiscal todo lo necesario para ejercitar la acción penal. 

 Por otro lado, las investigaciones pueden ser proactivas, consistente en un tipo de 

diligencia policial, las cuales se pueden detallar de la siguiente manera: 

 

Las investigaciones proactivas pueden comenzar a partir de un paquete de inteligencia 
que identifica grupos o individuos que son evaluados como involucrados en 
actividades criminales en curso, pueden incluir: análisis de patrones de crimen, 
análisis de red, evaluación de inteligencia, operaciones, perfiles de problemas, perfiles 
de mercado, análisis de materias, evaluación táctica, análisis criminal de negocios y 
perfiles tácticos.140  

 

 Esto hace alusión, a modo de ejemplo, a trabajar de modo encubierto, preparando 

operaciones que son comunes en delitos que tengan ver con el narcotráfico, o vigilancias por 

extensos periodos de tiempos. Para ello, se cuenta con unidades de inteligencia 

especializadas y que permiten un trabajo con mayor efectividad, pero todo, dentro del mismo 

órgano policial. 

 Ahora, cuando la policía obtiene suficiente información, concluyendo que existe una 

causa probable suficiente para justificar la detención de una persona, sigue teniendo un rol 

activo en el procedimiento acusatorio en Estados Unidos, con el motivo de asegurar la 

presencia del individuo en la investigación. 

 Aunado a ello, existe la circunstancia de que “la policía puede practicar la detención 

con o sin “orden de detención” (un mandato judicial autorizando a la policía la detención de 

                                                
140 College of Policing, Investigation process,  

https://www.app.college.police.uk/app-content/investigations/investigation-process/  
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una persona concreta). En determinadas circunstancias, la ley puede exigir que la policía 

obtenga una orden, a no ser que no haya tiempo suficiente para lograrlo”.141 

 Lo anterior, hace que tengan un radio de discernimiento encausado por el sentido 

común, donde no se considera que una orden de detención sea algo imprescindible para el 

actuar de la policía, en beneficio del acceso a la justicia y que el mismo órgano policial pueda 

realizar su trabajo sin demoras innecesarias, con un real acceso justificado por sobre una 

formalidad que no cambaría el fondo del asunto. 

 En efecto, sólo existe un requisito: “posteriormente habrá que demostrar la causa 

probable ante el tribunal. Si la elección es posible, la práctica claramente dominante en todas 

las jurisdicciones es proceder sin haber obtenido una orden”.142 

 Esto es muchas veces una mera formalidad, considerada innecesaria, ya que con 

posterioridad se podrá justificar el actuar de la policía, lo que permitirá que dicho organismo 

pueda realizar su trabajo sin trabas formales que no garantizan nada; en tal sentido, veremos 

cómo en México limita la autonomía policial. 

 

	 2.3.2.3  La Policía,  confrontación entre México y EE.UU. 
 

Todo lo anterior nos lleva a advertir diferencias claves entre la policía mexicana y la 

estadounidense, especialmente sobre el actuar de la primera que se ve supeditada al 

Ministerio Público y la segunda actúa sin un control judicial. 

 Al no existir un control judicial, la policía de Estados Unidos hace su trabajo de manera 

más eficiente, lo que les permite desarrollar la técnica jurídica adecuada y al fiscal realizar su 

parte del trabajo sin contratiempos. 

 La subordinación que tiene la policía en México le impide realizar sus funciones con 

profesionalismo, porque pareciera que el Ministerio Público es el que realiza la investigación, 

y eso es una aberración al sistema. 

 Que el Ministerio Público conduzca la investigación a través de ordenar qué acciones 

debe seguir la policía, hace que no exista una especialización de funciones, que es lo que 

tiene la policía de Estados Unidos, cada uno a lo suyo hace que los recursos sean más 

eficientes para lograr menos burocracia y mayor actuar por parte de las autoridades. 

                                                
141 Israel, Jerold, op. cit., p. 57. 
142 Ibidem, p. 58. 
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 Por tanto, México debería tener una especialización mayor en cuanto a funciones 

policiales, para que puedan trabajar en conjunto y no en subordinación; es verdad que puede 

existir una preocupación de que la policía no pueda realizar las tareas encomendadas sin 

una ordenanza externa, pero las instituciones, con esfuerzo se comportan de manera 

profesional, por lo que debería haber un fortalecimiento de la policía mexicana. 

 Es por ello, que la policía mexicana es completamente capaz de realizar las tareas sin 

tener que estar en subordinación del Ministerio Público, pero para ello se debe llevar a cabo 

una reforma en cuanto a su composición y reordenar su estructura interna. 

 Además, se les debe capacitar constantemente para, no sólo conocer el procedimiento 

acusatorio que conforman, sino que también para pensar como parte del proceso, como un 

investigador independiente de los delitos que ocurran en la sociedad y no como un mero 

recolector de pruebas. 

 Por otro lado, la flexibilización del procedimiento acusatorio de Estados Unidos es algo 

digno de imitar, que la orden de detención sea una mera formalidad nos parece asertivo por 

un tema de practicidad y que con posterioridad se deba justificar en un posible juicio 

(generalmente si se da una detención es porque se tienen pruebas suficientes para pensar 

que un individuo es el probable responsable de un delito). 

 En México, existe una tesis aislada que es un claro ejemplo de cómo existe una 

rigidez que muchas veces genera impracticable dicho mecanismo, esta señala lo siguiente: 

 

DETENCIÓN POR CASO URGENTE. REQUISITOS PARA SU VALIDEZ. El artículo 
16, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé 
que sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y 
ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, 
siempre que no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o 
circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su 
detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. Ahora bien, 
de las características ontológicas de la detención por caso urgente, destaca que: a) es 
una restricción al derecho a la libertad personal; b) es extraordinaria, pues deriva de 
condiciones no ordinarias, como el riesgo fundado de que la persona acusada de 
cometer un delito grave se sustraiga a la acción de la justicia y que por razón de la 
hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad 
judicial a solicitar una orden de aprehensión; y, c) es excepcional, pues se aparta de 
la regla general sobre el control judicial previo dentro del régimen de detenciones. En 
ese sentido, para que sea válida o legal la detención por caso urgente debe estar 
precedida de una orden del Ministerio Público, una vez que se han acreditado los tres 
requisitos que la autorizan: i) que se trate de un delito grave; ii) que exista riesgo 
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fundado de que el inculpado se fugue; y, iii) que por razones extraordinarias no sea 
posible el control judicial previo. Así, estos requisitos constitucionales a los que está 
sujeta la detención por caso urgente configuran un control normativo intenso 
dispuesto por el legislador, que eleva el estándar justificativo para que el Ministerio 
Público decida ordenar la detención de una persona sin control previo por parte de un 
juez. Por ello, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera razonable que el Constituyente determinara que el Ministerio Público deba 
demostrar que los tres requisitos establecidos en el artículo 16 constitucional se 
actualizan concurrentemente. Además, deben existir motivos objetivos y razonables 
que el Ministerio Público tiene la carga de aportar para que la existencia de dichos 
elementos pueda corroborarse posteriormente por un juez, cuando éste realice el 
control posterior de la detención, como lo dispone el artículo constitucional referido.143 

 

 Nos queda claro que la responsabilidad, en casos extraordinarios, queda en manos 

del Ministerio Público, lo que parece burocrático después de todo, porque no es el organismo 

directo que realiza la detención y dar este puente para que pueda actuar la policía no es 

sensato desde el punto de vista de un procedimiento que busca ser expedito. 

 La solución a ello es ampliar las funciones de la policía mexicana para que no tenga 

que recurrir al Ministerio Público por cada paso que necesite dar para desempeñar sus 

funciones, tiene que existir una plena confianza en ella como parte del procedimiento 

acusatorio y elevarla a la posición que debe tener. 

 Entonces, la policía no debe tener trabas para realizar las funciones encomendadas, y 

con esto no señalamos que pueda actuar arbitrariamente, sino que tenga la posibilidad de 

discernir por sí misma aquellos actos que deba realizar y cuáles no, lo que les brindaría una 

mayor responsabilidad que deberá estar a la altura de los retos que trae consigo este nuevo 

sistema acusatorio. 

 

 

 2.3.3. Conclusiones de los sujetos procesales 
 
De los sujetos procesales revisados en el presente trabajo de investigación, y tomando en 

cuenta lo dicho anteriormente podemos inferir los siguientes aspectos relevantes en cuanto a 

sus diferencias sustanciales: 

 

 
  
                                                
143 Tesis: 1a. CCLII/15. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, agosto 2015, p. 466. 
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  México Estados Unidos 
Víctima  Es parte del proceso No es parte del proceso, 

aun cuando el delito haya 
sido en su contra. 

  Resarcimiento del daño en 
el mismo proceso penal 
que se esté llevando a 
cabo 

A través de la vía civil, pide 
la restitución del daño que 
se le haya causado en su 
contra 

  Contemplada en el Debido 
Proceso 

Vulneración de algún 
derecho no es parte del 
Debido Proceso 

  Parte de la Sentencia No es tomado en cuenta 
sus intereses para la 
sentencia 

Policía Subordinada al Ministerio 
Público. 

Independiente del fiscal que 
llevará el asunto 

  Sus funciones son de 
recolección de evidencia 

Sus funciones son variadas 
en cuanto debe armar un 
caso y razonar si existe un 
delito en la eventualidad 

  Actuaciones requieren 
autorización judicial 

Contadas excepciones 
requieren autorización 
judicial como el careo 

  Muchas veces se 
externaliza peritajes por 
no tener departamentos 
internos para ello 

Unidades especializadas en 
distintas ramas para mayor 
especialización dentro de 
las investigaciones 

  Recolección de evidencia 
para que la interprete el 
Ministerio Público que 
decide si se cuenta con 
elementos suficientes para 
suponer estar frente a un 
delito 

Decide si se cuenta con 
elementos suficientes para 
suponer estar frente a un 
delito, por lo que cuenta 
con conocimientos jurídicos 
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Capítulo 3 Etapa de Investigación  
 

En el Capítulo tres, se partirá con la primera de las fases del juicio oral mexicano, la etapa de 

investigación, mediante la cual se analizarán las figuras procesales que la componen para 

entender como empieza el citado proceso, es decir, como inicia una investigación, 

formalización de esta o la decisión de acusar del Ministerio Público. 

Dentro de la etapa de investigación, hablaremos sobre dos instancias la vinculación a 

proceso y la acusación. La primera de ellas, punto de partida de una especie de acusación 

que nos permita entender cuando se cuenta con elementos suficiente para suponer que la 

persona señalada por el Ministerio Público pueda ser el probable responsable del delito que 

se le señale. 

La segunda en comento también es una acusación como tal pero ya formal en cuanto 

que el Ministerio Público se encuentra convencido de que la persona imputada es el 

responsable del delito que se le esta imputando en su contra, gracias a elementos fácticos, 

jurídicos y probatorios suficientes para ello. 

 Lo anterior, para poder buscar una homologación con el procedimiento de EE. UU., 

que si bien es cierto no se puede entender por etapas como tal, si existen instituciones 

jurídicas que permiten realizar dicha comparación en cuanto a la función que realizan. 

 En ese sentido, analizaremos las figuras procesales de EE. UU., que también son una 

acusación denominadas Indictment e Information, que realizan la misma función que en el 

caso de México, pero como veremos los tintes que los hacen característico y distinto al 

primero, como por ejemplo la actuación del gran jurado. 

En esta fase, también existen las medidas cautelares, que permiten la seguridad de la 

víctima, comparecencia del imputado a las instancias requeridas, entre otras funciones que 

aun cuando existen para lo mismo en los países comparados veremos cuales son los 

parámetros evaluadores para discernir la adecuada para cada caso. 

En efecto, en México las medidas cautelares se encuentran dentro de la etapa de 

investigación, y tiene su homologación con las medidas que existen en Estados Unidos, lo 

que nos permite realizar una comparación entre ambos, con ello podremos examinar los pros 

y contras del sistema procesal penal que tenemos. 

 Con esto el capitulo 3, se desarrollará de la siguiente manera: señalar en que consiste 

la etapa de investigación, para entender la vinculación a proceso en comparación con el 
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Indictment e Information, y por último las medidas cautelares que permiten un correcto 

funcionamiento del proceso. 

 

	 3.1. Generalidades  
 

La etapa de Investigación “comprende las diligencias necesarias para que el Ministerio 

Público pueda determinarse en orden al ejercicio de la acción penal”.144 

 Es decir, es el momento procesal donde se investiga para pensar si se tiene pruebas 

suficientes por parte del Ministerio Público para que decida si realiza la acción penal donde 

se formaliza la investigación, se da cuenta a la persona que se cree posible responsable de 

un hecho delictivo para que también pueda preparar su respectiva defensa. 

 Aunado a ello, “la investigación tiene por objeto que el Ministerio Público practique 

todas las diligencias necesarias para acreditar que se cometió un determinado delito y para 

precisar que cierto indiciado es el probable responsable. La averiguación previa tiene por 

objeto descubrir la verdad material e histórica de un hecho delictivo atribuido a cierto 

inculpado”.145 

 Así, el Ministerio Público busca recabar la mayor cantidad de información posible que 

le permita determinar si se encuentra en presencia de un delito para decidir si realiza una 

imputación, y en el caso de que sí exista un delito, saber quién fue el responsable para poder 

iniciar un proceso en su contra. 

 

 El artículo 21 Constitucional describe dicha etapa procesal, señalando lo siguiente: 

 

Artículo 21: “La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las 
policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquel en el ejercicio de 
esta función. 
El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. La 
ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante 
la autoridad judicial”.146 

 

                                                
144 Fix-Zamudio, Héctor, El Ministerio Público, 15a. ed., México,  Diccionario jurídico mexicano, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, Porrúa, 2001, p. 299. 
145 Valadez Díaz, Manuel. et al., op. cit., p. 147. 
146 CPEUM 
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 En efecto, como ya comentamos en el Capítulo 2, el Ministerio Público se encuentra a 

cargo de la investigación, a través de la policía para poder ejercer la ley, cuando crea contar 

con toda la evidencia posible y así poner en funcionamiento el órgano jurisdiccional 

correspondiente con la acción penal. 

 Aunado a ello, el artículo 212 y 213 del CNPP respecto a la etapa de investigación, 

señala lo siguiente: 

 

Artículo 212: Deber de investigación penal. 
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la existencia de un hecho que la 
ley señale como delito, dirigirá la investigación penal, sin que pueda suspender ni 
interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos autorizados en ella misma. 
Artículo 213: Objeto de la investigación. 
La investigación tiene por objeto que el Ministerio Público reúna indicios para el 
esclarecimiento de los hechos y, en su caso los datos de prueba para sustentar el 
ejercicio de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del 
daño”.147 

 

 Por una parte, reafirma el hecho de que el encargado en la etapa de investigación es 

el Ministerio Público, quien tiene el deber in situ de investigar todo hecho posible que sea 

susceptible de ser un delito, sin que medie arbitrariedad para el cese de la investigación. 

 Por otro lado, nos señala que la justificación de esta etapa procesal es poder reunir los 

datos de prueba148 que logren sustentar una eventual acción penal por parte del Ministerio 

Público que buscará la correspondiente acusación al individuo probable responsable de un 

delito y reparación del daño a quien corresponda. 

 Es por ello que, para que se cumpla la acción de acusar por parte del Ministerio 

Público, debe existir una fundamentación, entendida de la siguiente manera: 

 

No debe ser algo fortuito el hecho de que el agente del Ministerio Público decida 
formular una acusación penal; por el contrario, ello debe ser consecuencia de una 
investigación que previamente ha realizado, la cual, le permita reunir aquella 
información que le genere convicción de la estancia de un hecho el cual reúna, los 

                                                
147 CNPP 
148 Ref. Cuando hablamos de datos de prueba se hace referencia a la evidencia que se reuna en la instancia de etapa de 

investigación, cuando dicha evidencia se desahoga en una enventual etapa intermedia se denomina medios de prueba y si 

esta llega al juicio oral es denomionada prueba. 
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elementos que lo califiquen como delito, así como de la presencia de un presunto 
responsable. 149 

 Es decir, se debe cumplir una serie de requisitos para poder empezar un proceso 

penal a través de la etapa de investigación donde, por una parte, se deben reunir elementos 

que permitan pensar que existe un hecho delictivo y tener certeza de quien lo realizó. 

 

 La estructura de la etapa de investigación es la siguiente, obsérvese la figura: 

 
Juez de control 

 
Ministerio Público, inculpado, víctima, defensa 

 

 

 

 

  
    Acuerdo            Determinación   Audiencia              Vinculación             Investigación 

                de inicio                   del MP                                       a proceso               para determinar la 
                                                                                                            presión punitiva 

   

  Noticia                            Acusación150 

  criminal 
 

 

 Lo anterior, como determinamos en el Capítulo 2, es buscar hacer énfasis en el tema 

de la etapa de investigación y sus distinciones en ambos sistemas, ahora es menester 

mencionar que hablaremos sobre la vinculación a proceso y la acusación, sumado a lo que 

conlleva y sus efectos. 

 También, podemos ver que los principales sujetos procesales de la etapa de 

investigación son el Ministerio Público, víctima, inculpado, defensa y como ya comentamos, 

la importancia de los dos primeros y sus principales diferencias con el sistema de Estados 

Unidos. 

                                                
149 Chorres Benavente, Herbert, op. cit., p. 16. 
150 Bardales, Erika, y Vázquez, Cuauhtémoc, op. cit., p. 81. 

Investigación 
No Judicializada 

Audiencia 
inicial 

Periodo de 
Cierre de la 

investigación 
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 Además, buscaremos acentuar lo siguiente: si observamos arriba del cuadro, se 

encuentra el juez de control, quien es el encargado como tercero imparcial de realizar su 

labor en esta etapa, y observaremos las diferencias que existen con el sistema de Estados 

Unidos, desde el punto de vista de la acusación. 

 Aun cuando no aparece en el cuadro como tal, veremos que dentro de dicha etapa se 

encuentran inmersas las medidas cautelares, tema que también será objeto de estudio en el 

presente capítulo, para poder advertir las diferencias con el sistema anglosajón. 

 Estos dos tópicos son los que nos importa acentuar en esta parte, e intentaremos ver 

si existe una justificación en cada uno de ellos y así, llegar a la conclusión si son necesarios 

o deberíamos realizar algún cambio respecto a la función que tienen en el sistema mexicano. 

 

3.2. La acusación en el derecho procesal de México 
 

 3.2.1. La Vinculación a proceso y acusación en el derecho procesal Mexicano 
 
La vinculación a proceso vino con el nuevo sistema de justicia penal, y encontramos su 

fundamento legal en el artículo 19 Constitucional que señala lo siguiente: 

 

Artículo 19 : “Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de 
setenta y dos horas a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que 
se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito 
que se impute al acusado; el lugar; tiempo y circunstancias de ejecución, así como los 
datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y 
que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión”.151 

 

 Debido a lo anterior, podemos ver que el concepto es el auto de vinculación a proceso; 

el mismo artículo, además de establecer esta acción procesal señala el contenido que debe 

tener para que se encuentre debidamente fundamentado, y debe ser la culminación de una 

investigación no judicializada que da paso a un plazo razonable para que el Ministerio 

Público realice una acusación. 

 

                                                
151 CPEUM 
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 Esto último, se presenta porque ahora se tiene una investigación judicializada, lo que 

se traduce en que al Ministerio Público se le da un tiempo cierto para poder aportar todas las 

pruebas posibles que se suman a las ya presentadas. 

 En este sentido, el artículo 316 del CNPP nos señala requisitos para dictar dicho auto 

de vinculación a proceso: 

 

Artículo 316: “El juez de control, a petición del Agente del Ministerio Público dictará el 
auto de vinculación del imputado a proceso, siempre que: 
I. Se haya formulado la imputación; 
II. Se haya otorgado al imputado la oportunidad para declarar; 
III. De los antecedentes de la investigación expuesto por el Ministerio Público, se 
desprendan datos de prueba que establezcan que se ha cometido un hecho que laley 
señala como delito y que exista la probabilidad de que el imputado cometió o participó 
en su comisión. Se entenderá que obran datos que establecen que se ha cometido un 
hecho que la ley señale como delito cuando existan indicios razonables que así 
permitan suponerlo, y 
IV. Que no se actualice una causa de extinción de la acción penal o excluyente del 
delito.152 

 

 Se debe destacar el hecho de que se tiene que haber formulado la imputación, esto 

es, “para sustentar cualquier acto del proceso se debe realizar la audiencia de formulación de 

imputación, más propiamente, si se detiene al imputado y, como es su derecho, se le da a 

conocer el hecho que se le atribuye. Esto se llama indistintamente indagación, intimación y/o 

imputación”.153 

 La formulación de imputación, como vemos en la figura de la etapa de investigación, 

es anterior a la vinculación a proceso, ya que no tiene sentido comunicar dos veces qué es lo 

que se le está imputando, pero se hace con el propósito de validar actos procesales del 

porqué se estuvo realizando una investigación sobre un posible hecho que la ley señala 

como delito y que existe la probable participación de la persona que está siendo imputada. 

 Esta situación sobre la doble comunicación que se da en esos dos momentos de los 

hechos que se imputa a una persona, se responde jurídicamente de la siguiente forma: “la 

razón por la cual el legislador consideró pertinente individualizar el acto de formulación de la 

imputación con la solicitud de vinculación a proceso, se debe a la necesidad de que el 

                                                
152 CNPP 
153 Hidalgo Murillo, José Daniel, La audiencia de vinculación en el proceso acusatorio y oral México, Flores Editor y 

Distribuidor, México, 2012, p. 10. 
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indiciado conozca, desde el principio, los cargos que se le atribuyen en su contra, y de esta 

forma entender que en la respectiva audiencia se van a discutir los hechos imputados y que 

tiene la oportunidad de contestarlos o guardar silencio.” 154 

 Lo anterior, da cabida a la formulación de imputación, como una garantía de un debido 

proceso, ya que la lógica señala que es una comunicación que permite a la persona 

imputada ser parte del proceso en el sentido de que toma conocimiento que el Ministerio 

Público tiene indicios en su contra para pensar que cometió un delito. 

 Por otro lado, “la vinculación a proceso denota el juicio de control y de valoración 

formativa que realiza la autoridad judicial, a fin de que se resuelva la situación jurídica del 

ahora imputado”.155 

 Lo anterior, se traduce en que el juez de control, en representación del órgano 

jurisdiccional, en dicho momento procesal fiscaliza que existen datos de prueba que permiten 

suponer que existe un delito, por lo que se sujeta a proceso y su efecto es la formalización de 

la investigación. 

 Por tanto, la formulación de imputación es un formalismo que ha producido “en 

algunas entidades federativas, instituciones repetitivas; exigencias que distorsionan el 

principio de celeridad y economía procesal; complicaciones de interpretación de principios y 

criterios procesales que rayan en ciertos absurdos de inconstitucionalidad”.156 

 En efecto, es importante aclarar la diferencia que existe, para que entendamos a lo 

que hacemos referencia, cuando se hace alusión a la vinculación a proceso, que es lo que 

nos compete a cambio de no mezclar con una formulación que no existe, como veremos más 

adelante en el sistema procesal de Estados Unidos. 

 También, nos interesa recalcar que dentro de los requisitos para que se dicte 

vinculación a proceso son los datos de prueba que son considerados cualquier indicio, de 

cualquier naturaleza que se pueda desprender que se haya cometido un hecho que la ley 

señale como delito. 

 

                                                
154 Cruz Vega, Henry, Los principios Sustanciales del Proceso Penal con Tendencia Acusatoria en México, Flores Editor, 

México, 2010. Citado por Benavente Chorres, Hesbert, La Audiencia de Control de la Detención en el Proceso Penal 

Acusatorio y Oral, Flores Editor, México, 2011, p. 330. 
155 Idem. 
156 Hidalgo Murillo, José Daniel, op. cit., pp. 39 - 40. 
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 Aunado a ello, encontramos tambien el hecho de que existe un juez de control que es 

el tercero imparcial que verifica que se encuentre todo dentro de lo que establece la ley, 

cumpliendo todos los requisitos; pero esto lo visualizaremos en el siguiente punto. Asimismo, 

dejaremos establecido que dicho sujeto procesal es el encargado como ente fiscalizador en 

cuanto a lo establecido para dictar auto de vinculación a proceso. 

 Volviendo a lo que nos compete, también es menester mencionar que entonces dicho 

auto de vinculación a proceso “tiene como objetivo que el Ministerio Público, en presencia del 

juez, ponga en conocimiento del imputado las circunstancias de estar llevando a cabo la 

investigación en su contra por uno o más delitos determinados”. 157   

 Con esto, el imputado sabe por qué se le investiga de acuerdo con los hechos que se 

le imputen y que son considerados delitos, aunado a las razones que con ello se tiene para 

pensar por qué es el probable responsable de haber cometido un delito. 

 En la audiencia es importante verificar la legalidad del proceso respecto de la 

investigación, por ello se da un periodo determinado de cierre de investigación para facultar 

al Ministerio Público para que realice indagatorias más profundas que las anteriores, verificar 

la legalidad de la detención y hasta determinar si hay o no vinculación a proceso. 

 

 Haciendo referencia a la investigación judicializada, se puede señalar lo siguiente:  

 

Se debe tener en cuenta que la investigación preparatoria propiamente dicha 
descansa en dos ideas: 
a) Que solamente se pasa a ella por decisión del Ministerio Público, cuando, ante un 
caso probable de delito, decide complementar sus diligencias de investigación 
iniciales; y 
b) Las diligencias no deben ser las mismas que realizó durante la averiguación previa, 
porque ello no condice con el carácter de complementario que se impregna en esta 
segunda subfase de investigación; si el Ministerio Público decide repetir una diligencia, 
será cuando pretenda obtener una nueva información, o bien, a pedido de la defensa, 
fuera de ello, no tendría justificación alguna. 158 

 

 Es así, que dicha investigación es para poder afinar lo que a primeras luces pareciera 

ser suficiente para poder acreditar el cuerpo del delito y que esta se pueda atribuir a la 

persona imputada, pero claro está que deben ser diligencias nuevas que tengan un objetivo 

                                                
157 Blanco Suarez, Rafael, Litigación estratégica en el nuevo proceso penal, Chile, Lexis Nexis, 2000, p. 56. 
158 Benavente Chorres, Hesbert, op. cit., p. 19. 
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distinto, ya que repetir los procesos de investigación realizados, solo traerá consigo los 

mismos resultados. 

 Además, repetir procedimientos de investigación ya realizados con anterioridad es un 

despilfarro de recursos públicos, sumado al tiempo invertido por parte del Ministerio Público a 

través de la policía para investigaciones que no tienen nada que aportar al caso que esté 

llevando. 

 Ahora, en dicha audiencia donde se dicta vinculación a proceso, también se ven las 

medidas cautelares, las que tienen su fundamento en el artículo 155 el cual nos detalla qué 

medidas cautelares son aplicables para la comparecencia de un imputado al proceso penal 

que se lleve en su contra. 

 

 En ese sentido, se señala lo siguiente: 

 

Artículo 155.Tipos de medidas cautelares. 
A solicitud del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, el juez podrá imponer al 
imputado una o varias de las siguientes medidas cautelares: 
I. La presentación periódica ante el juez o ante autoridad distinta que aquel designe; 
II. La exhibición de una garantía económica; 
III. El embargo de bienes; 
IV. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del 
 sistema financiero; 
V. La prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual reside o 
del ámbito territorial que fije el juez; 
VI. El sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada o 
internamiento a institución determinada; 
VII. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o acercarse a ciertos 
 lugares; 
VIII. La prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con determinadas personas, 
con las víctimas u ofendidos o testigos, siempre que no se afecte el derecho a 
defensa; 
IX. La separación inmediata del domicilio; 
X. La suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un delito 
cometido por servidores públicos; 
XI. La suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad profesional o 
laboral; 
XII. La colocación de localizadores electrónicos; 
XIII. El resguardo en su propio domicilio con las modalidades que el juez disponga, o 
XIV. La prisión preventiva. 
Las medidas cautelares no podrán ser usadas como medio para obtener un 
reconocimiento de culpabilidad o como sanción anticipada. 159 

                                                
159 CNPP 
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 Como vemos, existe un amplio rango de medidas que buscan la comparecencia del 

imputado al juicio, pero estas deben ser las precisas para el caso en concreto, teniendo cada 

parte sus supuestas medidas cautelares para asegurar la comparecencia del imputado.  

 

 Debemos recordar que el artículo 154 nos señala: 

 

Artículo 154: En el caso de las medidas cautelares, se establece en la legislación la 
única posibilidad de imponer medidas cautelares cuando formulada la imputación, el 
propio imputado decide acogerse al término constitucional160 y lo considere necesario 
el Ministerio Público, y también retoma de la experiencia nacional la procedencia en 
general de la imposición de las medidas cautelares , esto es, después de vinculado a 
proceso el imputado.161 

 

 Como hemos mencionado, el momento procesal es cuando se dicta auto de 

vinculación a proceso, donde la investigación pasa a ser judicializada y el Ministerio Público 

tiene más facultades para realizar actos de investigación que permitan descubrir la verdad, y 

si existen posibilidades de que un individuo sea culpable se deben establecer medidas 

cautelares que permitan la comparecencia de dicho individuo. 

 En ese sentido, las medidas cautelares son “un medio para asegurar el logro de los 

fines del proceso. Así pues, dado que las medidas que lo integran no tienen naturaleza 

sancionatoria (no son penas), sólo se conciben en cuanto sean necesarias para neutralizar 

los peligros que puedan cernirse sobre el descubrimiento de la verdad o la actuación de la 

ley sustantiva”.162 

 Por tanto, su naturaleza es distinta a una sanción por un hecho considerado delito, 

más bien es una herramienta procesal que buscará poder llevar a cabo el proceso en contra 

de una persona de la forma más expedita posible, aun cuando existan daños a su esfera 

jurídica, sin saber incluso si dicho individuo es culpable del delito que se le imputa. 

 

                                                
160 CNPP 
161 González Obregón, Diana Cristal, op. cit., p. 86. 
162 Chacón Rojas, Oswaldo, Las medidas Cautelares en el Procedimiento Penal Acusatorio, México, Secretaría Técnica del 

Consejo de Coordinación para la implementación del Sistema de Justicia Penal, p. 41.  

http://setecc.egobierno.gob.mx/files/2013/03/Las-medidas-cautelares-en-el-procedimiento-penal-acusatorio.-Cacon-

Rojas.pdf  
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 Por otro lado, aun cuando el Ministerio Público o víctima, a través de su asesor jurídico 

soliciten una o varias medidas de las mencionadas anteriormente, queda a criterio del juez 

de control las que deben ser aplicadas, pero también existe un debate anterior a esto, donde 

la defensa del imputado también puede señalar las medidas consideras pertinentes. 

 

 Debemos mencionar que el artículo 158 del CNPP señala lo siguiente: 

 

Artículo 158. Debate de medidas cautelares. 
Formulada la imputación, en su caso, o dictado el auto de vinculación a proceso 
a solicitud del Ministerio Público, de la víctima o de la defensa, se discutirá lo 
relativo a la necesidad de imposición o modificación de medidas cautelares.163 

 

 En este sentido, existe un debate de las medidas que se van a aplicar, donde el juez 

de control es el encargado de dirimir y señalar cuáles considera idóneas, necesarias y 

proporcionales para el caso en concreto que se le presente. 

 Con ello, hacemos referencia que al momento de aplicar una medida cautelar se ve 

que la “idoneidad exige legitimidad de ella, la necesidad consiste en que la limitación de 

cierto derecho fundamental debe ser estrictamente necesaria e indispensable y la 

proporcionalidad se refiere a que debe primar el principio que ocasione menor daño en 

proporción al beneficio correlativo que se dé”. 164 

 En efecto, existen parámetros para poder aplicar las medidas cautelares, pero para 

ello, como mencionamos, existe un debate a través del cual las partes, exponen ante el juez 

de control cuáles consideran pertinentes ya que es este quién resuelve, con base en esos 

pilares cuales se van a aplicar en el caso en concreto. 

 Aunado a lo anterior, en relación con los parámetros “hay que aclarar que no se debe 

resolver con un análisis de la peligrosidad potencial del delito, ni de la pena en abstracto o 

incluso sobre la alarma social, sino únicamente sobre el riesgo existente sobre el proceso, 

las personas o las cosas. 165 

  

                                                
163 CNPP 
164 Martínez Bastidas, Eduardo, op. cit., p. 161. 
165 Castellón Sosa, José Luis y Fernández Mena, David, “La Litigación de las medias cautelares en un entorno hostil: la 

experiencia mexicana” , ABA ROLI, México, 2018, v. 17, núm. 21, p. 31. 

 https://sistemasjudiciales.org/wp-content/uploads/2018/05/temacentral_castellonsosayfernandezmena-1.pdf  
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 Lo anterior, exige a las partes realizar un debate adecuado donde deben atender al 

contexto sobre la comparecencia de la persona al juicio que haya en su contra, sumado a los 

peligros que pueda tener la víctima del delito y aquello que rodee esta situación. 

 Por último, también existe la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa que tiene 

su fundamento en la Constitución, la cual en el artículo 19 en su segundo párrafo señala lo 

siguiente: 

 

Artículo 19: El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva 
cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la 
protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el 
imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión 
de un delito doloso.166 

 

 Es decir, cabe la posibilidad de que no exista debate sobre las medidas cautelares, 

siempre cuando se cumpla el requisito sobre la existencia de un delito doloso, como el que 

fue citado anteriormente, facultando al juez control de imponer dicha medida sin tener que 

mediar las partes sobre ello. 

 Por tanto, puede o no existir debate de medidas cautelares, salvo casos nombrados 

anteriormente, lo que faculta al juez de imponer la prisión preventiva oficiosa, siempre con el 

objetivo de fijar la comparecencia del imputado, velar por la no obstaculización del proceso y 

seguridad de la víctima. 

 Después de todo lo anterior, cuando se cumpla el plazo de cierre de investigación “el 

Ministerio Público dentro de los diez días podrá: solicitar el sobreseimiento de la causa, pedir 

la suspensión del proceso a prueba o formular la acusación”.167 

 Lo anterior, se encuentra consagrado en el artículo 324 que señala las opciones con 

las que cuenta el Ministerio Público; lo importante para el presente trabajo de investigación, 

es poder realizar un escrito de acusación. 

 Dicho escrito, se define como “la expresión de la teoría del caso del Ministerio Público 

(hechos con sus circunstancias de modo, tiempo y lugar, su clasificación jurídica, así como 

                                                
166 CPEUM 
167 Sotomayor López, Oscar, Práctica Fornse del Sistema Acusatorio, México, Ubijus, 2010, p. 27. 
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los medios de prueba idóneos, pertinentes y suficientes para obtener una sentencia conforme 

a sus intereses procesales)”.168 

 Es decir, debe tener elementos fácticos, jurídicos y probatorios que permiten deducir 

que una persona realizó un hecho considerado delito y se tiene con los elementos suficientes 

para probarlo. 

 Lo anterior es importante, porque dichos datos de prueba presentados en el escrito de 

acusación son los que serán luego presentados en la etapa intermedia para su 

correspondiente depuración, por lo que cualquier prueba que no haya sido presentada con el 

escrito, no será tomada en cuenta en un eventual juicio. 

 Podemos deducir, que dicho escrito de acusación es el término de la etapa de 

investigación e inicio de la intermedia; en ese acto el Ministerio Público elabora un escrito de 

acusación cuyo contenido se encuentra detallado en el artículo 335 del CNPP, y contiene 

todos los elementos que permiten suponer que existen datos de prueba fehacientes, para así 

ejercer la acción penal en contra del imputado. 

 Como podemos ver, existen dos actos donde el Ministerio Público realiza una 

acusación en contra de una persona, el primero de ellos es la vinculación a proceso y el 

segundo es el escrito de acusación. 

 En efecto, consideramos que la vinculación es una especie de acusación, porque al 

igual que el escrito busca que una persona sea parte de un proceso como posible 

responsable de un acto que la ley señala como delito, es decir, son dos actos que tienen la 

misma naturaleza para imputar un delito a una persona. 

  

3.3. La acusación en el derecho procesal de EE.UU. 
 

3.3.1. Indictment e Information 
  

“Aunque existen diferencias en los procedimientos penales entre los estados y entre los 

estados y el gobierno federal, ciertos principios básicos del derecho penal y la práctica de los 

                                                
168 Martínez Bastidas, Eduardo, op. cit., p. 66. 
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Estados Unidos se aplican por igual a todas las investigaciones y enjuiciamientos estatales y 

federales”. 169 

 Es decir, las figuras que acusan en los Estados Unidos no varían en las funciones que 

realizan, solo en cuanto a costumbres que tenga cada estado, pero que no afectan en el 

fondo sus funciones, como veremos a continuación. 

  En Estados Unidos existe la figura procesal denominada “indicment and information” 

que consiste en una acusación que se encuentra consagrada en la séptima regla de las 

Federal Rules of Criminal Procedure, conocida como. The Indictment and the information: 

 

Regla 7. The Indictment and the information, 
Letter c Nature and Contents, 
(1) En general, la acusación o la información debe ser una declaración escrita clara, 
concisa y definitiva de los hechos esenciales que constituyen el delito acusado y debe 
estar firmada por un abogado del gobierno. No necesita contener una introducción o 
conclusión formal. Un recuento puede incorporar por referencia una alegación hecha 
en otro recuento. Un recuento puede alegar que los medios por los cuales el acusado 
cometió el delito son desconocidos o que el acusado lo cometió por uno o más 
medios específicos. Para cada cargo, la acusación o la información debe dar la cita 
oficial o habitual del estatuto, norma, reglamento u otra disposición de la ley que el 
acusado presuntamente ha violado. Para los fines de una acusación a que se refiere 
la sección 3282 del título 18, Código de los Estados Unidos, para la cual se 
desconoce la identidad del acusado, será suficiente para que la acusación describa al 
acusado como una persona cuyo nombre se desconoce, pero que tiene un perfil de 
ADN particular, como ese término se define en la sección 3282”.170 

 

 Es así, que la figura procesal denominada Indictment and information es una 

acusación como bien lo mencionamos, que no requiere grandes formalidades, solo debe 

considerar como requisito, hechos que sean constitutivos de delito y sean firmados por un 

licenciado en leyes, ni tampoco tiene que existir alguna estructura para su validez. 

 Lo anterior, es para sintetizar que no es necesario acusar a una persona para que 

Indictment and information sea efectivo en cuanto a su admisibilidad, sino que basta con 

tener elementos suficientes para suponer que existe un delito y que deba ser perseguido por 

el fiscal. 
                                                
169 Organization of American States, “Mutual Assistance in Criminal Matters and Extradition, Guide to Criminal 

Prosecutions in the United States, An introduction to practice and procedure”, 2007. 

 https://www.oas.org/juridico/MLA/en/usa/en_usa-int-desc-guide.html 
170 Federal Rules Of Criminal Procedure, 

https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_7 
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 Pero, existe una excepción a ello lo cual se plasma en el siguiente apartado, que 

señala: 

 

Regla 7. The Indictmen and the information, 
Letter c Nature and Contents, 
 (2) Error de cita. A menos que el acusado haya sido engañado y por lo 
tanto prejuiciado, ni un error en una cita ni la omisión de una cita es 
motivo para desestimar la acusación o la información o para revocar una 
condena”.171 

 

 En efecto, no es necesario para su admisibilidad declarar a alguna persona como 

presunto responsable de un delito, en el caso de sí hacerlo y cometer un error es posible 

desestimar dicho asunto en cualquier momento procesal que sea descubierto esto. 

 Aunado a ello, entenderemos “indictment” como una acusación formal que realiza 

principalmente el Grand Jury en contra de una persona cierta, por un hecho considerado 

delito en la ley, a través de la información aportada por la policía e interpretada por el agente 

público quien señala si existe una causa probable para continuar con el caso. 

 En específico, “cuando se ha producido la acusación formal contra una persona, el 

acusado será llevado ante el Tribunal. Esta etapa del procedimiento es llamada 

“arraignment”, y en ese momento el acusado será informado de los cargos que hay 

formulados en su contra, donde se le lee el indictment o la information, para que se 

pronuncie sobre ellos”. 172 

 Aun cuando la figura de indictment and information equivale a una acusación, no es lo 

mismo en cuanto al sujeto que lo lleva a cabo, donde la diferencia procesal sustancial es a la 

que debemos hacer mención. 

 En virtud de lo anterior, estos escritos de acusación se diferencian que por una parte 

indictment lo lleva a cabo el Grand Jury y por otra, la information la lleva a cabo el prosecutor 

o Ministerio Público como es conocido en México. 

                                                
171 Idem.  
172  Justice for all, One family at a time, “El jurado y el gran jurado”, 2009, p. 2. 

https://www.liftonline.org/sites/default/files/lift_guide_topic_language/2187.pdf 
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 De acuerdo con lo anterior, aun cuando la mayoría de las veces es este último quien 

ejerce la acción procesal, existen casos donde el Grand Jury la realiza, lo cual mencionamos 

en el Capítulo 1 del presente trabajo de investigación. 

 El Grand Jury, “es un grupo de entre 16 y 23 personas. Oyen y revisan evidencias 

presentadas en un caso de delito mayor. Después, deciden si la Corte debe emitir una 

acusación formal (indictment). En caso de delitos mayores (felony), una acusación formal 

tiene que ser emitida antes de que el caso pueda ir a juicio. El Grand Jury no se utiliza para 

casos de delitos menores (misdemeanor)”.173 

 Es decir, la clasificación de los delitos menores y mayores es a nivel federal, mientras 

los primeros tienen penas privativas de libertad menores a un año, el segundo tiene penas 

privativas mayores a un año, pero también, cabe mencionar que esta clasificación se 

encuentra sujeta a revisión por estados, e incluso aunque en algunos no existe la mención a 

esa diferencia, lo importante es saber cuáles son de la competencia del Grand Jury. 

 En este sentido, el código en Rule 7. The Indictment and the Information, letter (a) nos 

proporciona dicha clasificación señalando lo siguiente: 

 

Regla 7. The Indictmen and the information 
(a) Cuando se usa 

(1) “Felony”. Un delito (que no sea desacato criminal) debe ser procesado por 
una  acusación si es punible: 
(A) por muerte; o 
(B) por encarcelamiento por más de un año. 

(2) Delito menor. Un delito punible con prisión de un año o menos puede ser 
procesado de conformidad con la Regla 58 (b) (1).174 

 

 Como vemos, la ley federal de procedimiento criminal realiza la distinción entre delito 

mayor y menor, dando aquellos parámetros que los estados pueden tomar en cuenta para 

ello, y así saber cuándo existe competencia para que pueda participar el Grand Jury. 

 Aunado a ello, existe diferencia entre el Grand Jury y Jury que veremos más adelante, 

donde el primero “se encarga de encausar al acusado, lo que equivale a presentar 

                                                
173 Ibídem.  
174 Federal Rules of Criminal Procedure, 

https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_7  
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acusaciones en su contra. El Jurado a cargo de la resolución del caso, o Pequeño Jurado, 

resuelve en el juicio la cuestión referente a la culpabilidad del acusado”.175 

 Así, reafirmamos la idea de que existe dicho órgano en algunos casos para realizar el 

indictment, en los casos en que el fiscal no realice la information, para acusar en cuanto crea 

que existe causa probable para pensar que una persona realizó un acto considerado un 

delito según la ley. 

 Aun cuando nos interesa la función del Grand Jury, también tiene otras funciones, 

distintas a solamente ver causa probable sobre un asunto de carácter de penal, como la 

tarea de investigación lo que hace ver que dicha institución jurídica es más que un órgano 

que elabora indictment con la ayuda de un fiscal. 

 Existe, además, una tercera arista donde “si la acusación se realiza por propia 

iniciativa del Grand Jury, basándose en su propio conocimiento respecto a la comisión de un 

delito, se trata del presentment. La actuación del Grand Jury queda relegada pues, a los 

hechos delictivos de mayor gravedad (felonies). El envío de la causa a juicio depende de 

estas instituciones”.176 

 Ello, nos hace entender las diferentes formas de participación o no, que tiene el Grand 

Jury en una acusación sobre una persona que se cree que ha cometido un hecho que la ley 

señala como delito, dando a entender que el principal agente es el pueblo a través de dicha 

institución, y que indirectamente es el prosecutor. 

 Aunado a ello, como sabemos se encuentran en posición más poderosa que un Jury 

(que conoce sobre una causa ya en juicio), porque son muy pocas las causas que llegan a 

dicha instancia, lo que proporciona mayores actuaciones del Grand Jury, además que no 

conoce sobre una sola causa, sino que sobre todas aquellas que actúe en el periodo de 

tiempo determinado, en la alianza que tenga con un prosecutor. 

 Pero, en la actualidad como se comentó, la mayoría de los asuntos están a cargo de 

un prosecutor, porque los estados han adoptado esta práctica, el cual realiza la acusación a 

través del escrito de information, que debe explicar que existe una causa probable de que un 

individuo ha cometido un hecho que la ley señale como delito. 

 

                                                
175 Feinman, Jay M, op. cit., p. 321. 
176 Tinico Pastrana, Ángel, Fundamentos del Sistema Judicial Penal en el Common Law, España, Universidad de Sevilla, 

Sevilla, 2001, p. 110. 
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 En Estados Unidos está claro que el rol del “prosecutor” es muy parecido al Ministerio 

Público en el ordenamiento mexicano, es así que “la declaración más famosa y citada con 

frecuencia sobre el papel del fiscal aparece en la sentencia de Berger v Estados Unidos, 295 

U.S. 79 (1935): 

 

El Fiscal de los Estados Unidos es el representante no de una parte ordinaria en 
una controversia, sino de una soberanía cuya obligación de gobernar 
imparcialmente es tan obligatoria como su obligación de gobernar; y cuyo 
interés, por lo tanto, en un enjuiciamiento penal no es que gane un caso, sino 
que se haga justicia. Como tal, él es, en un sentido peculiar y muy definido, el 
servidor de la ley, cuyo doble objetivo es que el culpable no se escape o que el 
inocente no sufra. Puede enjuiciarlo con seriedad y vigor; de hecho, debería 
hacerlo. Pero, si bien puede asestar golpes duros, no está en libertad de asestar 
golpes sucios. Es tanto su deber abstenerse de utilizar métodos incorrectos 
calculados para producir una condena injusta como si usar todos los medios 
legítimos para lograr una justa.177 

  

 Con esto, solo vemos la similitud con su figura procesal paralela en el sistema 

mexicano, que tiene los mismos objetivos en cuanto a sus funciones, para realizar acusación 

y debe abstenerse en casos de que vea que no existe causa probable. 

 Además, el prosecutor debe usar medios legítimos para probar o no una causa 

probable, y es como eje rector el no ganar un caso como tal, sino encontrar la verdad, aun 

cuando revele que una persona es inocente; es también importante en la coadyuvancia que 

realiza a un Grand Jury, donde no siempre es el actor principal, pero debe intentar plasmar 

este espíritu de justicia en dicha institución. 

 Por tanto, el prosecutor en esta etapa procesal (investigation), “tiene la decisión de 

enjuiciar o no, y es el paso más importante en el proceso de enjuiciamiento. Se iniciará un 

enjuiciamiento cuando haya: 

 

 a) perspectivas razonables de asegurar condena; y  

 

 b) El interés público requiere un enjuiciamiento”.178 

 

                                                
177 Moak, Stacy C., y Carlson Ronald L., op. cit., p. 162. 
178 Australia´s Federal Prosecution Service, Steps in prosecution, 

https://www.cdpp.gov.au/prosecution-process/steps-prosecution  
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 Lo anterior, se desprende que tiene los mismos precedentes que en el caso de 

México, debe existir una causa probable, es decir indicios que señalen que una persona 

deba ser perseguida por el Estado, y que requiera un castigo por parte de la sociedad. 

 La sociedad, al ser un factor muy importante en ambas etapas del proceso criminal de 

Estados Unidos, pero haciendo alusión a la etapa de investigación como vimos, tiene 

participación activa a través de un gran jurado que investiga y decide si existe causa 

probable para suponer que un individuo cometió un delito. 

 Por ende, cuando existen elementos suficientes se realiza, como hemos mencionado, 

el indictiment por parte de un Grand Jury o el information por parte de un prosecutor: 

 

En aproximadamente la mitad de los estados y el sistema federal, un Gran Jurado 
decide si presenta cargos contra una persona en una audiencia cerrada en la que solo 
el fiscal presente evidencia. El acusado no tiene derecho a estar presente y tampoco a 
que un abogado lo represente en los procedimientos del Gran Jurado. En los estados 
restantes, un fiscal presenta un documento llamado information, el acusado y su 
abogado pueden estar presentes en esta audiencia para escuchar los cargos.179 

 

 Además de la cuota mencionada con anterioridad, acerca de cómo se llevan 

generalmente las acusaciones en Estados Unidos, hay una diferencia entre ambas, que es la 

presencia del imputado y su abogado defensor, cosa que queda clara cuándo se encuentra 

presente y cuándo no es parte, donde destaca que es más común ver a prosecutors llevando 

estos procedimientos y/o en auxilio de los Grand Juries, aunque este último es quién decide. 

 Por otro lado, debemos hacer mención al “bail” o fianza, que es una de las medidas 

cautelares que existen en el sistema procesal de Estados Unidos, que aparece como una 

alternativa a la privación de la libertad, consecuencia del indictment  o information que hemos 

detallado en párrafos anteriores. 

 La fianza la podemos definir como “la liberación temporal de una persona en espera 

de juicio por un delito. Esta simple decisión de detener o liberar a un acusado se toma en 

todo Estados Unidos en salas de audiencia todos los días. Es una decisión que a menudo 

lleva menos de cinco minutos. No requiere evidencia, y generalmente solo involucra a un 

abogado y un juez”.180 
                                                
179 Cliffs Notes, The process of Criminal Justice. 

 https://www.cliffsnotes.com/study-guides/criminal-justice/the-criminal-justice-system/the-process-of-criminal-justice  
180 Baughman, Shima B., The Bail Book: A Comprehensive Look at Bail in America´s Criminal Justice System – 

Introducion, EE.UU., Cambridge University Press, 2017, p. 2. 
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 Por tanto, es una medida que permite y da una garantía de compromiso por parte del 

individuo que se encuentra imputado en un juicio, para que comparezca al tener un interés 

económico en dicha instancia, y en caso de ser declarado inocente, se le devolverá la fianza 

en su totalidad. 

 Es así, que la fianza tiene como eje principal la enmienda octava que señala lo 

siguiente: 
 

No se exigirán fianzas excesivas, ni se impondrán multas excesivas, ni se infligirán 
penas crueles y desusadas.181 

 

 La naturaleza de la fianza, como toda medida cautelar, debe ser proporcional al delito 

atribuido a una persona, para que esta adquiera el suficiente compromiso para presentarse 

en todas las instancias que se le requiera, en el entendido, de que al igual que en México, la 

fianza no es una pena, sino que una medida para asegurar su comparecencia. 

 En ese sentido, hay que hacer referencia al título 18, sección 3141 que señala sobre 

los “judicial officers”182 sus facultades respecto a la fianza: 

 

(a) En general. En la comparecencia ante a un funcionario judicial de una persona 
acusada de un delito, el primero emitirá una orden donde, en espera de juicio, la 
persona sea: 
(1) Liberada en reconocimiento personal o en la ejecución de una fianza de apariencia 
no segura, bajo la subsección (b) de esta sección; 
(2) Liberada bajo una condición o combinación de condiciones bajo la subsección (c) 
de esta sección; 
(3) Detenida temporalmente para permitir la revocación de la libertad condicional, 
deportación o exclusión bajo el inciso (d) de esta sección; o 
(4) Detenida bajo la subsección (e) de esta sección. 183 

 

 La sección en comento, en su letra (a) señala los supuestos bajo los cuales los 

funcionaros judiciales tienen la posibilidad de tomar las decisiones respecto de la libertad que 

se da bajo la medida cautelar de la fianza, posibles en todas las etapas del proceso en 

Estados Unidos. 

                                                
181 CEUA, 

https://www.constitutionfacts.com/content/constitution/files/USConstitution_Spanish.pdf  
182 Funcionarios judiciales. 
183 U.S. Code Title 18. Crimes and Criminal Procedure. 
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 En el numeral (1) de dicha sección,  se habla de la ejecución de una fianza, para 

asegurar que el individuo que se encuentra acusado por cargos federales comparezca para 

el posterior juicio oral, pero bajo ciertas condiciones que se consagra como se señala en la 

subsección b del artículo en comento: 

 

(b) Liberación de Reconocimiento Personal o Bono de Apariencia sin Garantía. 
El oficial judicial ordenará la liberación previa al juicio de la persona en reconocimiento 
personal, o tras la ejecución de una fianza de comparecencia sin garantía por un 
monto especificado por el tribunal, sujeto a la condición de que la persona no cometa 
un delito federal, estatal o local durante el período de liberación....184 

 

 En ese sentido, se faculta a los funcionarios judiciales como jueces de distrito y 

tribunales de apelación para la discreción en cuanto al monto de la fianza, que será retenida 

hasta la espera de la sentencia o hasta que exista una apelación. 

 Aunado a lo anterior, existe otra condicionante que, aunque suene obvia vale la pena 

mencionar, sobre la imposibilidad de que durante dicha libertad condicional el imputado 

realice actos que se consideran delictivos; independiente de la naturaleza del delito, se 

considerará razón suficiente para cancelar dicha fianza y aplicar una medida restrictiva 

mayor como la prisión preventiva. 

 También es cierto, que dicho monto fianza como hemos señalado es para asegurar la 

comparecencia del individuo al juicio que se está llevando en su contra, por tanto, si el 

imputado no se presentara a las instancias que son requeridas y rompiendo esta promesa de 

comparecencia, el monto de la fianza será decomisado y se aplicarán medidas cautelares 

más duras que permitan la comparecencia del individuo. 

 Por otra parte, debemos mencionar que, dentro de esta fianza, existe la llamada 

caución juratoria, que tiene la siguiente consecuencia: 

 

Que en los Estados Unidos corresponde al llamado bono personal: éste se define 
como un acuerdo contractual entre una corte y el procesado, a través de la cual éste 
asegura que comparecerá ante la autoridad judicial; el procesado, en este caso, no 
requiere depositar una suma de dinero, sino que es puesto en libertad bajo su propia 

                                                
184 Idem. 
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palabra; sin embargo, si el procesado no comparece, se convertirá en deudor de la 
corte por el importe del bono personal. 185 

 

 Existe una flexibilidad en cuanto al tema económico, al permitir no realizar el depósito 

como tal y facultar que siga en libertad la persona bajo la promesa de comparecer al juicio, lo 

que hace suponer que existe una presunción de inocencia al tratarlo como tal, y confiar en 

que su palabra es suficiente para suponer que no realizará actos que no permitan desarrollar 

la causa que se lleva en su contra, con normalidad. 

 Pero, si existe dicha condicionante, en el caso del incumplimiento del contrato al no 

cumplir con su palabra, el imputado se convierte en deudor para el Estado por la suma que 

se haya comprometido a pagar, además de las consecuencias legales que traería el no 

presentarse cuando sea necesario. 

 

3.4. Comparación de las acusaciones, medidas cautelares y sus efectos en 
México y EE.UU. 

 

Sentados los precedentes sobre cada sistema y cómo funcionan sus respectivas 

acusaciones, en México es a través de la vinculación a proceso, y el escrito de acusación y 

en Estados Unidos, el indictment e information, en ese sentido, podemos presentar el 

siguiente cuadro comparativo que se muestra de manera completa en la siguiente página: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

                                                
185 Cfr. The Hyas County Sheriff´s Office. Texto en internet: sheriff.co.hays.tx.us/jail/jail_bail.php, citado por Muñoz Neira, 

Orlando, Sistema Penal Acusatorio de Estados Unidos, fundamentos constitucionales, panorama procesal, principio de 

oportunidad. Juicios por jurado. Principales diferencias con el derecho colombiano, Colombia, Legis, 2006, p.151. 
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Parámetro México Estados Unidos 
Acusaciones Vinculación a proceso y 

acusación 
Indictment e information 

Efectos Vinculación a proceso: pasar 
a la investigación 
judicializada 
Acusación: pasar a la etapa 
intermedia 

Ambos tienen el mismo efecto 
en cuanto que realiza dicha 
acusación, y se pasa al 
arraignment, donde el 
individuo se declara inocente o 
culpable de los cargos 
imputados 

Forma de realizar la 
acusación 

Vinculación a proceso: oral 
Acusación: escrito 

Ambos son escritos. 

Sujeto que realiza dichos 
actos procesales 

Ambos el Ministerio Público. Indictment: grand jury 
Information: prosecutor 

Quién decide si procede la 
acusación 

Juez de control Indictment: voto del Grand 
Jury 
Information: decide un 
funcionario judicial 

Tipos de delitos que se 
persiguen 

Todos los delitos pasan por el 
mismo procedimiento, sin 
importar su gravedad 

Indictment:  solo se usa para 
delitos mayores (felony) 
Information: se usa para 
delitos mayores (felony) y 
delitos menores 
(misdemeanor) 

Medidas cautelares Se escogen las idóneas para 
la comparecencia del acusado 
La prisión preventiva no se 
puede evitar con una fianza, 
es más, muchas veces se 
impone de oficio 

Existe el bail, una fianza que 
actúa como respaldo, para no 
caer en prisión preventiva, 
mientras se lleve el juicio en 
su contra 

Fianza La determina el juez de 
control 

También es determinada por 
los funcionarios judiciales 

 

 

 De acuerdo con lo anterior, podemos concluir lo siguiente: 

 

 Como vemos, establecimos que existen dos acusaciones en México, la vinculación a 

proceso la consideramos de esta naturaleza porque se le están imputando cargos a una 

persona, donde el Ministerio Público debe tener un estándar probatorio mínimo, que permita 

suponer que cierto individuo cometió un delito y se cuentan con los datos de prueba 

necesarios para suponer que dicha persona lo hizo. 



 106 

 

 La vinculación a proceso, al igual que cualquier acusación que se realice debe tener 

los tres elementos esenciales que permiten clasificarla como tal: fácticos, jurídicos y 

probatorios, en los cuales el Ministerio Público argumenta que existe un hecho que la ley 

describe como delito y que una persona lo cometió. 

 La segunda instancia que consideramos una acusación como tal, es el escrito de 

acusación, su naturaleza es la misma y se diferencia del primero en el momento procesal 

que se presenta, porque mientras el primero es para vincular a un individuo a proceso, el 

segundo ya es una acusación más formal, donde se cuenta con mayor cantidad de 

elementos para suponer que cometió un delito. 

 Esta diferencia sustancial entre ellas, se da por la investigación judicializada que 

contiene la segunda, donde el Ministerio Público tiene mayor capacidad de actuaciones de 

investigación y donde puede complementar, ya no como un estándar probatorio mínimo, 

como sí en nuestra primera acusación. 

 Estados Unidos tiene dos figuras jurídicas que consideramos acusación, como lo son 

el indictment e Information,  como vemos entre ellas también existe diferencia sustancial en 

cuanto al sujeto que la lleva a cabo, el primero de ellos el Gran Jurado y el segundo el fiscal, 

y son dos líneas de investigación totalmente distintas. 

 No existe en Estados Unidos la vinculación a proceso, a nuestro parecer porque no 

hay una diferencia en cuanto a una investigación no judicializada y judicializada, lo que hace 

prescindible dicha figura procesal, ya que como vimos en el Capítulo 2, la policía es la 

encargada de la investigación en todo ámbito, y entrega después lo necesario al fiscal o Gran 

Jurado, dependiendo del caso. 

 En México, ambas acusaciones las resuelve el juez de control, y en Estados Unidos, 

dependiendo la naturaleza de la acusación, por una parte, puede resolver los votos de un 

Gran Jurado y por otro un funcionario judicial, donde argumenta el fiscal el por qué procede 

la acusación. 

 La cuestión de quién resuelve entonces, es en cuanto a que no existe en México la 

figura del Gran Jurado, lo que no lo hace mejor o peor, sino que distinto en cuanto a cómo se 

procede en delitos graves, recordemos que no se usa para delitos menores. 

 El Gran Jurado es una institución respetable que como vimos, puede resolver más de 

una acusación en cuestión, ya que cuando se conforma es para todos aquellos delitos que 
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resulten en su periodo de tiempo de funcionamiento, comprometiendo a la sociedad a ser 

parte de los procesos penales. 

 Nos parece confiable que exista dicho filtro para delitos graves, porque va a cambiar la 

vida de una persona, y que exista una institución que decida en vez de una persona, nos 

parece más integral en cuanto a lo que refleje la sociedad, no es necesario ser experto en 

derecho para saber si existe el estándar probatorio mínimo para pensar que existen indicios 

suficientes para suponer si una persona puede haber cometido un delito. 

 En México, el juez de control resuelve solo; pero, aun cuando sea experto en derecho 

no es sinónimo de que su juicio sea mejor que el de un grupo de personas en cuanto a 

analizar si existe dicho estándar probatorio mínimo; nos parece, por tanto, que debiese existir 

la posibilidad de que las personas puedan optar a un Gran Jurado para asegurar una mayor 

confiabilidad en un proceso en su contra.  

 Claro que es importante que solo funcione para delitos graves, en virtud del costo de 

recursos que requiere tener ciudadanos que suspendan sus vidas normales para dedicarse a 

ser parte de un Gran Jurado, por lo que en México se podría comenzar con delitos menores 

para asegurar su funcionamiento para una posterior evolución hacia los delitos graves. 

 Esta idea la desarrollaremos en las conclusiones y propuestas del presente trabajo de 

investigación, por ahora solamente dejaremos la inquietud de que si en México el juez 

resuelve sobre ambas acusaciones, pareciera que los resultados son lógicos, sumado a un 

fiscal que se encuentra empecinado en llevar su caso adelante, lo que hace más difícil 

pensar en una objetividad procesal en cuanto a las acusaciones. 

 La vinculación a proceso tiene como fin pasar a la investigación judicializada que 

permite un mayor actuar por parte del Ministerio Público para recabar información a través de 

la policía, y el escrito de acusación tiene como propósito el paso a la etapa intermedia donde 

se realizará una depuración de la prueba, para saber cuál será desahogada en un eventual 

juicio oral. 

 Por otra parte, las acusaciones en Estados Unidos dan paso al arraignment, el cual se 

traduce en la audiencia donde el acusado, con información sobre los cargos que se le 

imputan, decide si se declara inocente o culpable, y se arreglan las medidas cautelares que 

serán impuestas. 

 Las medidas cautelares, como ya vimos, son muy variadas en México, y buscarán la 

comparecencia de la persona; existen incluso en el Código, delitos que contemplan la prisión 

preventiva de oficio, como por ejemplo la violación o el homicidio. 
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 Lo que pareciera una aberración a la presunción de inocencia, al imponer medidas 

como un check list sin existir una razón fundamental detrás de ello; aunado a ello, el 

imputado no tiene posibilidades de otras medidas menos invasivas que le permitan la 

comparecencia, sin parecer una sanción penal antes de una sentencia. 

 Nos parece acertado el manejo de medidas cautelares en Estados Unidos, en cuanto 

existe la posibilidad de pagar una fianza, para asegurar la comparecencia del acusado, y así 

evitar la prisión preventiva, con sus condicionantes, que en caso de no cumplirse se usarían 

medidas cautelares más restrictivas como es esta última. 

 En México podría funcionar que la fianza actúe como garante ante una posible prisión 

preventiva, nos parece positiva la hipótesis, porque lo que se busca es la comparecencia de 

la persona y no un castigo adelantado por un delito que no se ha probado. 

 Las medidas cautelares tienen la naturaleza de querer asegurar que el proceso se 

lleve a cabo sin contratiempos, como que una persona se escape de la justicia y no se 

presente cuando sea requerida.  

 Pero para ello, ¿es realmente necesaria la prisión preventiva? Creemos que en primer 

orden esto no es así, ya que tiene que existir la presunción de inocencia y ser manejado 

como tal; lo que realmente sería importante es dar alternativas, lo que no se traduce en que 

la persona sea tratada prácticamente como víctima, pero sí que exista siempre la posibilidad 

de poder asegurar su comparecencia de otra forma que no sea privándola de la libertad. 

 La prisión preventiva debiese existir como segundo orden cuando, por una parte, no 

se pueda asegurar de otra forma la comparecencia del acusado a las instancias legales que 

sea requerido y por otra, cuando no cumpla con las medidas alternativas que se hayan 

impuesto. 

 Estas son las principales diferencias que hemos notado en las acusaciones que se 

realizan en ambos países, donde es importante recalcar la figura procesal del Gran Jurado, 

su rol fundamental en los procesos donde se trate de un delito grave y su funcionamiento con 

respecto a un fiscal y a los funcionarios judiciales. 

 En México, toda la responsabilidad recae en el juez de control que debe resolver 

ambas acusaciones en distintos momentos procesales, lo que no nos parece funcional, en 

virtud de que podría existir solo una acusación y realizar una investigación sin necesidad de 

un proceso como tal, lo que se traduciría en ahorro económico y procesal. 
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 Propuestas que serán detalladas en las conclusiones del presente trabajo; por ahora 

solo es importante recalcar que dos procesos que son acusatorios se desarrollan de manera 

distinta, aunque tengan el mismo trasfondo jurídico lógico.  

 Comparados el de México y el de Estados Unidos, no existe uno mejor o peor, sino 

que solo son culturalmente adecuados a la realidad de cada país. México cuenta con este 

nuevo molde que ha permitido suponer una mejora en el sistema de justicia penal, que como 

vemos, busca una agilidad procesal y una lógica detrás de cada actuación procesal que se 

realiza.
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Capítulo 4. Etapa Intermedia y juicio oral 
 

En el último capítulo, abordaremos la segunda etapa del sistema de juicio oral mexicano 

denominada intermedia, dentro de la cual se desarrolla el descubrimiento probatorio y que 

tiene su símil en EE. UU., la exclusionary rules que nos permitirá entender como cada país 

resuelve el tema probatorio en su viabilidad para ser usada en los juicios orales. 

Así podremos entender cómo funciona el sistema mexicano y las diferencias con el 

que rige a Estados Unidos, en el ámbito de profesionales que participan y aunque son 

distintos procesos, la comparación versa en cuanto a las funciones que se realizan en esta 

etapa. 

Lo anterior, tiene como fin determinar si nuestro procedimiento es efectivo en cuanto a 

la forma de terminar los procesos penales, en comparación con la de Estados Unidos, 

además de cómo entender la fuerza y validez de dicha herramienta poderosa que tienen las 

partes para determinar sus propias soluciones como depuración del sistema. 

Posterior a ello, hablaremos de cómo se desarrollan los mecanismos alternos de 

solución de controversias, es decir, en que consiste el acuerdo reparatorio y la suspensión 

condicional del proceso que como su nombre lo dice buscan soluciones distintas a una 

sentencia. 

 Por parte de EE. UU., hablaremos del Plea Bargaining (pedir rebaja de pena) que 

funciona como una solución alterna a una sentencia, pero de una forma de negociación 

distinta a la que veremos en México que conllevará a efectos diversos que se nombrarán en 

el momento oportuno. 

 De esta manera, advertiremos de qué forma influyen con un rol más activo las partes 

en el nuevo sistema jurídico de juicio oral, y cómo en esta etapa puede acabar el 

procedimiento con salidas alternas al conducto regular, lo que aporta a la agilidad procesal 

buscada por el proceso. 

 Sumado a lo anterior, se mencionará la última etapa del procedimiento mexicano que 

consiste en el juicio oral, esto para ver algunas de las técnicas orales usadas, como por 

ejemplo el contrainterrogatorio y la posibilidad de que sea una mejor herramienta, para 

entender como se desarrolla esta etapa que es bastante similar en los países que son objeto 

de comparación. 
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Dentro del juicio oral o Trial, existen las instituciones jurídicas que toman las 

decisiones judiciales, el juez y jury, que ven la forma en que ambos países enfrentan las 

resoluciones de los casos en la instancia en comento y cómo ello influye en nuestra sociedad 

y por consecuencia, las recomendaciones al sistema adoptado por nuestro país. 

 En efecto, se presentará una conclusión del sistema de juicio oral mexicano, en 

específico recomendaciones para su mejora, lo que dará validez al método comparativo 

realizado para responder a las preguntas investigativas, a través de las justificaciones y 

razonamientos, con el fin de cumplir con los objetivos generales y específicos que se 

pudieron comprobar en el presente trabajo de investigación. 

 El capítulo 4 quedará desarrollado de la siguiente manera: en qué, consiste la etapa 

intermedia para entender el descubrimiento probatorio y su posterior comparación con la 

exclusionary rules, soluciones alternas de controversias y Plea Bargaining, para finalmente 

terminar con el juicio oral. 

 

	 4.1 Etapa intermedia el descubrimiento probatorio y la exclusionary rules 
 

4.1.1. La etapa intermedia en el proceso penal de México 
 
La etapa intermedia se encuentra definida en el artículo 334 mismo que señala lo siguiente: 

 

Artículo 334: La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión de los 
medios de prueba, así como depuración de los hechos controvertidos que serán 
matera del juicio. 
Esta etapa se compondrá de dos fases, una escrita y otra oral. La fase escrita iniciará 
con el escrito de acusación que formule el Ministerio Público y comprenderá todos los 
actos previos a la celebración de la audiencia intermedia. La segunda fase dará inicio 
con la celebración de la audiencia intermedia y culminará con el dictado con la auto 
apertura a juicio.186 

 

 De lo anterior, podemos deducir entonces que la etapa intermedia tiene por objeto el 

descubrimiento probatorio, que permitirá dilucidar aquellas pruebas que si serán 

desahogadas en un eventual juicio oral y desechar por distintas razones como por ejemplo 

reiterativas que no ayudarían a descubrir la verdad sino solo serían dilatorias en el proceso.  

                                                
186 CNPP 
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 Además, que dicha etapa tiene esta dualidad por una parte ser escrita por la 

naturaleza de la acusación, que ya vimos en el capítulo anterior, y por otra ser oral también 

por la forma que se desarrolla la segunda fase de la etapa intermedia, en específico la 

audiencia de la etapa en comento. La Dra. González Obregon describe de la siguiente 

manera la etapa intermedia: 

 

Tiene por objeto el ofrecimiento, la admisión y depuración de medios de prueba, así 

como la depuración de aquellos hechos que las partes deseen presentar ante el juez 

de control (fase oral, audiencia intermedia) en juicio oral. Permite tener la oportunidad 

de controvertir aquellas pruebas que, por su estrategia en la teoría del caso deseen 

que no le sean admitidas a la contraparte, así como para la autorización de acuerdos 

probatorios.187 

 

 Lo anterior, reafirma la idea que hemos comentado, sobre el descubrimiento 

probatorio, en cuanto que las partes deben presentar aquellas pruebas que pretendan ser 

desahogadas en un eventual juicio oral, teniendo la contraparte la oportunidad procesal de 

poder buscar que no se admitan aquella que afecten la teoría del caso que estén 

presentando, o ver las falencias en la teoría de la contraparte. 

 Esto se da en la segunda parte de la etapa intermedia, porque como comentamos 

existen dos fases, las que se traducen de la siguiente manera: 

 

Una parte escrita, a partir del escrito de acusación del Ministerio Público y la 
consecuente citación para la audiencia intermedia de la víctima u ofendido, el asesor 
jurídico, el acusado y su defensor.  Es la etapa en la se pueden hacer valer 
excepciones de previo y especial pronunciamiento (incompetencia, litispendencia, 
cosa juzgada, falta de algún requisito de procedibilidad, extinción de la pretensión 
punitiva), así como correcciones a vicios formales y de igual forma, ofrecer los medios 
de prueba para desahogar.188 
 

Lo anterior, nos ayuda a establecer que la primera parte de la etapa intermedia es 

escrita, en la cual se fija la audiencia intermedia que se desarrolla de manera oral, también 

                                                
187 González Obregón, Diana Cristal, “El descubrimiento Probatorio: requisito Obligatorio para las Partes en la Admisión 

Probatoria de la Etapa Intermedia”, Foro jurídico, México, núm. 144, septiembre 2015, p. 20. 
188 García Silva, Gerardo, “Etapas y fases del procedimiento penal acusatorio a la luz del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, jurípolis, México, núm. 17, Julio 2015, p. 107. 



 113 

es posible hacer valer vicios formales y procesales, y en el descubrimiento probatorio se 

pueden desahogar las pruebas que se tiene como objeto que sean parte del juicio oral. 

 Pues bien, el objetivo de señalar la etapa intermedia en el proceso mexicano penal es 

la diferencia que existe en cuanto al descubrimiento probatorio, que se da en la segunda 

parte de la etapa en comento, porque en la audiencia oral se da este debate de los medios 

de prueba. 

 

 Así, el artículo 337 nos habla sobre el “descubrimiento probatorio”, señalando lo 

siguiente: 

 

Artículo 337: El descubrimiento probatorio consiste en la obligación de las partes de 
darse a conocer entre ella el proceso, los medios de pruebas que pretendan ofrecer 
en la audiencia de juicio. En el caso del Ministerio Público el descubrimiento, el 
descubrimiento comprende el acceso o copia de todos los registros de la 
investigación, así como a los lugares y objetos relacionados con ella, incluso de 
aquellos elementos que no pretenda ofrecer como medio de prueba en el juicio. En el 
caso del imputado o su defensor, consiste en entregar materialmente copia de los 
registros al Ministerio Público a su costa, y acceso a las evidencias materiales que 
ofrecerá en la audiencia intermedia, lo cual deberá realizarse en los términos de este 
código.189 
(...) 

 

 En efecto, la forma de entender el descubrimiento probatorio es mostrar a la 

contraparte toda aquella evidencia que considera imprescindible para poder llevar a cabo la 

teoría del caso del Ministerio Público, mismo que tiene la obligación de mostrar todas las 

pruebas relacionadas con la investigación aun cuando estas no les convenga o afecte su 

teoría del caso e incluso las pruebas que fueron descartadas para un eventual juicio oral, es 

decir, debe mostrar todo aquello investigado. 

 Por otra parte, la defensa no tiene esa obligación de mostrar todo aquello investigado, 

sino más bien solamente lo que pretenda desahogar en una audiencia intermedia, porque es 

aquí donde se encuentra el equilibrio procesal, por los recursos con lo que encuentra el 

agente del Estado para investigar, la defensa por su parte tiene recursos más limitados lo 

que se compensa, con exigencias menores en el descubrimiento probatorio en comento. 

                                                
189 CNPP 
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 En la fase oral, una de sus características es que “el juez que dirige esta etapa no es, 

y no debe ser, el mismo que presidió la etapa de preparación a proceso, o preinstrucción, 

porque este último juez ya está contaminado y predispuesto por los medios de prueba que 

presentaron las partes durante la etapa de preparación a proceso.”190  

 Hay que hacer la distinción entre, el juez de control que conoce en la etapa de 

investigación que ya mencionamos en el capítulo anterior, y el juez que conoce en la etapa 

intermedia, por la razón de que el anterior ya tiene un criterio formado sobre el caso. 

 Lo anterior, porque el juez que conoció del asunto en la etapa de investigación ya hizo 

una interpretación de las pruebas y les dio el valor que significaban para él dentro del asunto, 

lo que mantiene una objetividad dentro del proceso, al no tener un tercero imparcial con un 

criterio formado que dirima sobre la admisión de pruebas posibles. 

 Esto, porque si bien es cierto, no dirimió en cuanto a la admisibilidad de la prueba para 

un eventual juicio oral, si lo hizo en cuanto a qué consideró relevante por ejemplo para la 

teoría del caso del Ministerio Público dichas pruebas, esa convicción presidida en la etapa de 

investigación, haría nefasta esta etapa y no tendría justificación de existencia. 

 Por tanto, la audiencia oral “comienza a partir del inicio de la audiencia intermedia, en 

la que las parte hacen una exposición de sus posiciones, se ofrece y se debate sobre los 

medios de prueba, se establecen de ser el caso, acuerdos probatorios y constituye la última 

oportunidad para que proceda algún mecanismo de justicia alternativa.”191 

 En ese sentido, debemos recalcar que en dicha audiencia se realiza el descubrimiento 

probatorio que permite a las partes depurar la prueba en cuanto a su efectividad dentro de un 

posible juicio oral, pero también la última oportunidad para proceder con mecanismo alterno 

de justicia, como veremos en el siguiente ítem. 

 

Por tanto, la etapa intermedia se compone de la siguiente forma: 

 

 

 

 

 

                                                
190 González González, Jesús, op. cit., p. 162. 
191 García Silva, Gerardo, op. cit., p. 107. 
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Ministerio Público, inculpado, víctima, defensa 

 

 

 

 

  

              

   Notificación de acusación a la víctima          Descubrimiento probatorio. 
 y al inculpado. 
 
 
   acusación                                   Auto apertura  

                            a juicio. 192 

 

 Podemos concluir entonces, que por una parte existe esta fase escrita, que se da con 

el cierre la investigación y parte con el escrito de acusación, dando inicio a la etapa 

intermedia, misma que se divide en dos siendo esta la primera de las fases de la etapa en 

comento. 

 En dicho escrito, el Ministerio Público detalla a través de elementos facticos, jurídicos 

y probatorios todo aquello que ha investigado y resultará supuestamente constitutivo de un 

delito y la persona responsable de haberla cometido. 

 La parte que nos interesa es la segunda parte de la etapa intermedia consistente 

como hemos detallado en la audiencia en sí, donde se da este debate sobre las pruebas y 

cuales pueden pasar a ser parte en un “eventual” juicio oral, porque como veremos existen 

formas anticipadas de terminación de un procedimiento penal. 

 Pues bien, en dicha audiencia sucede que, “cada parte podrá formular las solicitudes y 

observaciones y planteamientos que estime relevantes, en relación con las pruebas 

ofrecidas. A instancia de cualquiera de las partes, podrán desahogarse en la audiencia 

medios de prueba encaminados a demostrar la ilicitud de alguna prueba ofrecida por la 

contraparte.”193 

 

                                                
192 Bardales Lazcano, Erika, op. cit., p. 97. 
193 Ibidem, p. 101. 

Fase escrita 
Formalidades 

Fase oral. 
La audiencia en sí misma 
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 En resumen, es el descubrimiento probatorio que hemos resaltado que se da en la 

audiencia oral, donde las partes revelan las pruebas que consideran pertinente para su teoría 

del caso y con posterioridad serán objeto aquellas que no sean desechadas en un juicio oral. 

 

4.1.2. La exclusionary rules en el proceso penal de EE.UU. 
 

Esto nos parece relevante, porque en EE. UU., existe la “exclusionary rules” la que podemos 

entender como “toda vez que una prueba que sirva para verificar la comisión de un delito sea 

obtenida violando, transgrediendo o superando los límites esenciales establecidos por la 

Constitución, dicha prueba resulta procesalmente inadmisible, y, por consiguiente, debe ser 

apartada o excluida como elemento de juicio.”194 

 Es decir, toda aquella prueba que fuese obtenida en contra de lo establecido en la 

Constitución se considera ilegal y no puede ser incluida en un eventual juicio, por lo que debe 

ser excluida como prueba para representar la teoría del caso, esto no tiene subsanamiento y 

aun cuando sea una prueba irrefutable, si se obtuvo de una manera indebida no puede ser 

reproducida. 

 Esto, pareciera ser lógico en cierto sentido para poder decir que una prueba obtenida 

de manera ilegal no debe ser admitida aun cuando tenga injerencia en el resultado de un 

procedimiento penal.  

 

 También, el Dr. Carlos Fidalgo Gallardo, define la “exclusionary rules” como: 

 

Aquella regla jurisprudencial según la cual los materiales probatorios (evidence) 
obtenidos por la fuerzas del orden público mediante acciones de investigación criminal 
que vulneren los derechos procesales constitucionales reconocidos por las Enmiendas 
Cuarta, Quinta, Sexta y Decimocuarta de la Constitución Federal, no podrán aportarse 
ni ser valorados por el juzgador en la fase decisora de los proceso penales federales o 
estatales, a los efectos de la determinación o prueba (proof) de la culpabilidad o 
inocencia del acusado cuyos derechos fueron violados.195 

 

                                                
194 Anselmino, Valeria, “Las garantías constitucionales y la regla de exclusión probatoria en el proceso penal”, Anales, 

Facultad de Cs, Jurídicas y Sociales, U.N.L.P, núm. 42, 2012, p. 109. 
195 Fidalgo Gallardo, Carlos, “Las pruebas ilegales; de la exclusionary rule estadounidense al art.11.1.LOPJ.”, Madrid, 

Centro de Estudios politicos y constitucionales, 2003, p. 49. 
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 Siendo entonces, un tema procesal de la forma que se obtuvo la prueba, en post de 

los derechos de los ciudadanos en cuanto no se permite la vulneración de sus derechos 

constitucionales entrando también en la categoría de prueba inadmisible aquellas que sean 

derivadas de pruebas obtenidas de manera inconstitucional. 

 Esto es importante, porque pareciera que se trata no del valor en prueba en sí, en 

cambio versa sobre la forma que realizó el trabajo la policía para la obtención de una prueba 

en comento, aun cuando esta sea irrefutablemente signo de culpabilidad de un individuo no 

puede ser reproducida en un eventual juicio. 

 Cabe recordar, que las Enmiendas Cuarta, Quinta, Sexta y Decimocuarta hablan de 

temas procesales en el caso penal como lo son: interdicción de registro e incautaciones 

irrazonables, debido proceso, derechos del acusado, debido proceso estatal 

respectivamente. 

 Existe una excepción a la exclusionary rule que habla sobre el principio de buena fe, y 

puede ser ilustrada a través de lo resuelto en el siguiente caso: 

 

El Tribunal Supremo Federal de los Estados Unidos el 14 de enero 2009 sentenció en 
el caso Herring v. United states (2008). El Tribunal resolvió que la excepción de la 
buena fe a la regla de exclusión se aplica cuando un agente de policía hace una 
detención basada en una orden de detención que está pendiente en otra jurisdicción y 
la información luego resulta ser incorrecta debido a un error informático por 
negligencia de dicho organismo.196 

 

 Lo anterior, es un ejemplo de cuando se aplica la buena fe como excepción a la regla 

de exclusión, en cuanto se desplegó el accionar del policía basado en pensar que se estaba 

realizando lo correcto, lo que traería aun cuando no era de su competencia realizar dicho 

acto de aprehensión la subsanación de este, por que dicha excepción que lo protege. 

 

 Por otra parte, a modo de crítica, la “exclusionary rules” ha tenido el siguiente efecto: 

 

La regla de exclusión ha probado ser ineficiente en su premisa de prohibir conductas 
policiales mediante la no aceptación de evidencia ilegalmente incautada a ser utilizada 
en contra del inculpado. Dado que ella no es efectiva para alcanzar sus fines, la regla 
de exclusión debería ser anulada por ser un impedimento innecesario para que la 

                                                
196 Alcaide González, José Manuel, La exclusionary rule de EE.UU. Y la Prueba Ilícita Penal de España, perfiles 

jurisprudenciales comparativos, Universitat Autónoma de Barcelona, 2012, pp. 189-190. 
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fuerza policial cumpla las expectativas públicas, lo cual es un precepto 
constitucional.197 

  

 Los detractores de dicha regla son los que señalan que al final va en contra de los 

principios constitucionales porque no permite asegurar el cumplimiento de estos, muchas 

veces y permite por tanto que las personas queden en libertad por un error más bien 

procesal, que no ser culpables de un crimen que sí cometieron. 

 En efecto, no permitiendo que se cumpla el precepto constitucional mencionado en el 

extracto citado sobre que la policía cumpla las expectativas públicas, necesarias para 

asegurar el orden y la paz, y el efectivo funcionamiento del procedimiento de EE. UU. 

 Por tanto, ha generado un problema, porque “ha habido una multitud de criminales que 

ha escapado de la ley debido al retraso en la obtención de una orden. El tiempo es esencial 

para la captura de ciertos delincuentes.”198 

 Una formalidad que no pareciera ser supeditada al buen actuar de la policía, y 

teniendo en cuenta que hemos señalado la flexibilidad muchas veces del sistema penal de 

EE. UU., aun cuando es cierto se han tomado medidas para subsanar esto, pero sólo 

queríamos hacer mención para que se entendiera como opera dicha regla de exclusión. 

 Pero, “la justificación detrás de la norma de exclusión se basa en los derechos 

constitucionales, es un remedio y disuasivo creado por el tribunal, no un derecho 

constitucional independiente. El propósito de la regla es disuadir a los agentes de la ley de la 

violación de las enmiendas y proporcionar remedios a los acusados cuyos derechos han sido 

infringidos.”199 

 Buscando ser una garantía procesal, para que los funcionarios públicos se encuentren 

alerta a cumplir la ley en la obtención de las pruebas y así no se actúe con impunidad por 

tener los funcionarios en comento el monopolio de la fuerza para sí. 

 Sumado a ello, la “exclusionary rules” se presenta como una defensa de la integridad 

judicial, en ese ámbito: 

 

                                                
197 Washington, Ellis, “Excluyendo la Regla de Exclusión: una análisís de derecho natural”, Ius Est Veritas, España, núm. 

28, 2004, pp. 304-305. 
198 Ibidem, p. 309. 
199 Cornell Law School, Legal Information Institute, “Exclusionary Rules”, 

https://www.law.cornell.edu/wex/exclusionary_rule  
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Los tribunales marcharán su propia reputación y dignidad si (rutinariamente) basan 
sus decisiones en pruebas obtenidas mediante violaciones graves de la ley. Por lo 
tanto, los tribunales deben excluir pruebas contaminadas para demostrar al público 
que no toleran los actos ilegales de los agentes del gobierno y que se niegan a basar 
sus sesiones en los resultados de dichos actos.200 

 

 Por lo que, al final señalamos que es una práctica que busca la transparencia de los 

tribunales para que entendamos que estos, no son corruptibles en ningún sentido ni por la 

idea de querer encerrar a una persona que fehacientemente sea culpable, lo más importante 

es hacerlo respetando todas las leyes. 

 Con esto se da un equilibrio procesal, al tener el imputado la garantía que, si es 

declarado culpable de algún hecho, este fue probado respetando todos los derechos 

constitucionales que este tiene, sino quedaría en libertad por negligencia por parte de los 

agentes públicos que los tribunales no están dispuestos aceptar. 

 

4.1.3. ¿Por qué mencionamos estas dos figuras procesales juntas? 
 
A primera vista, pareciera absurdo que comparemos dos figuras procesales que 

aparentemente nada tienen que ver entre sí, aun más se podría pensar que la regla de 

exclusión tiene su homologación en el sistema procesal mexicano en un amparo directo. 

 Pero el amparo en comento no es materia del presente trabajo de investigación, en 

cambio se realizó esta propuesta de contraponer el descubrimiento probatorio y la 

exclusionary rule, porque ambos hablan sobre la prueba y como esta puede ser descartada 

teniendo bastantes diferencias, porque no tienen que ver como tal, sólo que se intentó buscar 

una homologación en el procedimiento acusatorio de EE. UU.   

 Es así, como hemos estipulado el descubrimiento probatorio se da en una audiencia 

de oral, en la etapa intermedia o etapa de preparación a juicio oral en la cual el Ministerio 

Público y defensa discuten las pruebas que pretenden presentar en un posterior juicio oral, y 

se busca descartas aquellas que por diversas razones detalladas en el código no sean 

presentadas. 

 

                                                
200 Ioncheva Turnes, Jenia y Weigend, Thomas, “The Purpose and Functions of Exclusionary Rules: A comparative 

Overwiew”, Ius Gentium, vol. 74, 2007-2020, p. 258. 
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 En EE. UU., no existe dicha instancia en un procedimiento penal, por lo que es posible 

presentar todas las pruebas que estimen conveniente para presentar su teoría del caso, 

siendo valoradas por las partes en primera instancia considerando si son importantes o no 

para su teoría del caso. 

 Con esto, se ha desarrollado un sistema amplio en el sentido de no escatimar en 

reproducción de estas, aun cuando sean por ejemplo reiterativas o no tengan nada que ver 

con el caso entre otras razones. 

 Lo que trae consigo pensar, ¿es necesario en México tener la instancia de 

descubrimiento probatorio?, a lo que nosotros respondemos de forma afirmativa, porque la 

justificación de esto es permitir que sea de forma más expedita los tribunales para un juicio 

oral. 

 Cosa que no se valora en EE. UU., sino que se deposita en el juzgador, que puede ser 

un juez o jurado que dirima realmente que pruebas le sirven y cuales no para decidir sobre 

un asunto en cuestión. 

 En el sistema norteamericano entonces se admiten todas las pruebas, en tanto no 

sean excluidas, es decir no sean objetadas por la contraparte y esta sea aceptada, por 

alguna razón de peso, no teniendo una instancia especial de depuración para la prueba para 

este objetivo. 

 El juzgador entonces puede excluir una prueba cuando es “(1) irrelevante, (2) 

relevante pero considerada inconveniente por el legislador por ser indebidamente prejudicial, 

(3) relevante pero excluida por el juez como indebidamente prejudicial, (4) relevante pero 

excluida por el legislador como no confiable, y (5) relevante, pero considera inconveniente 

por el legislador por razones de política legislativa.”201 

 Los fundamentos para intentar objetar una prueba sean reproducidos pareciera ser 

muy parecidos a los señalados en el artículo 346 del CNPP mismo que dice lo siguiente: 

 

Artículo 346. Exclusión de medios de prueba para la audiencia del debate. 
Una vez examinados los medios de prueba ofrecidos escuchado a las partes, el Juez 
de control ordenará fundadamente, que se excluyan de ser rendidos en la audiencia 
de juicio, aquellos medios de prueba que no se refieran directa o indirectamente al 
objeto de investigación y sean útiles para el esclarecimiento de los hechos, así como 
aquellos en los que se actualice algunos de los siguientes supuestos: 

                                                
201 Méndez Longoria, Miguel Angel, “Los principios del proceso penal Estadounidense y el caso de Michael 

Jackson”,Cuadernos Unimetanos, España,  núm. 11,  2007, p. 147. 
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4.1 Cuando el medio de prueba se ofrezca para generar efectos dilatorios. 
4.2 Por haberse obtenido con violación a derechos fundamentales; 
4.3 Por haber sido declaradas nulas, o  
4.4 Por ser aquellas que contravengan las disposiciones en este Código para su 

desahogo.202 
 

 Tiene por tanto que existir fundamentos, para desechar una prueba en ambos 

sistemas, pero en Estados Unidos no es tan amplio como México al no existir como tal una 

instancia para ello, si no sobre la marcha las partes tienen que ver si desean buscar pedir 

que se deseche una prueba que afecte su teoría del caso, siempre cuando exista un motivo 

fundando detallado anteriormente. 

 Dentro de los motivos señalados en el CNPP, existe el de ser una violación a derecho 

fundamental, cosa no contemplada en EE. UU., como tal en un desechamiento de prueba, 

sino que se realiza a través de la exclusionary rules. 

 Esa diferencia es fundamental, en cuanto en México existe una instancia para prever 

que no se violen los derechos fundamentales, y si igual esto ocurre se cuenta con un amparo 

directo, que permite hacer ver en una instancia de apelación las correspondientes violaciones 

que se hayan cometido en un procedimiento penal. 

 En EE. UU., dicha instancia de apelación en el procedimiento penal se encuentra 

consagrada en el Título 18 del Código 3731, disposición que señala lo siguiente en su 

segundo párrafo: 

 

Una apelación presentada por los Estados Unidos se dirigirá a un tribunal de 
apelaciones de una decisión u orden de un tribunal de distrito que suprima o 
excluya evidencia o requiera la devolución de la propiedad incautada en un 
proceso penal, no hecha después de que el acusado haya sido puesto en peligro 
y antes el veredicto o el hallazgo en una acusación o información, si el fiscal de 
los Estados Unidos certifica ante el tribunal de distrito que la apelación no se 
toma con el propósito de demora y que la evidencia es una prueba sustancial de 
un hecho material en el procedimiento. 203 

 

 Lo anterior, nos detalla la manera en que se realiza entonces el desechamiento de 

pruebas para tomar una decisión, dentro de estas entra la exclusionary rules, que como 

comentamos nos habla sobre cuando exista una violación a derechos fundamentales se 

                                                
202 CNPP 
203 U.S. 18 Code 3731, “Appeal by United States”, 

https://www.law.cornell.edu/uscode/text/18/3731  
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realiza dicho recurso para que se excluya una prueba que haya sido tomada en cuenta para 

un veredicto, y en el caso de ser recibida concederá un nuevo juicio con la subsanación de la 

violación que se haya cometido en contra del imputado. 

 Entonces, es distinta la instancia en la cual se realiza el desechamiento de la prueba, 

mientras que en México se realiza en una etapa intermedia, donde se realiza esta depuración 

de la prueba, y teniendo también la oportunidad de presentar un amparo directo como 

apelación al veredicto que se haga, en EE.UU., se realiza en una apelación que detalle por 

que se busca excluir una prueba que haya sido obtenida, o sea en sí violatoria de los 

derechos fundamentales del imputado. 

 Aun así, las directrices señalan que “en el modelo norteamericano, si la Corte 

Suprema Federal o el poder legislativo llegasen a la conclusión de que la regla de exclusión 

es ineficaz para el logro de su finalidad al existir otros remedios alternativos más eficaces y 

adecuados, su razón de ser desaparecería y la regla de exclusión dejaría de ser aplicada.”204  

 En efecto, el desechar pruebas es una garantía procesal, que busca como hemos 

mencionado la disuasión de la policía en su actuar principalmente en post de recabar 

pruebas, sin pasar a llevar los derechos fundamentales de las personas, pero como se 

mencionó si consideraran que no logra su cometido, se sacaría del ordenamiento de EE. 

UU., como muchos detractores lo han señalado, cosa que no es materia del presente trabajo 

de investigación. 

 Pues bien, estamos entonces a favor del descubrimiento probatorio que se realiza en 

México su finalidad es la depuración de prueba que permite un juicio oral más expedito y no 

tan largos para no tener atochamiento en tribunales por cantidad de causas, y también por 

otra parte cuando se va a una forma de terminación anticipada como procedimiento 

abreviado también sirve. 

 Consideramos esta etapa intermedia necesaria totalmente, porque una depuración de 

la investigación que realizó la policía y el ministerio público, y se de vista a la contraparte se 

da la posibilidad de un equilibrio procesal donde la defensa tiene mayores posibilidades con 

menos recursos de recurrir ante las actuaciones de los agentes federales. 

 Además, funciona como un control horizontal donde no sólo la autoridad se encuentra 

encargada de velar por el cumplimiento de la ley, sino que las partes son capaces de realizar 

                                                
204 Miranda Estrampes, Manuel, “La Prueba Ilícita: la regla de exclusión probatoria y sus excepciones”, Revista Catalana 

de Seguretat Pública, España,  núm. 22, 2010, p. 135. 
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una valoración contraria en cuanto a cómo fueron obtenidas y la naturaleza de las pruebas, 

que influyen directamente en el juicio por que sin es imposible probar los dichos de uno y 

otro. 

 Sumado a ello, nos parece innecesario realizar un nuevo juicio cuando existiesen 

violaciones fundamentales en cuanto a las pruebas, si se puede tener una instancia interna 

que funcione como colador de ello, permitiendo procedimientos penales más expeditos y 

menor gasto de recursos por parte del Estado, y justicia más pronta y expedita para la 

sociedad. 

  No debe malentenderse, en el caso que existiese otro tipo de violación procesal y sea 

necesario para que subsane otro procedimiento nuevo, en una instancia de apelación a 

través del amparo directo, es necesario totalmente, pero tener esta herramienta nos parece 

poderosa en cuanto a la oportunidad que tienen las partes de hacer valer y que se dé cuenta 

el tribunal que la contraparte por alguna razón realizó un trabajo negligente en su recolección 

de pruebas. 

 Como se ha desprendido hasta ahora, en cambio EE. UU., tiene dicha instancia para 

una supuesta depuración de prueba en una apelación donde se pediría a un tribunal que se 

descarte una prueba por supuesta violación a derechos fundamentales, cosa que traería 

consigo como efecto un nuevo juicio. 

 Esta comparación la realizamos al no tener una instancia igual o parecida en el 

ordenamiento norteamericano y queríamos resaltar lo positivo de tenerlo, por todas las 

ventajas que hemos mencionado, aun cuando pareciera que estamos hablando de dos 

figuras procesales totalmente diferentes. 

 Pero defendemos esto, argumentando que realmente no son tan distintas porque 

ambas versan sobre la prueba, y saber si van a influir en un posterior veredicto lo que nos 

parece acertado como ambos procesos buscan desechar la prueba, en efecto teniendo en 

cuenta las razones que existen en ambos ordenamientos para ello. 

 Así, nos parece acertada la comparación y podemos ver que tiene un punto de 

similitud no tan lejana en cuanto a la defensa de los derechos fundamentales y garantía de 

un proceso confiable para que las personas confíen en sus procedimientos penales. 
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Podemos contextualizar lo anterior en el siguiente cuadro: 

 

  

Criterio México EE. UU. 
Desechar Prueba  Descubrimiento probatorio Exclusionary rules 
Efecto Desechar pruebas en un 

posterior juicio oral o forma 
anticipada de terminación. 

Un nuevo juicio. 

Objetivo Desechar pruebas por 
diversos motivos desde 
efectos dilatorios hasta 
violaciones de derechos 
fundamentales. 

Que no se tome en cuenta en 
un veredicto pruebas que hayan 
violado enmiendas IV, V, VI, 
Y VIX. 

Forma de interponer En audiencia oral en la etapa 
intermedia 

Apelación 

Beneficios Justicia más pronta y 
expedita, menos recursos del 
Estado, juicios más cortos. 

Mecanismo de protección de 
los derechos constitucionales 
de los individuos. 

Control Horizontal entre ministerio 
público y defensa, pero 
decide el tribunal. 

Vertical donde el tribunal 
decide. 

 

  

4.2 Soluciones alternas 
 

4.2.1. Las soluciones alternas de controversia en México 
 

 4.2.1.1. El acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del proceso 
  
El principio de oportunidad consagrado en el octavo párrafo del artículo 21 de la CPEUM 

señala: 

 

El Ministerio Público podrá considerar de oportunidad para el ejercicio de la 
acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley.205 

 
                                                
205 CPEUM 
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 Por ende, existe la oportunidad de que el Ministerio Público busque no aplicar la 

acción penal, por encontrar que existen mejores beneficios por ejemplo con las soluciones 

alternas del procedimiento que buscaran subsanar el daño causado, pero no a través de 

llegar a un juicio oral y no siendo necesario escuchar a la víctima para ello. 

 En ello el Ministerio Público debe evaluar que “se hayan reparado o garantizado los 

daños causados a la víctima y ofendido o ésta manifieste su falta de interés jurídico en dicha 

reparación de lo cual deberá dejarse constancia.”206 

 El criterio de oportunidad debe estar fundado y motivado en ley, la cual señala las 

instancias en las que se puede realizar dicha acción, siempre cuando medie esta supuesta 

condición de la víctima. 

 Por otra parte, las soluciones alternas de controversia “son mecanismos opcionales 

para enmendar un conflicto, que difieren del dictado de una sentencia de juicio oral, pero que 

apuntan hacia el mismo objetivo, o sea, la solución del litigio”. 207 
 En efecto, ayudan en cierta manera a poder descongestionar los tribunales de justicia 

penal y que se pueda dar prioridad a otros casos que sean más graves, además de dar 

soluciones a las partes que permite la satisfacción y confianza en el sistema.  
 También, podemos definirlas como “mecanismos que tienen por objeto poner término 

anticipadamente a un proceso penal por determinados delitos que no merecen una pena de 

privación de libertad alta, después de la formalización de la investigación, por medio de un 

acuerdo entre el Fiscal y el imputado, con la aprobación del Juez de Garantía, previo 

cumplimiento de una condición.”208 

 Es decir, no todos los delitos entran en esta categoría, solo aquellos que cumplan 

ciertos requisitos de condena y gravedad que veremos más adelante aunado a que las 

partes buscan solucionar de una manera más armoniosa y rápido el conflicto que les 

compete. 

 En ese sentido, el artículo 184, nos habla sobre soluciones alternas mismo que señala 

lo siguiente: 

 

Artículo 184: Son formas de solución alterna del procedimiento: 
                                                
206 Bincaz Azzolini, Alicia y Nettel Díaz, Ana Laura, “Las salidas alternas al juicio: Los mostivos del constituyente en la 

reforma de 2008 y los objetivos del proceso penal”, Alegatos, México, Vol. 86, núm. 86, 2014, p. 37. 
207 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., “Introducción a los juicios orales..., p. 93. 
208 Caroca Peréz, Alex, El nuevo sistema procesal penal, 2a. ed., Chile, Jurídica La Ley, 2002, p. 184. 
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 I. El acuerdo reparatorio, y    
II. La suspensión condicional del proceso.209 

 

 Como vemos, existen dos soluciones alternas al procedimiento penal, mismas que 

pasaremos a detallar a continuación, que buscan como su nombre lo dice dar una solución 

que permita dejar a las partes satisfechas sin tener la necesidad de llegar a un juicio oral. 

 En ese sentido, el primero de ellos el acuerdo reparatorio se encuentra definido en el 

artículo 187, mismo que señala: 

 

Artículo 187: Los acuerdos reparatorios son aquéllos celebrados entre la víctima u 
ofendido y el imputado que, una vez aprobados por el Ministerio Público o el Juez de 
control y cumplidos en sus términos, tiene como efecto la extinción de la acción 
penal.210 

 

 Es decir, cuando la víctima y el inculpado pueden llegar a un arreglo, que permita al 

primero quedar satisfecho como reparación en el delito que se haya realizado en su contra, y 

el segundo asumiendo su responsabilidad y buscando resarcir el daño causado. 

 Lo cual, trae consigo el efecto de que se extinga la acción penal por lo que el 

procedimiento finaliza con dicho acuerdo necesitando para ello, se necesita no sólo la 

satisfacción de las partes, sino que también la aprobación del Ministerio Público o en su 

defecto el Juez de control. 

  Debemos señalar que “el juez autorizará el acuerdo probatorio, siempre y cuando lo 

considere justificado por existir antecedentes de la investigación con los que se acredite la 

certeza del hecho.”211 

 Para que un juez pueda aprobar un acuerdo probatorio debe existir una 

fundamentación para ello, no puede ser de libre discernimiento siendo una limitando que 

debe ser aprobada por la investigación que se realizó en la etapa correspondiente. 

  

Como nos señala el artículo 188 del CNPP: 

 

Artículo 188 Procedencia. 

                                                
209 CNPP 
210 CNPP 
211  Islas Colin, Alfredo, Juicio orales en México, México, Flores Editor y Distribuidor, T. II, 2012. p. 137. 
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La procedencia de los acuerdos probatorios es posibles desde la presentación de la 
denuncia o querella hasta antes de decretarse la auto apertura a juicio oral, en el caso 
que exista un incumplimiento por alguna de las partes, el proceso se reanuda desde 
el momento que fue suspendido por el mismo y como dijimos en el caso del 
cumplimiento se extingue la acción penal.212 

 

 La forma de desarrollo de los acuerdos reparatorios es un “pacto que se realiza 

mediante una conciliación judicial durante alguna de las audiencias del proceso ante el juez 

de control, pero no podrá decretarse una vez dictado el proveído de apertura de apertura a 

juicio oral.”213 

 Teniendo la posibilidad entonces como hemos comentado, hasta antes de la auto 

apertura a juicio oral, y se realiza una audiencia que se expone cual sería el acuerdo que 

previamente las partes han acordado y debe ser sujeto al conocimiento del juez de control, 

aunado a la aprobación de este. 

 También es posible que esta audiencia “especial” no se realice en los tribunales de 

justicia penal donde normalmente se desarrolla el procedimiento, pueden también ver su 

realización en Centros de Justicia Alternativas (CJA). 

 Los CJA en comento, se definen como “una dependencia del Tribunal que cuenta con 

autonomía técnica y de gestión, y se instituye para administrar y substanciar los métodos 

alternos de solución de controversias, particularmente la mediación, para la atención de 

conflictos de naturaleza civil, mercantil, familiar, penal y de justicias para adolescentes, entre 

particulares, así como para su desarrollo.”214 

 En ese sentido, los CJA buscan también una desconcentración y apertura de los 

tribunales para juicios que no se pueden resolver en una salida alterna, teniendo estos 

centros especializados en este tipo de soluciones con personas capacitadas para ello como 

por ejemplo los mediadores, es decir, no necesariamente son jueces los que realizan estos 

acuerdos reparatorios. 

 Los acuerdo reparatorios en comento, con posterioridad son ratificados ante el juez de 

control, con esto se da la validez legal de que existió una justificación para realizarlo y las 

                                                
212 CNPP 
213 Urosa Ramírez, Gerardo Armando, op. cit., “Introducción a los juicios orales...”, p. 99. 
214 Poder Judicial de la Federación, “mediación, preguntas frecuentes”,  

https://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/cja/cja-preguntas-frecuentes/ 
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partes se encuentran de acuerdo en este tipo de salida alterna de solución a la causa que se 

tenga en cuestión. 

 En cuanto a su competencia, los acuerdos reparatorios son admisibles en cuanto se 

encuentre expresado en ley, en ese sentido “procederá en casos como delitos culposos, 

delitos en los que proceda el perdón de la víctima u ofendido, delitos de contenido 

patrimonial que se hayan cometido sin violencia sobre las personas, delitos en los que 

admitan presumiblemente la sustitución de sanciones o condena condicional y delitos cuya 

pena máxima de prisión no exceda de seis años y carezcan de trascendencia social.”215 

 Queda de manifiesto, que para los delitos graves no es posible realizar un acuerdo 

reparatorio, ejemplo de lo anterior son delitos que se hayan cometido con dolo como por 

ejemplo el secuestro, por lo que solo es posible en aquellos que el resarcimiento del daño 

pareciera posible y dependiera de la víctima más allá de la imposición de una pena. 

 Los acuerdos reparatorios, como salida alterna de solución de controversia no es 

adversarial, si no más bien podríamos catalogarla como autocompositiva, es decir, las 

personas involucradas buscan alcanzar un acuerdo de iniciativa propia, no con un tercero 

imparcial que decida sobre el asunto. 

 La gran ventaja por tanto de los acuerdos reparatorios es “solucionar o disminuir el 

conflicto entre las partes directamente interesadas. A través de ellos se descongestiona el 

ámbito judicial, se agiliza la solución y se satisface, en lo esencial, las pretensiones de la 

víctima respecto al imputado.”216 

 De esta suerte, se tiene como principal eje entonces por una parte la satisfacción de la 

víctima en cuanto al resarcimiento del daño que se la haya hecho en su contra y por otra 

parte el descongestionamiento de los tribunales para casos que requieran de estos. 

 Como segundo medio esta la suspensión condicional del proceso, que se encuentra 

consagrado en el CNPP en el artículo 191 que señala lo siguiente: 

 

Artículo 191: Por suspensión condicional del proceso deberá entenderse el 
planteamiento formulado por el Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá 
un plan detallado sobre el pago de la reparación del daño y el sometimiento a una o 
varias de las condiciones que refiere este capítulo, que garanticen una efectiva tutela 

                                                
215 Espinosa Leal, Idalia Patricia, “¿Justicia Restaurativa en Delitos Federales?”, Archivos de Criminología, Seguridad 

Privada y Criminalística, México, núm. 18, 2017, p. 43. 
216 Bincaz Azzolini, Alicia y Nettel Díaz, Ana Laura, op. cit., p. 37. 
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de los derechos de la víctima u ofendido y que en caso de cumplirse pueda dar lugar 
a la extinción de la acción penal.217 

 

 Es decir, es una especie de acuerdo sujeto a condiciones que permitan reparar el 

daño que fue causado a la víctima y aunado a ello tendrá la extinción de la acción penal, por 

no seguir adelante con el procedimiento penal al ver satisfecho sus pretensiones a través del 

acuerdo. 

 En efecto, gracias a la existencia de la suspensión condicional del proceso, se permite 

que exista la forma para que se cumpla con la tutela de los derechos de la víctima y así 

pueda tener de nuevo su esfera jurídica sin daños externos, sumado a ello el imputado 

cumple a cabalidad con la responsabilidad del daño causado y no sólo cumple una condena 

por ello. Es decir, la suspensión condicional del proceso tiene requisitos, que se traducen de 

la siguiente manera: 

 

La interrupción del proceso penal se subordina a que la persona imputada acepte, 
tácita, o expresamente, su renuncia al juicio y cumpla determinadas obligaciones. La 
ejecución satisfactoria de tales obligaciones o cargas por parte de la persona imputada 
extinguirá la acción penal, sin que la responsabilidad penal de esta se aclare bajo los 
estándares probatorios y del debido proceso que orientan los juicios.218 

  

 Es asi, que la suspensión condicional del proceso tiene como efecto lo que su nombre 

indica, lo anterior siempre cuando la persona que se encuentre imputada, acepte de alguna 

manera esta medida que se esta tomando y las condiciones impuestas en la suspensión en 

comento. 

 En el caso de cumplir a cabalidad las condiciones que se imponen al imputado en 

comento, que por otro lado renuncia a su derecho a un juicio, pero a cambio de lo anterior se 

extinguiría la acción penal en su contra, siendo motivación suficiente para enmendar el error 

que ha cometido. 

 Pero, “si la persona imputada incurre en algún incumplimiento de las obligaciones 

aceptadas, se iniciará el proceso o se retomará en el punto en que abandonado. Tales 

mecanismos se sustentan en una presunción de culpa y, según la jurisdicción en que se 

                                                
217 CNPP 
218 González Velázquez, Rocío, “La suspensión condicional del proceso penal: reflejo de la difícil armonización entre 

eficiencia y efectividad en los sistemas penales”, Revista del Instituto de Ciencias Jurídicas, Vol 13, num 44, 2019, pp. 

185 – 186. 



 130 

aplique, pueden dar lugar a registros de carácter administrativo o penal distintos a una 

condena penal.”219 

 Queda claro, que se deben cumplir las condiciones porque en el caso contrario existe 

el efecto de que se reanude el procedimiento que se llevaba en su contra en el momento 

procesal que se dejó por la suspensión condicional y dando cabida a que existan 

antecedentes por no cumplir con lo pactado. 

 Lo otro, es importante entender que pareciera razonable presuponer que, si una 

persona toma una salida como la suspensión condicional del proceso, tiene responsabilidad 

en los hechos, una persona inocente se atendría al proceso y que saliera la verdad a la luz, 

por lo que el costo de no cumplir va más allá de una simple reanudación del proceso, parece 

también que difícilmente saldrá inocente del procedimiento. 

 Por otra parte, el artículo 193 nos señala la oportunidad para tomar este mecanismo el 

cual señala lo siguiente: 

 

Artículo 193 Oportunidad. 
Una vez dictado el auto de vinculación a proceso, la suspensión condicional del 
proceso podrá solicitarse en cualquier momento hasta antes de acordarse la apertura 
de juicio, y no impedirá el ejercicio de la acción civil ante tribunales.220 

  

 Al igual que los acuerdos reparatorios, la suspensión condicional del proceso tiene la 

oportunidad procesal desde la vinculación a proceso (recordemos que de los acuerdos en 

comento es desde la denuncia o querella), hasta la auto apertura a juicio oral. 

 Aun cuando puede ser exitosa dicho sometimiento a tal salida alterna, tiene como 

efecto la extinción de la acción penal, no así de las responsabilidades civiles que pueda tener 

el imputado, dotando a la víctima de tomar las medidas que considere necesarias por esa vía 

legal. 

 Una de las características principales, la podemos catalogar como una solución hetero 

compositiva, ya que ahora no son dos partes las que se ponen de acuerdo, ya que el juez de 

control participa activamente de en una suspensión condicional del proceso, como 

claramente el tercero imparcial que fija las condiciones y acuerda esta salida finalmente. 

 

                                                
219 Idem. 
220 CNPP 
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 Es por ello, que respecto a la procedencia de la suspensión condicional del proceso se 

puede afirmar lo siguiente: 

 

Todos aquellos delitos cuya media aritmética no exceda de cinco años y que no exista 
oposición fundada de la víctima. El Ministerio Público o el imputado deben formular la 
solicitud al Juez de Control, la cual debe contener un plan detallado sobre el pago de 
la reparación del daño y el sometimiento del imputado a una o varias de las 
condiciones establecidas en ley, que garanticen una efective tutela de los derechos de 
la víctima u ofendido.221 

 

 Queda, clara la competencia de delitos que pueden ser susceptibles entonces de esta 

medida, y la forma en que se debe realizar el procedimiento para poder llevar la suspensión 

condicional del proceso. 

 Teniendo en cuenta que los funcionarios públicos y víctima u ofendido realizan la 

solicitud con las pretensiones para poder reparar el daño y las condiciones que consideran 

pertinentes para poder llevar a cabo dicho cumplimiento en comento. 

 Por último, hay que mencionar que las condiciones se encuentran de manera taxativa 

en ley en el artículo 195 el cual detalla la lista de estas y también lo que hemos comentado 

sobre el ofrecimiento de estas y como reparar el daño causado por el imputado. 

 Las dos salidas alternas que hemos comentado, son las que permiten por una parte 

buscar una solución más expedita que permiten a la víctima por una parte tener una 

reparación del daño que se le ha causado y por otra el imputado actúe con la responsabilidad 

de los hechos controvertidos en su contra descansando dichas soluciones en la voluntad de 

las partes teniendo como efecto eficiencia del sistema buscando no solamente la aplicación 

estricta por parte de los tribunales, sino que interpretación y argumentación de los derechos 

fundamentales lo cual es lo más importante. 

 

4.2.2. Las soluciones alternas de controvesias en EE.UU. 
 

4.2.2.1. Plea Bargaining (pedir rebaja de la sanción penal) 
 

                                                
221 Azzolini Bincaz, Alicia Beatriz, op. cit., p. 250. 



 132 

En Estados Unidos existe el denominado Plea Bargaining, el cual nació directamente del 

derecho norteamericano y no como muchas instituciones procesales que hemos señalado en 

este trabajo de investigación heredado del common law. 

 

 En este sentido, podemos ofrecer la siguiente definición de plea bargaining: 

 

Es el nombre que recibe el modelo de justicia penal negociada que se aplica en 
Estados Unidos. En términos básicos es un modelo transaccional en el que las partes 
procesales negocian una terminación rápida del proceso penal mediante la aceptación 
temprana de la responsabilidad penal por parte del procesado, a cambio de beneficios 
en términos del monto de la pena a imponer o de los cargos por los cuales se hará 
efectiva, la condena.222 

 

 Es así, que consiste en una negociación donde las partes fiscal y defensa se ponen de 

acuerdo por una parte el imputado acepta culpabilidad de los hechos controvertidos en su 

contra para así poder reducir la condena aplicable al caso en concreto. 

 En efecto, la imputada renuncia a muchas garantías fundamentales, como por ejemplo 

la presunción de inocencia hasta que una sentencia diga lo contrario, a cambio de que exista 

estos beneficios en la condena que se le aplique ayudando de cierta manera y agilizar el 

trabajo del fiscal en tiempo y recursos. 

 El fiscal por su parte solicita una condena baja en cuanto al rango que le permite el 

hecho que sea denominado como delito, a cambio de esta posibilidad de ahorrar tiempo y 

recursos en su trabajo que permite una pronta justicia y poder poner énfasis en otro asunto, 

comprometiéndose a este beneficio punitivo a través de la ratificación por parte del juez. 

 Es decir, el imputado cuando se le presenta la information o indictment puede 

declararse no solamente culpable o inocente, sino que también puede un, nolo contendere 

plea, es decir, que renuncia a su derecho a defenderse sin declararse culpable o inocente de 

los hechos que le imputa, pero acepta la condena que se le impone por ello. 

   Pero, para declararse culpable o nolo contendere existen una serie de requisitos que 

se encuentran expresado en el título 11 Pleas de la Federal Rules of Criminal Procedure, que 

señala en su inciso (b) lo siguiente: 

 

                                                
222 Quintero Jiménez, Camilo Alberto, La Justicia Penal Negociada en Estados Unidos y Colombia, un estudio comparado 

desde una perspectiva de cultura jurídica, Colombia , Universidad Nacional de Colombia, 2013, p. 49. 
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(b) Considerar y aceptar una declaración de culpabilidad o petición de nolo 
contendere  
Asesorar e interrogar al demandado. Antes de que el tribunal acepte una 
declaración de culpabilidad o nolo contendere, el acusado puede ser puesto 
bajo juramento, y la tribuna debe dirigirse personalmente al acusado en 
audiencia pública. 
(...) 

Asegurarse de que una petición sea voluntaria. Antes de aceptar una 
declaración de culpabilidad o nolo contendere, el tribunal debe dirigirse 
personalmente al acusado en audiencia pública y determinar que la declaración 
es voluntaria y no fue resultado de fuerza, amenazas o promesas.  
Determinación de la base fáctica de una súplica. Antes de pronunciarse sobre 
una declaración de culpabilidad, el tribunal debe determinar que existe una base 
fáctica para la declaración de culpabilidad.223 

   

 

 Con ello, entendemos que la declaración de culpabilidad o nolo contendere, debe ser 

libre de vicios y que al momento de realizarla el imputado se encuentre informado de todos 

sus derechos y posibilidades que tiene para ello. 

 Aun cuando, el imputado entienda toda la situación en la que se encuentra debe existir 

hechos que realmente determinen que esta persona pueda ser culpable del hecho que se le 

está imputando, por lo que el juez debe realizar dicha valoración para que se pueda tomar en 

cuenta la declaración del imputado. 

 Por tanto, debe existir voluntariedad por parte del imputado de realizar dicha 

declaración sobre el indictment o information que se presente en su contra y por otro lado la 

base fáctica donde el tribunal debe examinar que realmente existen antecedentes que 

permiten presuponer que el imputado pueda ser culpable de los hechos que se le atribuyen. 

 La mayoría de los asuntos se resuelven a través de Plea Bargaining, esto por como lo 

señala el Dr. Rodríguez García, Nicolás, de la siguiente forma:  

 

El acusado en cuanto vea una pequeña posibilidad de ser condenado intentará evitar 
a toda costa la celebración del trial (juicio), ya que podrá obtener una pena más leve 
que la que se supone que recibiría en caso de celebrarse el juicio, amén de otra serie 
de concesiones por parte del fiscal (retirada de otros cargos, abstenerse de realizar 

                                                
223 Federal Rules of Criminal Procedure, 

https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_11  
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alguna recomendación que pudiera endurecer la pena, no oponerse a que el acusado 
permanezca en libertad bajo fianza, etc.).224 

 

 Es claro, que un imputado prefiera una salida negociada del proceso, sabiendo que el 

resultado en un juicio sería prácticamente el mismo y que además tendría una pena más 

severa, que puede hacer la diferencia entre una vida en la cárcel, o una segunda oportunidad 

de reivindicarse y reinsertarse en la sociedad. 

 Po su parte, los fiscales prefieren estas salidas ya que ahorran recursos y tiempo 

como hemos comentado, a cambio de ser más benevolentes con el imputado no es un 

problema, todo lo contrario, porque este asume y le da la razón al agente del Estado lo que 

hace que su trabajo se vea valorado en la medida que se encontraba en lo correcto al 

acusarlo de los hechos en cuestión sobre el que verse el procedimiento. Podemos ver que es 

beneficioso para las partes el plea bargaining debido a lo siguiente: 

  

(e) Estas negociaciones conllevan ventajas recíprocas, tanto para el acusado como 
para el Estado. Así, para el procesado que observa muy pocas posibilidades de 
absolución, el declararse culpable trae consigo una pena reducida. Para el Estado 
tambien se presentan ventajas: una administración de justicia más pronta que reduce 
considerablmente el gasto en los recursos financieros y humanos (jueces, fiscales y 
pesonal administrativo).225 

 

 Por tanto, el plea bargaining es beneficioso para ambas partes siempre cuando 

cooperen entre sí teniendo intereses comprometidos en la búsqueda de la verdad y 

solucionar la controversia de la mejor manera posible pronta y expedit, y de esa forma se 

haga justicia, aunado a la reducción de la pena del acusado por prestar cooperación en la 

resolución del caso en cuestión. 

 Se debe señalar, que dicha negociación bajo la figura procesal de Plea Bargaining es 

aplicable a todos los delitos sin distinción de su gravedad, por lo que lo importante es el 

provecho que le puede sacar el imputado a ello, en el sentido si decide cooperar en cierta 

forma renunciando a su derecho de un juicio, beneficios que harán la condena más tenue 

comparado en el caso de declararlo culpable en un eventual juicio. 

 
                                                
224 Rodríguez García, Nicolás, “Aproximación al Estudio de la Justicia Penal Negociada de los EE.UU.: The Plea 

Bargaining Process”, Revista Española de Estudios Nortemaericanos, España, Universidad de Salamanca, núm. 9, 

1995, p. 101. 
225 Tardif Chalifour, Eric, op. cit., p. 217. 
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 El posible beneficio de una condena reducida, “se funda en la discrecionalidad del 

fiscal, y existe una considerable variedad entre las fiscalías respecto a qué clases de 

concesiones se van a ofrecer al acusado en particulares delitos. También existe una 

considerable variedad respecto al procedimiento de negociación (por ejemplo, si el fiscal 

“negociará) realmente, o si simplemente presentará una “oferta de tómala o déjala).”226 

 Con ello, dejamos claro que esta negociación que se da entre las partes depende 

netamente de ellos porque el fiscal es el que decide de acorde al tipo de delito, antecedentes 

del imputado y otras variantes profesionales, cuales serán los beneficios que está dispuesto 

a ceder en post de un intercambio favorable entre ellas. 

 Por ello, reafirmamos que es para cualquier clase de delito sin distinción y de manera 

obligatoria se realiza en la etapa de investigación antes de ir a un juicio, en el caso de no 

llegar a un acuerdo se seguirá con el procedimiento dando paso como hemos dicho al juicio 

en comento. 

 Cabe mencionar, que al existir una variedad de fiscales como tambien distintos 

procesos compuestos por un sin fin de delitos que llegan a los tribunales de EE. UU., genera 

que el Plea bargaining, no tenga una uniformidad en el procedimiento, siendo posible de 

todas las formas que permita una negociación exitosa y como la experiencia de los fiscales 

crean mejor para llegar a puerto. 

 Las Federal Rules of Criminal Procedure en su título 11 en su apartado (c) también 

nos señala el procedimiento para llevar a cabo un Plea Bargaining: 

  

 (c) Procedimiento de acuerdo de declaración de culpabilidad. 
(1) En general. Un abogado del gobierno y el abogado del acusado, o el acusado 
cuando proceda, pueden discutir y llegar a un acuerdo de declaración de 
culpabilidad. El tribunal no debe participar en estas discusiones.  
(...) 
(2)  Divulgación de un acuerdo de declaración de culpabilidad. Las partes deben 
divulgar el acuerdo de declaración de culpabilidad en audiencia pública cuando 
se ofrece la declaración de culpabilidad, a menos que la corte por una causa 
permita a las partes revelar el acuerdo de la declaración de culpabilidad en 
cámara. 
(3)  Consideración judicial de un acuerdo de declaración de culpable.227 

 

                                                
226 Jerold H, Israel, op. cit., p. 68. 
227 Federal Rules of Criminal Procedure, 

  https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_11 
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 En efecto, es importante señalar que se realiza la negociación en donde el imputado 

como hemos advertido tiene dos posibilidades para tener existo en el Plea Bargaining, 

declararse culpable o nolo contendere, y con ello optar a beneficios  como la rebaja de la 

pena que pueda ofrecer el fiscal. 

 Si la negociación recae sobre esos supuestos, es posible entonces divulgar que fue lo 

que se acordó ante el tribunal para que este pueda tomar conocimiento de que las partes han 

decidido tomar un camino alterno que llegar a un supuesto juicio. 

 El tribunal debe analizar dicha propuesta en cuanto a los requisitos que planteamos 

anteriormente para que todo se encuentre orden y este sea válido en su contenido, lo que 

permite suponer que es una ratificación de la negociación dando cuenta al tribunal en 

comento. 

 Después de haber dado cuenta en una audiencia pública al tribunal sobre el acuerdo, 

el juez de turno es el que realizará la valoración pertinente, existiendo dos posibles caminos 

aceptar o rechazar el mismo, dando cuenta al imputado que este acuerdo es vinculante para 

el mismo y una vez ratificado será obligatorio su cumplimiento como si fuese una sentencia, 

no existiendo el derecho de retractarse de lo acordado. 

 Como dicho acuerdo tiene una aceptación de culpabilidad del imputado, en el caso 

que exista un rechazo de este, el juez permitirá al imputado que retire su declaración de 

haber sido responsable de los hechos que se le atribuyen, teniendo como efecto la 

oportunidad de reponer el procedimiento para un posterior juicio. 

 Es decir, el imputado tiene la posibilidad de retirar su aceptación de culpabilidad antes 

de su revisión hasta el momento que el juez revise el plea agreement, cuando ya esté 

ocurriendo esto solo será posible que se retracte en caso de que exista un rechazo de este, 

siendo posible impugnarlo solamente en una apelación posterior. 

 Por último, el Plea bargaining es una importante herramienta de reinserción social esto 

debido a que “por lo general, el acusado podrá consentir la libertad condicional sin tener que 

pasar por un juicio. Si él o ella completa con éxito la libertad condicional, por ejemplo, se 

somete a rehabilitación o restituye el delito, el asunto será eliminado de los registros”.228 

 

                                                
228 American Bar Association, “How Court Work”, steps in a trial, 2019, 

https://www.americanbar.org/groups/public_education/resources/law_related_education_network/how_courts_work/pl

eabargaining/  
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 Lo anterior, da la oportunidad a que las personas no tengan registros de los delitos 

que han cometido, lo que les permite, en mayor medida, que se reinserten en la sociedad, 

por ejemplo, es muy importante al momento de intentar conseguir un empleo no tener 

antecedentes penales, ya que en muchas empresas discriminan a la hora de contratar a una 

persona. 

 

4.2.3. Comparativa de las soluciones alternas de México y EE.UU. 
 

De acuerdo a lo anterior, hemos visto las soluciones alternas disponibles por una parte en 

México a través del acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del proceso, y por otro 

lado en EE.UU., con el plea bagaining, de los cuales percibimos las siguientes diferencias: 

  

Criterio México Estados Unidos 
Solución alterna Acuerdo reparatorio. 

Suspensión condicional del 
proceso. 

Plea Bargaining 

Tipo de solución AR: Autocompositiva 
SCP: Heterocompositiva 

PB: Autocompositiva 

Carácter  Ambas opcionales Obligatoria 
Intervinientes AR: MP y defensa. 

SCP: Juez, MP y defensa. 
PB: Fiscal y defensa 

Efecto Ambos en el caso de 
incumplimiento reposición 
del procedimiento. 

Término del procedimiento si 
se acepta y paso al juicio oral 
si es rechazado 

Momento procesal Ambos desde la denuncia o 
querella hasta la auto apertura 
a juicio oral, por ende, desde 
la etapa de investigación y 
etapa intermedia. 

Después de ver las medidas 
cautelares y antes de un 
posible juicio, en la etapa de 
investigación 

Delitos aplicables Ambos, los que la ley 
determine, principalmente 
culposos. 

Todo tipo de delitos 

Lugar donde se realiza dicha 
figura procesal 

AR: tribunales o centros de 
justicia alternativa. 
SCP: tribunales. 

En tribunales 

 

 

Queremos establecer la existencia de la corriente de razonamiento que piensa que es 
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posible homologar el Plea Bargaining con la institución procesal denominada “abreviada” que 

existe en México. 

 Para nosotros, esto no es correcto, aun cuando se considera heredero del Plea 

Bargaining en el derecho mexicano el denominado procedimiento abreviado, el cual se define 

como “una alternativa al juicio oral que concede una serie de beneficios al imputado, y que 

implica un acuerdo previo entre éste y el fiscal, que deberá ser admitido por el juez de control 

una vez que éste verifique que se hayan cumplido con la totalidad de requisitos”.229 

 Pero, este supuesto acuerdo entre el imputado y el Ministerio Público, no 

consideramos que sea una negociación como tal, ya que para que el procedimiento 

abreviado funcione, el imputado debe declararse culpable de todos los cargos que se le 

acusan. 

 En este sentido, aun cuando el imputado tiene beneficios a cambio y pareciera tener 

efectos parecidos al Plea Bargaining, no tiene la misma esencia porque a este no se le 

permite un rango de negociación efectivo, en virtud de que solamente el Ministerio Público 

podrá otorgarlos a cambio de una declaración de culpabilidad, por lo que se considera un 

sometimiento. 

 Con ello, consideramos que el procedimiento abreviado “no reglamenta la reparación 

del daño, se desarrolla sin atender a los principios de inmediatez, publicidad e igualdad 

procesal, y viola los derechos de imputado a la defensa, a un juicio previo a la pena y a no 

autoincriminarse”.230 

 En efecto, no consideramos que una homologación con esa figura procesal sería 

exitosa para nuestro trabajo de investigación al tener una esencia distinta, por lo que 

disentimos de dicho procedimiento al no cumplir a cabalidad con los principios que son 

pilares, como vimos en el proceso penal mexicano. 

 Asimismo, las soluciones alternas que hemos comentado, en México, son el acuerdo 

reparatorio y suspensión condicional del proceso, estas negociaciones son para nosotros 

homologables y comparables con el Plea Bargaining. 

 

 En ese sentido, la suspensión condicional del proceso es distinta de las otras dos 
                                                
229 Rodríguez Castañeda, Roberto, “Entre la Constitución y el Procedimiento Abreviado un Análisis de Congruencia”, 

Intercriminis Revista de ciencias penales, México, núm. 16, 2017, p. 107. 
230 Zamora Pierce, Jesús, “Los Peligros del Procedimiento Abreviado”, Revista del mundo del abogado, México, núm. 152, 

2011, p. 49. 
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porque las condiciones las impone finalmente el juez; en cambio, las otras dos soluciones 

alternas son elaboradas por las partes completamente, las que con posterioridad son sujetas 

a la ratificación del juez. 

 Con esto, en México se ha entendido que muchas veces no es posible que las partes 

se pongan de acuerdo por ellas mismas y se ha decidido auxiliar con un tercero imparcial 

para intentar llegar a una negociación exitosa, lo que consideramos positivo ya que se intenta 

de todas las formas no llegar a un juicio oral al buscar soluciones a través de vías alternas a 

este. 

 También, debemos mencionar que, a diferencia de Estados Unidos, en el 

ordenamiento mexicano estas soluciones no son obligatorias, con esto hacemos referencia 

que para este último la negociación es una parte intrínseca del procedimiento antes de un 

eventual juicio oral, donde las partes deben intentar ponerse de acuerdo para alcanzar una 

solución alterna. 

 Es importante saber que más de 90% de los asuntos se solucionan por esta vía, por lo 

que pareciera acertado adoptar esa cultura de negociación para lograr acuerdos y justicia; es 

por ello que postulamos que en México se genere esta obligatoriedad donde las partes 

deban negociar y ante una eventual negativa tenga como efecto el realizar un juicio oral. 

 Los efectos, son prácticamente iguales en cuanto ambos reponen el procedimiento 

desde el momento que haya sido interrumpido; en el caso de México, existe con una mayor 

amplitud de la oportunidad procesal para intentar estas soluciones. 

 Pero, en Estados Unidos, no llegar a una negociación es sinónimo de que se repondrá 

el procedimiento para el juicio oral, pero como hemos comentado, el imputado al advertir que 

existe la posibilidad de que sea declarado culpable y con ello la dureza de las penas, 

preferirá un camino alterno como es el Plea Bargaining. 

  En el caso de Estados Unidos es aplicable a todos delitos, mientras que en México es 

solamente para aquellos culposos, los que nos plantea la interrogante, ¿por qué no es 

posible negociar otro tipo de delitos, independientemente de su gravedad? 

 En ese sentido, nos parece importante que las negociaciones también consideren este 

tipo de delitos, porque lo importante es administrar justicia y resolver asuntos. 

 Nos referimos a que sea posible una negociación sin la intervención de un juez, como 

sucede en Estados Unidos, ya que esto permitiría dar una necesaria celeridad al 

procedimiento, además de ser una medida efectiva teniendo en cuenta de que la mayoría de 

los procedimientos se terminan en esta fase. 
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 Es decir, una negociación efectiva y real que permita la reducción de penas no 

solamente cuando el imputado, en el caso de México, se declare culpable de todos los 

cargos que se atribuyan en su contra, sino que exista esa figura de nolo contendere donde 

pueda renunciar al derecho de defensa, pero no se declara culpable de los hechos. 

 Con ello, habrá una mayor voluntad a intentar negociar por parte del imputado, lo que 

le permitirá, muchas veces, llevar la calma a las víctimas, que exista un responsable por los 

hechos que afectaron su esfera jurídica y una compensación por ella, por la justicia que se 

impartirá y en un tiempo razonable. 

 Por eso, la figura del plea bargaining, en cierta medida, “cada vez reconoce más que 

la forma generalizada excesivamente punitiva del poder de acusación en la negociación de 

cargos, es una causa clave del encarcelamiento masivo”.231 

 Lo anterior, permite un rango de opciones reales para una persona que se encuentra 

acusada, donde, además de pagar punitivamente los delitos cometidos pueda reparar el 

daño, esto pareciera más factible cuando se le da la real oportunidad de negociar y no al 

sometimiento obligado que se realiza en la actualidad a cambio de un beneficio en tiempo 

carcelario. 

 Es por ello, que encerrar gente y por ende cerrar casos  pareciera más importante que 

impartir justicia, además existen temas de reinserción social que no son objeto de estudio del 

presente trabajo de investigación, pero señalaremos que las penas altas y el miedo que 

estas representan de ser aplicadas en un juicio, muchas veces hacen que el imputado se 

someta, no sea posible la negociación y se declare culpable, lo que genera repudio y 

venganza más que una verdadera justicia. 

 Debido a lo anterior, consideramos necesario, por una parte, la autonomía del 

Ministerio Público para poder negociar toda clase de delitos con los imputados que permita 

una verdadera justicia, donde el sistema procesal penal dé las opciones necesarias para no 

tener que llegar a un juicio oral, pero no a través del sometimiento de una parte, sino a través 

de una negociación. Y, por otra parte, que el imputado muestre interés en estas salidas 

alternas no sólo por la rebaja punitiva que trae consigo, sino que también por el intentar 

resarcir el daño que ha causado a una persona denominada víctima. 

 

                                                
231 Bagaric Mirko, et al., “Plea Bargaining: from Patent Unfairness to Transparent Justice”, EE.UU., Missouri L. Rev, vol 

84, 2019, p. 3. 
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	 4.3. Juicio Oral 
 
El juicio oral, es la última fase de ambos procedimientos que hemos visto a través de todo 

este trabajo de investigación, inserto en el ordenamiento mexicano, en el artículo 348 del 

CNPP, que señala: 

 

Artículo 348: “El juicio es la etapa de decisión de las cuestiones esenciales del 
proceso. Se realizará sobre la base de la acusación en el que se deberá asegurar la 
efectiva vigencia de los principios de inmediación, publicidad, concentración, igualdad, 
contradicción y continuidad”.232 

 

 Es decir, hacemos referencia a la parte donde se desahogarán las pruebas que hayan 

sido depurada en la etapa intermedia, intentando probar las teorías del caso de cada parte 

en aras de la disyuntiva si existe un delito y es atribuible al imputado en cuestión. 

 En el caso de Estados Unidos es similar y lo podemos definir como “el escenario 

central del proceso, cuando éste no ha culminado por negociación entre fiscalía y acusado. Y 

aunque únicamente hemos estado acostumbrados al show que ordinariamente muestran las 

pantallas gigantes y chicas, cual, si fuera un abrir y cerrar de ojos, lo cierto es que la llegada 

al juicio ha estado, como se observa, precedida de un recorrido no despreciable”.233  

 En efecto, como señalamos anteriormente si la negociación fallaba tenía como fase 

siguiente el trial o juicio oral, muy distinto a como generalmente se ve en las películas o 

series de televisión, pero lo importante en este trabajo es la diferencia que veremos entre 

estos dos juicios orales. 

 Pero, antes veremos que la estructura es exactamente la misma en cuanto a que 

ambas, en primer lugar, tienen oralidad, esto “es instrumental a los fines de la reforma, es un 

medio y no un fin, por lo que sus alcances, sin que sean desestimados, deben ser 

considerados en una adecuada medida.  En otras palabras, se considera que la oralidad es 

una de las herramientas más importantes para lograr que el proceso sea acusatorio”.234 

 

                                                
232 CNPP 
233 Muñoz Neira, Orlando, op. cit., p. 163. 
234 Natarén Nandayapa, Carlos y Caballero Juárez, José Antonio, Los Principios Constitucionales del Nuevo Proceso Penal 

Acusatorio y Oral Mexicano,  México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones 

Jurídicas, 2014, p. 73. 
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 Es así, que ambos cuentan con la oralidad en el desarrollo del juicio, y en esta 

confrontación de ideas se les otorga la naturaleza de adversarial; por una parte, el Ministerio 

Público o fiscalía y por el otro, la defensa con un tercero imparcial que dirime sobre el asunto. 

 Aunado a eso, tiene la misma estructura en cuanto que Ministerio Público y defensa 

parten con un alegato de apertura que podemos definir de la siguiente manera: 

 

Es la primera impresión que tiene el juez sobre los antecedentes y sirve para ir 
hilvanando la teoría del caso. Debe realizarse sin proporcionar argumentos, pues 
estos pueden variar o ser consecuencia del desahogo y desarrollo del juicio oral, por lo 
que inicialmente, se deben exponer los hechos de manera objetiva y el anuncio de las 
pruebas que los respaldan, acorde a la versión en turno.235 

 

 Por ende, las partes realizan dicho alegato de apertura donde exponen su versión de 

los hechos, sustentados con pruebas que pretenden presentar en el desarrollo del juicio oral 

y mencionan cuáles son las pruebas que sustentan su versión de los hechos, aunando a los 

supuestos legales que se configuran. 

 Con ello, las partes hacen del conocimiento del tercero imparcial sobre qué tratará el 

caso que los tiene en dicho juicio, informando cada parte lo que crea conveniente para su 

teoría del caso (versión de los hechos) y que permita, por tanto, hacerse una idea de los 

objetivos de las partes y sus pretensiones que los llevó a dicha instancia. 

 Seguido de ello, se presentan las pruebas que hayan sido admitidas a juicio oral, lo 

que se hace a través del interrogatorio como el contrainterrogatorio, exámenes que realiza la 

parte a los testigos para que señalen lo que tengan que declarar sobre los hechos 

controvertidos que susciten el juicio. 

 Es así, que el interrogatorio “se presenta como la técnica de litigación y forma de 

desahogo de medios de prueba en el proceso, por medio del cual es posible escuchar de un 

testigo o perito la narración de hechos, circunstancias, descripción del lugar o cualidades 

científicas de un determinado objeto relacionado con la litis y teoría del caso quien lo 

presenta”.236 

 En efecto, las partes ofrecen testigos que permitirán sostener sus respectivas teorías 

del caso y en ese sentido, el propio testigo obsequia la información necesaria como prueba 

                                                
235 Urosa, Gerardo Armando, op. cit., Introducción a los Juicios Orales..., p. 106. 
236 Moreno Melo, Manuel, “El interrogatorio y Contrainterrogatorio en el Proceso Penal Acusatorio”, Foro Jurídico, 

México,  núm. 133, 2014, p. 33. 
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para sostener los dichos de la parte que lo esté ofreciendo. 

 También, ocurren como mencionamos, los contrainterrogatorios que consisten en “la 

técnica de litigación en audiencia por medio de la cual, mediante preguntas cerradas o 

sugestivas, el abogado contraparte del oferente del medio de prueba busca desacreditar la 

credibilidad personal del testigo, su narrativa, o en el caso de un perito su metodología y 

resultados”.237 

 Con ello, la contraparte tiene la posibilidad de sacar información relevante del testigo 

no ofrecido por ella, aunado a poder desacreditar a través de la demostración de 

inconsistencias en sus dichos o dejando en tela de juicio la preparación profesional en el 

caso de un perito. 

 Por último, ambas partes concluyen con un alegato de cierre, mismo que lo podemos 

definir de la siguiente manera: 

 

Han de ser el resultado de todo lo que las partes han venido exponiendo y 
demostrando a lo largo del todo el proceso penal oral. Además, contendrán el 
desarrollo de la hipótesis de la acusación o de la defensa, respectivamente; las cuales, 
tras la práctica o desahogo de los medios de prueba, deben convertirse en la 
convicción del tribunal. Esta conclusión y estos alegatos deben ser afirmativos y 
plenos de convicción.238 

 

 Por tanto, ambas partes realizan una exposición de motivos a través de sus pruebas 

sustentando sus teorías del caso y con esto llegan a las conclusiones planteadas, y en qué 

supuestos jurídicos ellas calzan correctamente. 

 En este momento se le hace ver al tercero imparcial por qué tiene la razón en cuanto a 

la interpretación de las pruebas, las que permiten verificar la existencia de la razón de cada 

parte y las falencias de la contraparte. 

 Es así, que ambos juicios orales se desarrollan de la misma manera en cuanto a su 

estructura, con una diferencia en cuanto al tercero imparcial que dirime sobre el asunto, 

como veremos a continuación. 

4.3.1. El Juez y Jury 
 

                                                
237 Ibidem, p. 34. 
238 Valadez Díaz, Manuel,  op. cit., p. 174. 
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	 4.3.1.1. El Juez en el proceso penal de México 
 
Una vez culminado el juicio oral descrito viene el momento de dictar sentencia, para lo cual 

en el proceso mexicano se encuentra a cargo de un juez, que en el artículo 400 del CNPP 

señala lo siguiente: 

 

Artículo 400: Inmediatamente después de concluido el debate, el Tribunal de 
enjuiciamiento ordenará un receso para deliberar en forma privada, continua y 
aislada, hasta emitir el fallo correspondiente. La deliberación no podrá exceder de 
veinticuatro horas ni suspenderse, salvo en caso de enfermedad grave del juez o 
miembros del Tribunal. En este caso, la suspensión de la deliberación no podrá 
ampliarse por más de diez días Hábiles, luego de los cuales se deberá reemplazar al 
juez o integrantes del Tribunal y realizar el juicio nuevamente.239 

 

 En efecto, cuando hablamos de un tercero imparcial se hace referencia al juez o 

miembros de un tribunal, este último es porque son tres miembros donde uno de ellos es 

presidente de la terna, que de forma colegiada una vez escuchado los alegatos de clausura 

de las partes, emitirán el fallo absolutorio o condenatorio después de valorar las pruebas 

presentadas por las partes. 

 En el caso de la selección de los jueces para un asunto en particular es a través de “la 

garantía del juez natural, la cual debe entenderse, por una parte, que los tribunales tienen 

que estar previamente constituidos para conocer de los casos que le son puestos a su 

consideración como condición a su independencia e imparcialidad a que se refieren los 

preceptos constitucionales”.240 

 Es así, que se asegura la imparcialidad al, por una parte, no ser contaminado por 

etapas previas al no tener conocimiento de nada del caso hasta el juicio oral, y por otra, al 

ser aleatorio tampoco escogerá sus asuntos teniendo interés particular en alguno en 

cuestión. 

 Con ello, se asegura la objetividad que debe tener el juez para decidir sobre un 

asunto, ya que es independiente de factores externos, sin otras influencias más que la 

información que proporcionan la defensa y el Ministerio Público. 

 

                                                
239 CNPP 
240 Reyes Hernández, Sujetos procesales en el nuevo proceso penal, Juicio Oral en lo Penal, México,  Jurídica de las 

Américas, México, 2009,  p. 118. 
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 Por tanto, respecto a los cuerpos colegiados o juez podemos afirmar lo siguiente: 

 

Determinará con precisión y circunstanciadamente los hechos que estime acreditados 
o probados; esta parte de la sentencia consiste en un relato en el cual los jueces 
fijarán por escrito cómo ocurrieron los hechos objetos del proceso. Razonarán la 
posible validez de los medios probatorios presentados. Enseguida, motivarán cómo es 
que éstos los han llevado a estimar esos mismos hechos probados. De modo que, 
razonarán jurídicamente bajo qué tipo penal se encuadran los hechos probados.241 

 

 Es así, que realiza un ejercicio de juicio en cuanto toma en cuenta lo desahogado en 

el juicio oral para tomar una decisión sobre un fallo absolutorio o condenatorio sobre la causa 

que estén estudiando. 

 Con ello, debemos entender que los jueces que toman la decisión son profesionales 

del derecho, esto parece caer en la obviedad, pero veremos más adelante por qué lo 

mencionamos ya que es requisito indispensable para ser juez en el sistema de justicia 

mexicano. 

 Por tanto, los jueces ejercen la decisión sobre lo que las partes le han comentado sin 

tener influencias ajenas, para poder fijar hechos, pruebas y supuesto jurídico en el encuadre 

según la pretensión de las partes y finalmente, dirimir qué es lo que consideren pertinente 

para el caso en concreto. 

 En efecto, “el juzgador expone clara, lógica y completamente los hechos dados por 

probados y la valoración de los medios de prueba que fundamentaron la resolución, las 

razones que sirvieron para calificar jurídicamente uno de los hechos y circunstancias, así 

como para fundar fallo”.242 

 Por lo que, su fallo debe estar motivado y fundado, en lo que respecta, como hemos 

mencionado, en lo desahogado en la audiencia de juicio oral, dejando fuera cualquier 

convicción que no se encuentre desarrollada en la audiencia, respetando el principio de 

inmediación mencionado en el capítulo 2, al tener que estar presente el o los jueces durante 

todo el desarrollo de esta. Es así, que acerca del papel del juez podemos apuntar lo 

siguiente:  

 

Se espera un manejo eficiente del caso, para lo cual, se requiere capacidad de 
organización y dirección de las audiencias, así como un adecuado manejo de la 

                                                
241 Valadez Díaz, Manuel, op. cit., p. 199. 
242 Juarez Cacho, Angel, op. cit., p. 187. 
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agenda de audiencias que representen un eficaz control de procesos en sala, 
intervención ordenada de peritos y testigos y manejos de las personas que asisten a la 
Corte,  evitando en todo momento que el caso se complique con intervenciones 
infructuosas de testigos que aporten datos dispersos o ajenos a los hechos materia del 
juicio y a la teoría del caso postulado por las partes.243 

 

 En ese sentido, el juez no es solo la persona que realiza el citado fallo, sino que 

también actúa como un árbitro moderador entre las partes, para el correcto desarrollo del 

juicio oral, supervisando que se respeten los principios que rigen el sistema de justicia penal. 

 Para ello, “debe tener un dominio y conocimiento de los elementos con los que cuenta 

para el adecuado desarrollo del juicio, lo que implica desde la organización y dirección de los 

funcionarios de sala, hasta la definición de un plan de trabajo, identificación de prioridades y 

objetivos para cada caso”.244 

 En consecuencia, el juez mexicano es la piedra angular en el desarrollo del juicio oral, 

al ser el responsable de que se desarrolle de acuerdo con las reglas establecidas en el 

CNPP, teniendo que tener un alto nivel técnico de conocimiento sobre el derecho y mantener 

la objetividad en el trato a las partes y al mismo tiempo tomar conocimiento de las teorías del 

caso para, en su momento poder emitir un fallo. 

 Es por ello, que los juicios orales son tan variados como jueces existen, esto porque 

aun cuando hay reglas preestablecidas del desarrollo, el perfil del juez marca cómo será el 

juicio oral, es decir, las partes deben estudiar al juzgador para saber cómo presentar sus 

teorías del caso, ya que las personalidades de ellos determinarán la probabilidad de 

convencerlos sobre sus pretensiones. 

 A modo de ejemplo de lo anterior, es importante señalar cómo deben objetar, cuáles 

conceden y cuáles dejan pasar, además de la técnica de oralidad en la que se debe poner 

énfasis a la hora de presentar y concluir sus alegatos, pero siempre se debe tener presente 

que el juzgador se debe mantener con una conducta imparcial. 

 Es así, que el sistema de justicia penal mexicano descansa en cierta medida en la 

confianza que debe tener la sociedad en sus jueces, ya que estos son fundamentales a la 

hora de impartir justicia, y que esta sea de acorde a los derechos humanos y principios que 

rigen el sistema actual. 

                                                
243 Morcillo Moguel, Ricardo Alfonso, “El papel del Juez nacional en el sistema penal acusatorio”, Revista del Instituto de 

la Judicatura Federal, México, núm. 36, 2014, p. 25. 
244 Ibidem, p. 26. 
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	 4.3.1.2 Jury en el proceso penal de EE.UU. 
 

En Estados Unidos existe la figura llamada Jury, que se puede definir como “la piedra 

angular sobre la que descansa el Poder Judicial en el sistema penal norteamericano. Aquel 

se configura como un grupo de ciudadanos representativos de la comunidad, imparcial e 

independiente del poder político”.245 

 Esto es así, porque los ciudadanos son los encargados de decidir sobre la culpabilidad 

de una persona, a través del comentado juicio oral. A nivel federal este jurado se compone 

por doce personas escogidas de manera aleatoria a través de un proceso que involucra a las 

partes y el juez. 

 El jurado se considera una muestra representativa de la sociedad, al pensar que será 

más equitativo que sean ellos quienes juzguen a la persona que cometió un delito, es 

imparcial al no tener conocimiento previo del caso, ya que, de lo contrario, cualquier miembro 

se considera deshabilitado para poder ser jurado. 

 Como hemos explicado, son muy pocos los casos que llegan a la instancia de juicio 

oral, porque la mayoría se resuelve a través de la negociación entre las partes, pero “en los 

casos por delitos más graves y graves el acusado tiene derecho a un juicio con jurado, pero 

en muchas jurisdicciones, para determinado tipo de delito, es usual que los acusados 

renuncien al jurado, optando por juicio sin jurado.”.246 

 Es posible que el imputado decida renunciar a un juicio por jurado, resultando en un 

juicio que resuelva un tercero imparcial (como es el caso del juez en el procedimiento 

mexicano), lo cual se encuentra consagrado en la regla 23, en su apartado (a), que señala: 

 

(a) Juicio con jurado.  Si el acusado tiene derecho a un juicio con jurado, 
el juicio debe ser por jurado a menos que: 

(1) el acusado renuncie a un juicio por jurado por escrito; 
(2) el gobierno consienta; y 
(3) el tribunal lo apruebe.247 

 

 En efecto, se presupone el derecho del imputado de tener un juicio con jurado a 

                                                
245 Pérez Cebadera, María Ángeles, Las Instrucciones del Jurado, México, Tirant lo Blanch, 2003, p. 37. 
246 Jerold H, Israel, op. cit., p. 69. 
247 Federal Rules of Criminal Procedure, 

https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_23 
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menos que este renuncie a este derecho, lo que da paso, por defecto, a uno por juez, similar 

al del sistema de justicia penal mexicano. 

 El jurado, se compone antes de iniciar el juicio oral, por medio del proceso de 

selección, para ello “será necesario llamar un panel de posibles jurados, y luego conducir una 

serie de interrogatorios sobre ellos con el objeto de determinar si están o no cualificados para 

cumplir ese deber. Ese examen preliminar recibe el nombre de Voir Dire y es sumamente 

decisivo porque en la práctica se están escogiendo los verdaderos jueces del caso”.248 

 Con ello, se realiza una selección con la presencia de las partes, y el juez para las 

doce personas que compondrán el jurado que será el oyente activo en el juicio oral y decidirá 

sobre la culpabilidad del imputado, buscando a los más imparciales posible, por ejemplo, 

depurando aquellos que hayan escuchado noticias anteriores al juicio, o tengan problemas 

con gente de color oscura y el imputado sea de estas características. 

 Lo anterior, para tener el jurado más imparcial posible, que permita un juicio justo para 

el imputado, en el cual las personas al igual como lo haría un juez, solo conocerán lo que las 

partes le harán ver, en cuanto a sus teorías del caso y las pretensiones que tengan sobre 

este. 

 Como bien mencionamos, el jurado se compone de doce personas, como señala la 

regla 23 de las Federal Rules Criminal Procedure, habiendo excepciones dentro de la misma 

regla, pero por lo general ese es el número, en conjunto con la regla 31 que consagra que el 

jurado al momento de decidir debe ser por unanimidad. 

 En efecto, el tema de la unanimidad es muy importante por los efectos que conlleva 

consigo, ya que como señala la regla 31 en su apartado (d): 

 

(d) Encuesta del jurado. Después de que se devuelve un veredicto, pero antes de que 
el jurado sea dado de baja, el tribunal debe, a solicitud de una de las partes, o puede, 
por sí solo, sondear a los jurados individualmente. Si la encuesta revela una falta de 
unanimidad, el tribunal puede ordenar al jurado que delibere más o puede declarar un 
juicio nulo y dar de baja al jurado.249 

 

 Aun cuando señala que puede tener como efectos declarar juicio nulo o dar más 

tiempo para deliberar, en la práctica suele pasar que, si el jurado no logra ponerse de 

                                                
248 Muñoz Neira, Orlando, op. cit., p. 163. 
249 Federal Rules of Criminal Procedure, 

https://www.law.cornell.edu/rules/frcrmp/rule_31 
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acuerdo, se iniciará un nuevo juicio, desde la selección del jurado. 

 Esto, conlleva gastos innecesarios que lo volveria impracticable si la mayoría de los 

juicios, se resolvieran en la instancia en comento, pero como en la práctica se da que la 

mayoría se resuelve en la negociación entre las partes, es posible garantizar que, en el caso 

de no existir unanimidad sobre un veredicto de culpabilidad o inocencia, se declara nulo el 

juicio y se realiza uno completamente nuevo. Debido a lo anterior, podemos apuntar lo 

siguiente: 

 

Los argumentos finales marcan el final de un juicio, luego de lo cual, en un juicio con 
jurado, los jurados son instruidos en la ley. Proceden a deliberar, aplicando la ley a los 
hechos, después de recibir las instrucciones del juez. Durante los argumentos finales, 
cada abogado intenta persuadir. Para mantener la persuasión dentro de los límites 
apropiados, se han desarrollado reglas legales que restringen lo que los abogados 
pueden decir.250 

 

 En ese sentido, para que el jurado decida, como hemos mencionado, sobre la 

culpabilidad de un imputado, debe recibir las instrucciones del juez consistente en que este 

les instruya sobre lo que van a decidir, mostrándoles los supuestos jurídicos que se 

encuentran fijados para el caso que han estado escuchando. 

 Por tanto, el juez es el juzgador técnico experto en derecho que realizará una 

explicación y aclaración de la tarea que estos deben desarrollar, en el sentido de cuál es la 

ley aplicable al caso en concreto, cómo valorar las pruebas, cómo deben tomar la 

deliberación entre otras cosas, con los requisitos que permitan llegar a un veredicto. 

 Cabe mencionar, que las instrucciones no pueden influir en la decisión que tomará el 

jurado en una discusión cerrada, sino más bien son reglas técnicas de cómo hacer las cosas, 

sin apreciaciones personales que este pudiese tener, dejando ello a los doce miembros del 

jurado. 

 En conclusión, “en los casos penales, corresponde al jurado decidir los hechos de 

acuerdo con los principios legales establecidos en el cargo del juez ante el jurado. La 

decisión se toma sobre la evidencia presentada, y la decisión del jurado sobre los hechos es 

generalmente final”.251 

                                                
250 Moak, Stacy C., op. cit., p. 11. 
251 Handbook For Trial Juror Serving in the United States District Courts, 

https://www.flmd.uscourts.gov/sites/flmd/files/documents/handbook-for-trial-jurors.pdf 
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  Por tanto, es función principal del jurado escuchar y deliberar sobre el caso pertinente 

para el que fue requerido, señalando si es culpable o no el imputado, a través de los hechos 

que hayan escuchado en el juicio oral del que fueron testigos. 

 

	 4.3.1.3. Comparación entre los dos sistemas 
 
Los juzgadores comentados, es decir el juez y jury en el presente capitulo, tienen diferencias 

sustanciales, mismas que sintetizamos a continuación:  

 

Criterio México  Estados Unidos 
Tipos de juicio oral Con juez Con jurado y sin jurado 
Juzgador Juez Miembros de la comunidad o Juez 
Profesión Licenciado en Derecho Juez Licenciando en Derecho 

Jury: Profesión indistinta 
Cantidad de juzgadores Uno o tres Jurado doce miembros por regla 

general 
Cantidad de votos para 
un veredicto o fallo 

Unanimidad o mayoría 
de votos 

Unanimidad 

Rol juzgador Activo en cuanto es 
moderador y decide 
sobre el final del juicio 
oral 

Pasivo, en cuanto haya jurado solo 
será un moderador para que el 
proceso se desarrolle con normalidad 

Tipo de veredicto Motivado y fundado No se exteriorizan las razones 
 

 La diferencia sustancial entre los juicios orales de México y Estados Unidos es la 

figura procesal denominada jury que no existe en nuestro país, cosa que nos parece 

perjudicial para ir puliendo el sistema penal mexicano. 

 Lo anterior, porque la comunidad también podría participar activamente sobre las 

decisiones que se tomen, generando mayor confianza en el proceso que algún día podría 

también juzgarlos a ellos, si cometiesen algún delito. 

 Es más, en Estados Unidos, si bien es cierto se puede renunciar a un juicio con 

jurado, no mucha gente lo hace, porque encuentra más justo que personas de la comunidad 

evalúen si se es culpable o no de los cargos que se imputan, porque consideran que es más 

justo que doce personas desconocidas revisen el caso y deliberen sobre él. 

 Esto no parece desacertado, porque quién mejor que la sociedad sea la que juzgue al 

imputado, ya que el conocimiento de culpabilidad de un delito no es una cosa técnica, es un 
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ejercicio de razonamiento que, si bien es cierto, tiene reglas de cómo se deben evaluar las 

pruebas al momento de tomar una decisión, esto no es sinonimo de que las personas no 

sean capaces de realizar el ejercicio de razonamiento en comento.  

 En efecto, la participación ciudadana en la administración de justicia es una medida 

que busca integrar y que sean participantes activos del Poder Judicial de Estado, lo que trae 

consigo un mayor compromiso de la sociedad, ya que es una manifestación democrática de 

las personas en asuntos de carácter público. 

 Aunado a ello, genera una satisfacción en las personas que participan de este sistema 

judicial, y la opinión sobre el procedimiento penal cambia favorablemente al formar parte de 

este, sumado a que crece la confianza y se siente una satisfacción como sociedad, mejora 

incluso, la opinión que se tiene de los funcionarios públicos. 

 En efecto, las sociedades se encuentran supeditadas y a la altura de lo que se le exige 

como tal, por ejemplo, una forma de participación son las elecciones, donde las personas 

intervienen, lo mismo pasa con un jurado donde los integrantes asumen el nivel de 

responsabilidad de decidir sobre el futuro de una persona y estar a la altura de ello. 

 Está de más señalar que los jurados son posibles solamente en sistemas acusatorios, 

por su desarrollo oral, por lo que antiguamente era impensado poder implementar esta 

institución jurídica; ello trae consigo un mayor grado de imparcialidad necesario para 

garantizar una justicia real, en virtud de que estos ciudadanos no tienen un interés directo en 

la solución de la controversia, lo que  genera la confianza necesaria  debido a que ni siquiera 

se conocen entre ellos, lo único que los une para compartir un veredicto es el grado de 

convicción que tengan sobre lo mismo que han visto y escuchado en un juicio oral. 

  Por otro lado, los detractores del “jurado” señalan la falta de conocimientos técnicos 

sobre el sistema, como causales jurídicas, que podrían tener efectos en una situación como, 

por ejemplo, tipos de autoría, causales de justificación etc.  

 Ello pareciera subsanable ya que recae dentro de la tarea de un juez, realizar el 

ejercicio de explicación de estas cosas, simplificando la tarea al jurado y que decida sobre lo 

que le compete, es decir, si es culpable o no sobre el hecho que se le imputa a la persona 

que se encuentra acusada de un delito. 

 Pareciera entonces, una idea externalizada en países que cuentan sin jurado, que los 

abogados somos mejores para discernir sobre hechos si son imputables a una persona 

cierta, pero esto es erróneo, ya que en lo único que son distintos al resto de la sociedad es 

que conocen las reglas del juego. 
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 Para ejemplificar lo anterior, el árbitro conoce mejor que nadie las reglas en un partido 

de futbol, pero esto no lo hace tomar siempre las mejores decisiones, cosa que se ha 

intentado subsanar con la tecnología y ayuda de un cuerpo arbitral, y se siguen cometiendo 

errores, por lo que ser experto en el carácter formal de una materia no es sinónimo de tomar 

las mejores decisiones en un tema en particular. 

 En dicha línea, es más íntegro tener un cuerpo de personas de distintas formaciones 

que decidan sobre un asunto, ya que se tiene una mayor amplitud de pensamiento en cuanto 

a experiencias que se vean confrontadas entre la historia de cada persona que conforma un 

jurado, lo que no asegura la certeza de las decisiones, pero sí mayores probabilidades de 

tomar veredictos justos. 

 Por otra parte, también se señala que los jurados son más influenciables, es decir, los 

litigantes los pueden convencer de manera más fácil con menos argumentos que a 

juzgadores expertos en derecho. 

Pero al igual que lo anterior, el tema del número de juzgadores también es importante, 

porque una terna de personas no necesariamente tomará mejores decisiones que doce 

personas, ya que estas deben ponerse de acuerdo en unanimidad. 

 En el caso de los jueces, no necesariamente tienen que estar de acuerdo de forma 

unánime, lo que presenta un sesgo en la justicia para el imputado, por la incertidumbre de 

que, si dos piensan de manera semejante sobre el juicio del que han sido testigos, el 

resultado del juicio en comento hubiese sido distinto en el caso de que los tres pensaran 

como el juez que fuese disidente, afectando la posibilidad de dejar libre a un imputado. 

 En el ordenamiento mexicano, esto se encuentra en el artículo 404 en su primer 

párrafo del CNPP, que señala lo siguiente: 

 

Artículo 404: SI el Órgano Jurisdiccional es colegiado, una vez emitida o expuesta la 
sentencia, será redactada por uno de sus integrantes. Los jueces resolverán por 
unanimidad o por mayoría de votos, pudiendo fundar separadamente sus 
conclusiones o en forma conjunta si estuvieren de acuerdo. El voto disidente será 
redactado por su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor.252 

 

 Lo anterior deja entrever que no es necesaria la unanimidad a la hora de decidir sobre 

un asunto, lo que para nosotros es una falla del sistema en cuanto que estamos decidiendo 
                                                
252 CNPP 
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el futuro de una persona y si uno de estos votos no fue condenatorio, existió, por tanto, la 

duda de que el imputado haya cometido el delito. 

 De tal manera, los jurados tienen esta característica de unanimidad en la cual las doce 

personas deben estar de acuerdo sobre el veredicto que proporcionen, para lo cual tienen 

todo el tiempo necesario para la discusión del asunto y así llegar a una resolución 

satisfactoria para ellos. 

 Por tanto, por una parte, estamos a favor de implementar un jurado por la integridad 

que daría a un veredicto y que esté dotado de unanimidad, porque esto le daría la legitimidad 

necesaria para suponer que se tomó la mejor decisión posible en un caso en concreto. 

 Es decir, la unanimidad es un símbolo fuerte de que imperó una decisión por sobre 

otra y que garantiza que no existe la posibilidad de pensar de manera distinta al sentido que 

llegaron los juzgadores, esta es la garantía máxima para la impartición de justicia de un país. 

 Por último, en cuanto a las diferencias que existen entre ambos sistemas, se refiere al 

rol de un juez. Por una parte, en México es de carácter activo, porque además de mediar 

sobre las partes sobre el correcto funcionamiento del juicio oral, también dirime sobre el 

asunto, como lo hemos comentado anteriormente. En cambio, en Estados Unidos, es un rol 

pasivo cuando es un juicio con jurado, por esto ya que solamente es un árbitro que se 

encarga de supervisar que el juicio oral se desarrolle acorde a las reglas preestablecidas en 

el código, garantizando que se respeten todos los principios de este. 

 Esta tarea, un juez la lleva de forma satisfactoria porque es conocedor de las leyes 

procesales penales, lo cual no tiene discusión; solo queda la duda en cuanto a si las 

decisiones judiciales son mejores con un jurado o con un cuerpo colegiado experto en 

derecho. 

 Para nosotros, es mejor por las razones señaladas, que el jurado decida sobre los 

asuntos que vea un tribunal oral en lo penal, legitimando y generando una confianza en el 

sistema por la participación de la sociedad en el futuro de las controversias penales que se 

generen en la comunidad. 
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5. Conclusiones 
 

PRIMERA: Actualmente, México se encuentra en un periodo de transición desde que 

empezó la implementación del nuevo sistema de juicio oral, al introducir la reforma, por 

ejemplo, del artículo 16 Constitucional donde se abordan temas como “requisitos para librar 

una orden de aprehensión, concepto de flagrancia, constitucionalización del arraigo, 

concepto de delincuencia organizada, uso de comunicaciones privadas dentro de un proceso 

y figura procesal de los jueces de control”.253 

 Estos y otros conceptos son nuevos para la sociedad mexicana, lo que trae consigo un 

cambio cultural y más específico, legislativo, que se tuvo que adaptar a las nuevas 

necesidades por un sistema más confiable que el anterior, y asegurar a través de este 

procedimiento una homogeneidad en el territorio nacional. 

 

 SEGUNDA. Es importante un cambio de mentalidad de los jueces que son los 

protagonistas en el nuevo sistema, ya que son la piedra angular en su funcionamiento, 

sumado a los litigantes para que sean capaces de adaptarse a este nuevo proceso en cuanto 

a las técnicas legislativas orales que deben aplicar. 

 Lo anterior, es importante porque sin estos actores es imposible que el sistema 

funcione; en tal virtud se ha tenido que impartir capacitaciones para que estos puedan 

entender el funcionamiento del nuevo sistema de juicio oral, ya que debe ser perdurable en el 

tiempo. Es la forma adecuada para que se hereden las buenas prácticas en la que descansa 

el éxito de esta reforma. 

 

 TERCERA. La homologación que se estudió en el presente trabajo de investigación, 

fue en el contexto, donde por una parte, haciendo referencia a  Estados Unidos tiene un 

sistema consolidado de muchos años, desde que se tiene memoria, y por otra, en México un 

nuevo sistema que busca solucionar los problemas que presentaba el proceso penal anterior. 

 En ese sentido, nos sirve realizar esta comparación porque nos ha brindado falencias 

y virtudes que tiene nuestro propio sistema, lo que permite saber qué cosas importantes 

podemos tomar como referencia para mejorar en su instrumentación. 

 

                                                
253 Carbonell, Miguel, Los Juicios Orales en México, 3a. ed, México, Porrúa, 2011, p. 67. 
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 Aun cuando ambos sistemas vienen de familias jurídicas distintas, buscan supervisar 

el mismo ámbito de la sociedad en cuanto a los delitos que se cometen y, cómo abordarlos y 

remediarlos manteniendo la paz y el orden. 

 Es por ello que las hace comparables respecto de su finalidad; esto es importante 

porque nuestro sistema se debe enriquecer de aquellos más antiguos y que han funcionado 

correctamente en el tiempo; así se irá perfeccionando y podrá atender las necesidades 

actuales de la sociedad. 

 No estamos admirando inflexiblemente a Estados Unidos ni se ha buscado copiar un 

modelo que funciona en esa nación, porque no necesariamente lo que funciona en una parte 

será efectiva en otra; en ese sentido hemos tomado aquello que consideramos aplicable a 

nuestra propia sociedad para buscar mejorar el sistema que se implementó en 2008. 

 

 CUARTA. la oralidad en los sistemas de juicios orales llegó para instaurarse, y no es 

posible volver a uno de carácter inquisitivo por todo lo que se ha comentado. Por lo mismo, 

se tiene una gran responsabilidad como pionero en este estilo de juicios, porque si seguimos 

por un camino exitoso se extendería eventualmente a otras ramas, que también ayudaría a 

descongestionar, transparencia, accesibilidad, etc, de la sociedad a tan desconocidos, 

muchas veces, procesos jurídicos. 

 En ese sentido, la oralidad es la herramienta que ha permitido creer en esta reforma, 

que ha buscado solucionar los problemas del proceso anterior, al darle un aire fresco a un 

sistema desgastado; claro que se requiere el compromiso de todos los que son parte, como 

jueces y litigantes. 

 

 QUINTA. Es beneficiosa la reforma para México, en cuanto necesitaba una 

transformación jurídica que permitiera a las personas tener la oportunidad de un proceso 

penal confiable. 

 En ese sentido, nos queda un largo camino por recorrer, no sólo jurídico, sino que 

también cultural, ya que se debe cambiar la mentalidad de las personas sobre el aporte que 

este sistema genera en la sociedad, porque no es lo mismo que el anterior, donde no se 

sabía qué pasaba hasta que había una resolución. 

 Así, la reforma es nuestro punto de partida y con un futuro incierto respecto de su 

desarrollo en nuestro país; pero a través de estas comparaciones, advertimos los riesgos de 
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su implementación, por lo que siempre será mejorable, por eso es importante avanzar en su 

consolidación. 

 

 SEXTA. Es menester resaltar que además de la influencia de Estados Unidos, 

tenemos la de otros países como Chile o algunos europeos, lo que nos hizo instaurar un 

modelo híbrido que ha buscado adaptarse a la realidad nacional, pero con diferencias 

sustanciales con Estados Unidos, que fue objeto de este estudio de investigación. 

 

 SÉPTIMA. Para continuar de manera adecuada en la implementación de este sistema 

se deberá profesionalizar a la policía, de esta forma, las investigaciones serán acordes a las 

garantías jurídicas que están comprometidas; así, se impartirá una verdadera justicia, 

además, habrá un reforzamiento en la comunicación de esta con los Ministerios Públicos 

para perfeccionar el trabajo que realizan en conjunto. 

 Aunado a la profesionalización de la policia, creemos más satisfactoria la separación 

de funciones, donde la policía tenga más atribuciones en la investigación de un delito, lo que 

permite descongestionar el Ministerio Público, para que solo se encargue del proceso como 

tal, en efecto, exista una verdadera especialización de funciones que permitirá una real 

evaluación de este último sobre las investigaciones que le competan. 

 Es decir, un fiscal que investiga arduamente un asunto se verá comprometido a 

pensar que se encuentra ante individuo que es culpable, diferente de si evalúa caso a caso 

con una investigación proporcionada por un tercero como en el caso en particular de la 

policía. 

 

 OCTAVA. Se debe buscar una mayor participación ciudadana de manera parcial, algo 

homologado como al grand jury y jury en Estados Unidos, dando la oportunidad a los civiles 

de ser parte del proceso con todos los beneficios comentados, lo que permite, por una parte, 

quitar a los jueces la carga de decisión sobre la vida y, por otra, otorgar a la sociedad la 

responsabilidad de decidir sobre sus pares. 

 Esto no es quitarles poder a los jueces, todo lo contrario, ellos son la piedra angular 

que permite que los juicios orales funcionen correctamente, ya que son los árbitros del 

procedimiento y tienen un papel importante hasta en el desarrollo de un juicio por jurado, en 

cómo deben tomar la decisión de si el imputado es culpable o no. 
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 NOVENA. Debemos fortalecer nuestras salidas alternas de solución de controversias. 

Es una realidad que la mayoría de las contiendas penales se solucionan por esta vía, pero 

como hemos advertido, existe una debilidad en el procedimiento abreviado. 

 Como hemos señalado, este procedimiento no es una salida como tal, sino más bien 

un sometimiento del imputado a cambio de un beneficio carcelario, pero no tiene naturaleza 

de negociación como se comentó en el capítulo respectivo. 

 En el Plea bargaining de Estados Unidos, se da la real oportunidad de una 

negociación donde incluso existe la figura donde un imputado puede no declararse culpable, 

pero tomar la responsabilidad por los hechos que se le imputan para la reparación del daño. 

 Lo anterior, garantiza un proceso justo en cuanto existen posibilidades reales para un 

imputado de negociar la terminación del proceso, no necesariamente declarándose culpable 

de todos los cargos imputados en su contra, sino que puede ser parcial o incluso desconocer 

su culpabilidad. 

 En ese sentido, para que exista una negociación debe haber un equilibrio donde las 

partes tengan el mismo poder de señalar sus pretensiones, y no el sometimiento de una por 

sobre la otra, como lo es el caso del procedimiento abreviado. 

 Esta negociación debería ser de carácter obligatoria antes de un eventual juicio oral, 

para así impulsar que Ministerios Públicos y defensas busquen solucionar entre ellas las 

causas que se les encomendó, con la posterior ratificación de un juez. 

 Con ello, se incentiva el interés real de las partes de querer solucionar las causas 

penales y brindar un resguardo al imputado que no tiene una sentencia que lo declare 

culpable y en ese sentido debe ser tratado como presunto responsable de los hechos que se 

le imputan, con la garantía de que sus pretensiones e intenciones de solucionar el asunto 

sean respetados, lo que se traduce en una negociación real. 

 Respecto de la prisión preventiva, nos parece muchas veces un castigo anticipado a 

una persona, ya que esta figura es solamente para asegurar que el imputado se presente en 

los momentos procesales que sea requerido por los tribunales de justicia. 

 Hacemos referencia en particular a la prisión preventiva de oficio que existe para 

delitos principalmente de carácter doloso de una gravedad importante, pero esto no es 

sinónimo de tener que proporcionar un castigo desde el momento procesal donde se debaten 

las medidas cautelares. 
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 Sabemos que las medidas cautelares son para garantizar la seguridad de la víctima, el 

proceso o la cuantificación real para una reparación del daño, pero ¿qué pasaría si en el 

caso de un delito doloso sea posible realizar dicho aseguramiento sin la prisión preventiva? 

 En el caso de Estados Unidos, esto es posible a través de la figura denominada bail 

comprometiendo a la persona en una suma de dinero importante para asegurar su 

comparecencia, lo que funciona de manera efectiva sumado a medidas restrictivas como no 

acercarse a la víctima etc., que en caso de incumplimiento se instaura la prisión preventiva. 

 Por tanto, la prisión preventiva debiese funcionar como última opción en caso de no 

existir otras medidas posibles para asegurar los objetivos de las medidas cautelares, con 

esto se asegura la igualdad ante la ley, entre las partes, y se respeta el principio de 

inocencia, hasta que se dicte lo contrario. 

 Es por lo anterior, que la prisión preventiva debe estar motivada y fundada en el 

sentido de no ser imperativa solo por el hecho de la gravedad del delito, lo cual no tiene 

correlación con el aseguramiento de los objetivos de las medidas cautelares; debe existir, por 

tanto, la opción real de poder tomar otras medidas como en Estados Unidos, por ejemplo, 

una fianza importante que asegurará la comparecencia del imputado. 

 

 DÉCIMA. México ha tenido aciertos en la instauración del proceso penal,  como  es el 

caso de la depuración de la prueba en la etapa intermedia, que permite un eventual juicio 

oral más expedito, así como tambien respetar los derechos humanos de las partes al 

asegurar que no se reproducirán pruebas que se encuentran viciadas, es decir, no serán en 

ninguna circunstancia reproducidas en un juicio oral. 

 Aunado a lo anterior, la existencia de centros especializados para soluciones alternas 

de controversias que descongestionan de manera importante los tribunales para casos que 

realmente lo requieran y no puedan solucionarse por otra vía. 

 Esto ha ido creciendo en el tiempo, donde es importante la infraestructura adecuada 

que permita una justicia pronta y expedita, para que las personas vean el proceso penal 

como una importante herramienta de justicia y no como un trámite engorroso del cual nadie 

quiere ser parte. 

 Lo anterior, debiese considerar, como hemos comentado, a todo tipo de delitos, esto 

permitiría una mayor descongestión, que en el tiempo será equitativo para todos, ya que las 

victimas quedan satisfechas por recibir una reparación del daño y los imputados al tener la 
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oportunidad de presentar sus pretensiones y ser tratados como presuntos responsables y no 

culpables, desde su vinculación al proceso. 

 

 UNDÉCIMA. Es importante resaltar que a través del procedimiento penal en México, 

se le ha dado el respeto que se merece a las víctimas, al ser parte en todo momento del 

proceso, esto al considerar las presentesiones del sujeto procesal en comento por medio de 

un asesor jurídico, que trabaja en conjunto con el Ministerio Público para la resolución de los 

asuntos. 

 Por lo que, se toman en cuenta las pretensiones de la víctima a la hora de decidir las 

estrategias legales que llevará a cabo el Ministerio Público, lo cual nos parece importante, 

porque si bien es cierto se provocó un daño a la seguridad de la sociedad, este fue a través 

de la afectación jurídica a la esfera personal del sujeto procesal denominado víctima. 

 Todo lo anterior, dotado de la oralidad que hemos comentado, la cual ha sido la mejor 

herramienta que nos ha permitido la transparencia deseada en el proceso, que no teníamos 

en el procedimiento anterior a la reforma, que de hecho era la principal necesidad en esta 

materia, es decir, que la sociedad se enterara de lo que estaba ocurriendo con su sistema de 

justicia penal. 

 

 DÉCIMO SEGUNDA. Debe ser compromiso de todos los profesionales del Derecho 

que el nuevo sistema de justicia penal sea un éxito en nuestro país, ya que son los 

principales responsables de que evolucione hacia resultados positivos para la sociedad, al 

adherirse a él a través de la constante difusión y especialización de esta nueva forma de 

litigar. 

 Finalmente, podemos apuntar que, al escuchar las exigencias y de acuerdo con las 

necesidades que tiene la sociedad, México ha optado por replicar las buenas prácticas 

experimentadas en otros países, pero sin perder la identidad propia, con el propósito de 

rescatar la esencia del derecho mexicano para que el país cuente con un sistema de justicia 

penal que represente a todos y otorgue la confianza necesaria para ser parte de este. 
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